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			Este libro es un ensayo extendido sobre las dinámicas de desarrollo y resistencia desatadas por los avances del extravtivismo, una forma de capitalismo que se caracteriza por una crisis multidimensional de alcance global. El extractivismo toma diversas formas, pero el epicentro en su más reciente encarnación es América Latina. La región ha sido el principal blanco de sus impactos socioecológicos negativos, pero también el escenario de las fuerzas más poderosas de resistencia. El autor aborda tres dimensiones críticas de este proceso, incluyendo la nueva geoeconomía y geopolítica del capital, las resistencias en la frontera extractiva y las alternativas propuestas por los gobiernos formados en el "ciclio progresista" en la política, y construidos desde abajo por las comunidades indígenas y no indígenas en la frontera. Finalmente, cierra con una reflexión sobre la posibilidad de una transición postextractivista a un otro mundo de solidariodad social y armonía con la naturaleza, en condiciones de justicia social y ecológica.
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			CALAS. Afrontar las crisis desde América Latina

			Este libro forma parte de los ensayos concebidos desde la investigación interdisciplinaria que se lleva a cabo en el Centro Maria Sibylla Merian de Estudios Latinoamericanos Avanzados en Humanidades y Ciencias Sociales (calas), donde tratamos de fomentar el gran reto de analizar aspectos críticos sobre los procesos de cambios sociales. calas ha sido concebido como una red afín a la perspectiva de los Centros de Estudios Avanzados establecidos en distintas universidades del mundo y busca consolidarse como núcleo científico que promueve el desarrollo y la difusión de conocimientos sobre América Latina y sus interacciones globales. calas funciona en red, la sede principal, ubicada en la Universidad de Guadalajara (México), y las subsedes ubicadas en la Universidad de Costa Rica, Flacso Ecuador y Universidad Nacional de General San Martín en Argentina. Las instituciones latinoamericanas sedes están asociadas con cuatro universidades alemanas: Bielefeld, Kassel, Hannover y Jena; esta asociación fue impulsada por un generoso apoyo del Ministerio Federal de Educación e Investigación en Alemania.

			La relevancia de estos libros, enfocados en el análisis de problemas sociales, trasciende linderos académicos. Se trata de aumentar la reflexión crítica sobre los conflictos más acuciantes en América Latina, como una contribución de primer orden para generar diálogos desde múltiples disciplinas y puntos de vista. Más allá de esto, el objetivo de estas publicaciones es buscar caminos para afrontar las múltiples crisis. 

			Como reconocidos analistas en sus respectivos campos de investigación, los autores nos invitan a ser copartícipes de sus reflexiones y a multiplicar los efectos de sus propuestas, a partir de su lectura.

			Sarah Corona Berkin y Olaf Kaltmeier 
Directores

			Gerardo Gutiérrez Cham y Hans-Jürgen Burchardt 
Codirectores
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			Introducción

			El capitalismo es un sistema en crisis. Esta obviedad se proyecta en las dinámicas de desarrollo y en las fuerzas de cambio, que han dominado el panorama económico y político de América Latina a lo largo de las últimas décadas. Un estudio de estas dinámicas, aunque somero, devela una clara propensión del capitalismo —un sistema basado en la explotación del trabajo (el secreto interno del modo de producción capitalista) operativo en América Latina como en otros lugares del mundo— hacia una crisis sistémica y multidimensional, que ha asumido proporciones globales e incluso planetarias. Esta propensión del sistema hacia la crisis, se evidencia a partir de las fuerzas que se han desarrollado y continúan desarrollándose en la región, desde la implantación del neoliberalismo en la década de 1980. Se podría argumentar que América Latina ha sido, y sigue siendo, el epicentro de la crisis —una crisis global con múltiples dimensiones que pone en cuestionamiento y riesgo no sólo el proceso de desarrollo de la humanidad y la civilización, sino la capacidad misma del planeta para sostener la vida. Un factor importante, aunque no necesariamente decisivo, en esta crisis es el saqueo de los recursos naturales, que ha sido una constante en la historia social, económica, cultural, política y ecológica de América Latina desde la época colonial. El extractivismo, como una modalidad específica de explotación y desarrollo de las fuerzas productivas, experimenta diversas mutaciones y continuidades estructurales y políticas con el proyecto de colonialidad y dependencia, desde el siglo XVI hasta nuestros días.

			Las diversas permutaciones de la crisis tienen sus orígenes en las contradicciones del sistema capitalista y el extractivismo. Esto es evidente puesto a la luz de las condiciones causadas por el calentamiento del planeta (debido a la emisión de gases de efecto invernadero) y ahora el impacto explosivo de la pandemia de covid-19; se han desnudado y expuesto las contradicciones y grietas fundamentales del sistema, que alcanzan sus cimientos amenazando no sólo el proceso de desarrollo, sino la vida misma, tanto humana como no humana.

			Es posible rastrear la propensión a la crisis en América Latina desde por lo menos la década de los setenta, con una crisis sistémica de sobreproducción que condujo a una década de reformas liberales. Sin embargo, la llegada de la era neoliberal en la década de los ochenta conllevó no sólo nuevas permutaciones de esta crisis, sino una crisis fiscal de muchos Estados del norte global y una deuda impagable en la periferia del sistema con epicentro en América Latina. La construcción, en la década de 1980, de un nuevo orden mundial de la globalización neoliberal, sustentado en los principios del capitalismo de “libre mercado”, ha tenido un impacto devastador en la región, dando paso a la destrucción de fuerzas productivas acumuladas en la industria y en la agricultura; esta última siempre ha sido la principal fuente de desarrollo capitalista en la región. Otro impacto fue la liberación de flujos de capital en la forma de inversión extranjera directa (IED); una afluencia de capital que en mayor medida tomó la forma de inversiones en la extracción de recursos naturales, como hidrocarburos (petróleo y gas), minerales y metales, y productos de agroextracción. Estos extractivismos incluyen la exportación de recursos naturales, de forma primaria, para capturar el excedente resultante de la demanda de estos recursos en los mercados capitalistas. Junto con este avance del capital extractivo en el proceso de desarrollo, es decir, el extractivismo, América Latina ha experimentado en la era neoliberal un gran avance del capital financiero (inversiones en acciones e instrumentos financieros) y ficticio (basado en la especulación en lugar de inversiones productivas), con una financiarización1 asociada con el proceso, la que resultó en una propensión a la crisis (1995 en México, 1998 en Brasil) y el desenlace de una crisis alimentaria (2007, 2008 y 2010), acompañada de altos precios de los alimentos en los mercados, que incrementaron la incidencia y el grado de pobreza; así como una acuciante desigualdad en el acceso a los recursos vitales y la distribución social del ingreso nacional.

			A la par de la crisis asociada con los impactos destructivos de la agenda neoliberal, que exacerbó las condiciones de pobreza y desigualdad en la región, emergieron nuevos movimientos sociales, organizados para movilizar a las fuerzas de la resistencia. En esta perspectiva, América Latina se vio sacudida, en el curso de las últimas dos décadas, por los impactos de una triple crisis. La primera crisis, causada por los avances de capital extractivo en la región, provocó una fuerte resistencia y la movilización de las comunidades locales en la frontera extractiva contra los impactos socioambientales del extractivismo, que han profundizado la degradación física y humana del planeta. La segunda crisis global se entrelaza con la anterior y es el resultado de las emisiones de gases de efecto invernadero y el calentamiento global. Finalmente, desde enero de 2020, la pandemia del covid-19 ha causado una tercera crisis de proporciones globales, en circunstancias que exhiben y ponen en entredicho las contradicciones fundamentales del sistema capitalista. La coincidencia, confluencia e interacción de estas tres crisis para América Latina ha creado un nuevo contexto o escenario para el desarrollo de las fuerzas productivas y la búsqueda de alternativas.

			Este libro tiene un doble propósito. Uno es reconstruir las fuerzas dinámicas de la crisis en el contexto latinoamericano y la coyuntura actual del proceso de desarrollo capitalista. El segundo es dejar en claro que una crisis, cualquiera que esta sea, representa una oportunidad que debilita las estructuras rígidas y restrictivas, la cual abre paso a fuerzas de cambio y transformación, y, aún más importante, señala el camino más viable hacia la crisis sistémica del capitalismo, permitiéndonos emprender el camino hacia un futuro mejor, otro mundo. Esta problemática de cómo salir de la crisis es muy complicada, y requiere un diagnóstico y un análisis exhaustivo y crítico de las condiciones objetivas y subjetivas, así como también de la correlación de las fuerzas del desarrollo capitalista y de la resistencia que están en juego. En el camino se encontraron con muchos obstáculos e incertidumbres, pero también con elementos de debate que pueden ayudar a avanzar en el camino. El argumento sobre esta problemática está organizado de la siguiente manera.

			En el capítulo 1, se delinea el contexto general de este proceso de desarrollo y la propensión del sistema a una crisis de proporciones y alcances globales. En la primera parte, se reconstruyen las contradicciones del sistema, que llevan a la crisis antes de discutir su dinámica multidimensional en el contexto global y regional. En la segunda parte, se describen las pautas generales del proceso de crecimiento capitalista en América Latina en el contexto del Estado desarrollista (décadas de 1950 a 1970) y el establecimiento de un “nuevo orden mundial”, a partir de la década de 1980. Dicho orden fue signado por la globalización neoliberal, con el propósito de inaugurar una nueva época en la que se liberalizaron fuerzas de la “libertad económica”; es decir, se instaló el capitalismo de libre mercado. Se reconstruyó este proceso en la forma y los términos de tres ciclos de desarrollo y resistencia. En este capítulo se plantea el argumento de que, para posibilitar una salida a la crisis, es fundamental que se tengan en cuenta y se sepa cómo responder a las fuerzas de cambio movilizadas en estos ciclos. Todas y cada una de las crisis despiertan fuerzas de cambio, que pueden trasladarse en varias direcciones con acciones bien informadas y oportunas. Lo fundamental es que el sistema no colapsará bajo el peso de sus contradicciones. La salida y el camino hacia un mundo mejor requiere la movilización y unificación de las diversas fuerzas de resistencia a los avances del capitalismo en el proceso de desarrollo. También se sostiene la necesidad de medir el equilibrio en la correlación de fuerzas, para permitir que los actores o sujetos aprovechen las oportunidades que se les presentan.

			En el capítulo 2, se plantean los avances del capital extractivo, dentro del marco institucional y político del nuevo orden mundial de globalización neoliberal, establecido en la década de 1980. Se analiza la estructura sectorial de los flujos de capital hacia la región y constato la tendencia a favor del capital extractivo, que resultó en el fortalecimiento de la división internacional del trabajo en forma de un centro con sus periferias, en la que se asignó el rol a América Latina de exportar recursos naturales al centro del sistema; recursos por los que los mercados capitalistas tenían una gran demanda. Se sostiene que, sin entender las fuerzas de desarrollo y la resistencia formadas en este contexto —la nueva geoeconomía del capital en América Latina—, no hay salida.

			El capítulo 3 aborda la dimensión política de este proceso de formación y el avance de capital extractivo en la región. Se destaca la constitución de un ciclo progresista en la política: una serie de gobiernos orientados a la búsqueda de una forma mas inclusiva de desarrollo capitalista o, para ser preciso, el posdesarrollo (con base en la conciencia del pueblo de su poder: el poder de conocimiento y actuar colectivamente sobre esto).2 Este ciclo se formó en condiciones de una reconfiguración del poder en la economía y el mercado mundial, así como también en un desencanto general con el neoliberalismo, como doctrina económica y modelo para orientar las políticas macroeconómicas. Ante estas condiciones, se atestigua un cambio en la política electoral: una marea rosa de gobiernos progresistas, que buscan una alternativa al modelo neoliberal. En algunos casos, estos gobiernos promovieron un “nuevo desarrollismo” (Bresser 2007); en otros, una “ucronía del buen vivir” —de vivir bien en solidaridad y armonía con la naturaleza (Ramírez 2010)–; y en algunos otros casos, el “socialismo comunitario” o el “socialismo del siglo XXI” (García 2015). Se analizan las contradicciones y el alcance de estas alternativas para poder calcular las posibilidades de escapar al impacto de las discrepancias del sistema, y los límites de estas posibilidades. En cualquier caso, este problema sigue siendo objeto de debate.

			En el capítulo 4 se analiza el rol de la agricultura en el proceso de desarrollo capitalista. Aquí se discute la normalidad del desarrollo del capital industrial sobre la base de la explotación de la fuerza laboral creada por el desarrollo de la agricultura, lo cual da como resultado lo que se ha llamado “la cuestión agraria” en cuanto la desaparición del campesinado —de los campesinos desprovistos de sus medios de producción, empobrecidos y convertidos en un proletariado, una clase de trabajadores asalariados. 

			Esta cuestión agraria del siglo XX se debatió en la década de 1970 y nuevamente en 2012, ambas veces en México. Resulta que, en la realidad, en los años ochenta y noventa no se suscitó una desaparición del campesinado. Lo que atestiguamos fue la desaparición del proletariado industrial y la formación de un semiproletariado de trabajadores rurales sin tierra y de aquellos que trabajaban por su cuenta en el sector informal de la economía urbana, incluidos los microempresarios, muchos de los cuales son mujeres. En todo caso, con el avance del capital extractivo en el proceso de desarrollo en el siglo XXI,3 la cuestión agraria pasó a ser la cuestión de la persistencia de la pobreza rural en la frontera extractiva en condiciones de concentración de la propiedad y tenencia de la tierra, la creciente orientación del aparato de producción hacia la exportación, y un nuevo cercado del buen común por el mecanismo del acaparamiento, que obligó a muchos agricultores pequeños migrar y abandonar el campo y la agricultura.

			Para comprender la transformación productiva y social provocada por el avance del capital industrial y extractivo en el campo, es vital que comprendamos de mejor manera el rol tradicional de la agricultura y los campesinos en el proceso de desarrollo. También es fundamental que entendamos cómo el advenimiento del nuevo orden mundial coincidió con o resultó en un contexto completamente nuevo para el desarrollo capitalista y la resistencia. En lugar de promover y fortalecer un proceso de industrialización y modernización en la región, el desarrollo capitalista de la agricultura provocó dos hechos: un influjo de capital extractivo (capital invertido en la extracción de recursos naturales a propósito de exportarlas en forma primaria), y la formación de trabajadores rurales sin tierra. La relevancia e importancia de esto es que se generó una nueva dinámica en condiciones de desarrollo capitalista en la agricultura (dinámica asociada con la interacción de la agroindustria con la agroextracción), así como también de resistencia y lucha liderada por campesinos, agricultores y comunidades de pequeños productores localizados en la frontera extractiva. El capítulo analiza esta nueva dinámica, en el contexto de la interacción de las mecánicas asociadas con el avance del capital extractivo, con el predominio de capital monopolista en el sector agrícola. El monopolio se manifiesta en la concentración de capital, invertido en el desarrollo de conocimiento científico e innovación técnica como fuerza productiva. 

			El capítulo 5 aborda la cuestión de la dinámica del extractivismo en el sector clásico de la minería —la gran minería. El extractivismo, o extractivismos según Gudynas, tiene una larga historia en este sector: una historia de explotación y riqueza arraigado en la Conquista y el colonialismo europeo, además de una lucha de quinientos años por parte de los pueblos indígenas contra las depredaciones y estragos asociadas con el extractivismo: el saqueo de los recursos naturales, la explotación de la fuerza laboral, la subyugación, la opresión y la expropiación de territorios con violencia y normas legales, sin mencionar el asesinato de activistas y líderes, así como el genocidio (Maybury 2002).4 El capítulo ofrece una visión general de la historia de la extracción minera, con énfasis en la economía política de la minería en el contexto actual y la frontera de una crisis del recurso hídrico en el mundo.5 Se trata de las dinámicas de desarrollo en la minería, sus impactos socioambientales y las fuerzas de resistencia movilizadas en las economías de enclave, formadas en la extracción de minerales y metales a propósito de exportarlas a los mercados capitalistas. En lugar de ofrecer una solución a la crisis, se debate sobre el tema.

			En el capítulo 6 se pasa de la cuestión del desarrollo a la cuestión de la resistencia generada y construida en la frontera extractiva. Esta resistencia adquiere y asume diversas formas, lo que complejiza el análisis de su dinámica. En cualquier caso, se identifican tres modalidades de resistencia con una potencialidad transformativa. Uno tiene que ver con la resistencia de izquierda de la clase política, asociada con la búsqueda de una alternativa al modelo neoliberal en la macroeconomía. Se identifican tres alternativas en este contexto: desarrollo inclusivo o nuevo desarrollo enfocado en la reducción de la pobreza; un modelo construido sobre la base de una concepción indígena de cómo vivir bien en solidaridad y armonía con la naturaleza; y el socialismo del siglo XXI. La segunda forma de resistencia tiene que ver con el activismo de las comunidades que están en la frontera extractiva. Este activismo y las fuerzas de resistencia se manifiestan en la exigencia de que se respeten los derechos territoriales de las comunidades, y en confrontaciones violentas con empresas del sector extractivo en protesta por los impactos destructivos de sus proyectos y operaciones extractivas, con respecto a la sostenibilidad de su forma de vida y del entorno. La tercera modalidad de resistencia tiene que ver con la búsqueda de alternativas.

			

			
				
					1	La financiarización es un término utilizado en discusiones sobre el capitalismo financiero, que se ha desarrollado durante las últimas décadas, en el cual el apalancamiento ha tendido a sobrepasar el capital y los mercados financieros han tendido a dominar sobre la economía industrial y agrícola.

				

				
					2	Eduardo Gudynas entiende el posdesarrollo como crítica y el buen vivir como solución, pero, según los teóricos del posdesarrollo, la transformación social requiere solucionar un impasse teórico: combinar la teoría (conciencia de las contradicciones del capitalismo/conciencia del “poder del conocimiento”) con una práctica social; y esto requiere desconstruir el conocimiento y construir una sociedad más allá del capitalismo (Escobar 1992; Kothari et al. 2019).

				

				
					3	La dinámica dominante en el sector financiero, en las dos primeras décadas del siglo XXI, ha sido la inversión de capital extranjero en la extracción de recursos naturales, como los hidrocarburos. Pero, al mismo tiempo, pudimos ver el dinamismo de las microfinanzas, que ahora representa hasta 20% de las acciones bancarias —significativamente más que en cualquier otro país. Para un análisis de esta dinámica y sus contradicciones (las microfinanzas han servido para enriquecer a algunos banqueros a expensas de los pobres), véase a Bateman (2020).

				

				
					4	Según Maybury (2002), la colonización en el contexto del extractivismo imperialista era “intrínsecamente genocida”. A su juicio, las formas imperiales y coloniales de genocidio se promulgan de dos maneras principales, ya sea mediante la limpieza deliberada de los territorios de sus habitantes originales con el objetivo de hacerlos explotables con fines de extracción de recursos o asentamientos coloniales, o mediante el alistamiento de los pueblos indígenas como trabajadores forzosos en proyectos coloniales o imperialistas de extracción de recursos.

				

				
					5	A lo largo del siglo XX, la lucha de clase en el campo se centraba en la expropiación y el acaparamiento de la tierra, separando así los productores pequeños en la agricultura de sus medios de producción. En contraste, en el siglo XXI la lucha en contra de los avances de capital extractivo está concentrado en la privatización y el acaparamiento de las aguas, lo que ha causado más que una crisis en la minería, una crisis global del recurso hídrico (agua) en el mundo. En el caso de México, la privatización y el acaparamiento del recurso hídrico desde 1992 ha avanzado a tal punto que hasta 30% de hogares padece a diario cortes o tanteo de su derecho al agua y saneamiento; mientras sólo 1.1% de la población que incluye “los dueños del país” (el núcleo de la clase capitalista: los millonarios del agua), concentra una quinta parte del recurso para ﬁnes lucrativos (Olvera 2020).

				

			

		

	
		
			Capítulo 1. Las contradicciones del desarrollo capitalista

			Los avances del capital extractivo en el proceso de desarrollo capitalista en las dos décadas del nuevo milenio, junto a la grave crisis social por la que atraviesa América Latina y las crisis ambientales, como el cambio climático y la pandemia de coronavirus, han puesto de relieve la propensión sistémica del capitalismo hacia la crisis. Esto ha puesto al desnudo las contradicciones y limitaciones estructurales del sistema a escala mundial. La pandemia del covid-19, por encima de las contradicciones del “capitalismo catastrófico” (la crisis social, económica y ecológica), ha evidenciado y agudizado las profundas contradicciones del sistema y la crisis multidimensional en la que estamos inmersos. La llegada al poder de dos políticos en la región, Jair Bolsonaro en Brasil (de extrema derecha) y Andrés Manuel López Obrador en México (de la centroizquierda de la clase política), en el contexto de una amplia difusión del virus, ha puesto de manifiesto cómo la pandemia interactúa con crisis preexistentes y exacerba las condiciones que resultan de ellas. El gobierno federal, en ambos casos, parece hacer todo lo posible para sabotear las medidas recomendadas por la salud pública y adoptadas por los gobiernos subnacionales (estados y municipios). Al momento, sin detalles o datos precisos, es evidente que la situación va de mal a lo peor.

			La intención de este capítulo es analizar la dinámica de la crisis por la que atraviesa el sistema capitalista, en un contexto regional específico: América Latina. Es posible argumentar que esta región ha vivido de manera particularmente aguda las contradicciones del sistema, además de que puede ser considerada como un laboratorio de experiencias contrahegemónicas, a partir de la presencia de fuerzas que se resisten a los avances del capital y de experimentos con modelos alternativos.

			Este capítulo pretende reconstruir, en líneas generales, la dinámica de esta tendencia sistémica en la coyuntura actual. El argumento central es que las formas diversas y cambiantes de una crisis sistémica se remontan a las fuerzas de cambio, asociadas con la transición de un periodo de desarrollo, dirigido por el Estado, a la era neoliberal. Es decir, un periodo de capitalismo de libre mercado, dominado por la expansión del capital financiero, la financiarización de la economía en la periferia del sistema y el avance de capital extractivo en el proceso de desarrollo. Este avance ha liberado y ha dado forma a fuerzas de cambio que se han movilizado, exponiendo, en el proceso, fisuras y contradicciones que están empujando al sistema hacia sus límites y más allá. Queda por ver si las fuerzas de resistencia a los avances del capital financiero y extractivista son lo suficiente para generar un proceso contrahegemónico, o si apuntan en la dirección de una distopía ante la crisis sistémica en curso.

			En este capítulo se presentan las dinámicas fundamentales de este proceso en la región. El argumento se construye de la siguiente manera. En primer lugar, se establecen las contradicciones que definen al sistema y promueven una propensión a la crisis. En segundo lugar, se identifican los ciclos de desarrollo y resistencia que resultan de estas dinámicas. Finalmente, se analizan en general la dinámica de la nueva geoeconomía y geopolítica del capital extractivo en la región, se destacan sus impactos socioambientales y las alternativas que se han presentado ante el extractivismo en sus distintas formas.

			El desarrollo capitalista6

			Una de las tendencias fundamentales del desarrollo en América Latina, formada dentro del marco institucional y político del “nuevo orden mundial” de la globalización neoliberal en la década de 1980, ha sido el resurgimiento de una estrategia de desarrollo basada en el extractivismo, es decir, la extracción de recursos naturales y la exportación de estos recursos en forma primaria.7 Nada define tan claramente una estrategia extractivista como la noción de “contradicción”, un concepto vital para una comprensión de las dinámicas del desarrollo capitalista (Harvey 2014). Los teóricos marxistas a lo largo de los años se han centrado en dos contradicciones del desarrollo capitalista, a saber: 1) la relación capital-trabajo, que da lugar a una lucha de clases por mejores condiciones de trabajo y, en algunas circunstancias, el control social de los medios de producción, una lucha que dominó el panorama político en el siglo XX; y 2) la contradicción centro-periferia del sistema capitalista mundial, que se manifiesta en la dinámica de dependencia y desarrollo desigual en la periferia del sistema mundial. Aparte de estas contradicciones, un análisis de la dinámica asociada con el avance de capital extractivo ha expuesto una contradicción fundamental minimizada, o casi ignorada por los marxistas: una oposición entre la dinámica de acumulación de capital y los fundamentos ecológicos del proceso de desarrollo (Foster 2002; Martínez 2002).8

			En el contexto del desarrollo capitalista en la era de la globalización neoliberal, la interacción de las fuerzas generadas por la intersección de estas contradicciones, ha dado lugar a una crisis multidimensional de proporciones globales y potencialmente catastróficas.9 La primera manifestación de esta propensión a una crisis sistémica, fue a principios de la década de 1970, la que puso fin a un periodo de crecimiento económico, sostenido por los avances de la clase trabajadora en términos de mejoras en los salarios y las condiciones de trabajo. Estos avances resultaron en el establecimiento de un pacto social entre el capital y el trabajo, en el que el último participa y se beneficia de cada avance en el crecimiento de la productividad. La “década de oro del capitalismo” (los veinte “años gloriosos” de crecimiento económico en el periodo de posguerra), terminó en una crisis de sobreproducción en todo el sistema. Esto tomó forma de un descenso en el ritmo de la tasa de la productividad, combinado con la stagflation (una combinación de alto desempleo y un aumento disparado de los precios de las mercancías), que a su vez redujo la capacidad de consumo de la clase trabajadora, acentuando así la crisis.

			En la década de 1970, vimos una serie de acciones estratégicas y cambios estructurales, asociados con la búsqueda de una salida a la crisis. Esto incluyó el abandono por el capital del pacto social con la clase trabajadora (el acuerdo capital-trabajo), y una serie de medidas adoptadas a nivel de política pública; es decir, a través de la reconfiguración de las fuerzas de clase dentro del Estado, que se tradujo en la formulación de políticas destinadas a reducir la participación de la mano de obra en el producto social (ingresos nacionales). Esta estrategia, la cual constituyó el arma principal utilizada por el capital en su guerra contra la clase obrera, buscaba revertir los avances de la clase trabajadora a lo largo de tres décadas de lucha (Crouch y Pizzorno 1978; Davis 1984). 

			Estas acciones, según algunos relatos, que en la década de 1980 habían asumido la forma de una “contrarrevolución conservadora” a los avances incrementales logrados por la clase trabajadora a lo largo de varias décadas (Rapley 1996), tuvieron cierto éxito, en el sentido de que (al menos en algunos relatos) durante la década dieron lugar a una disminución relativa de la participación de la fuerza de trabajo en los ingresos nacionales —10% en el caso de la mano de obra estadounidense, y hasta 50% o más en el caso de los trabajadores de la periferia latinoamericana del sistema. 

			Otra estrategia para enfrentar la crisis de la década de 1970, fue la redistribución de la renta nacional a favor del capital (con la idea de que este iba a invertirla en negocios productivos). Como un contrapeso a esta medida y para sofocar el fermento revolucionario que se gestaba entre la clase trabajadora, los gobiernos en los estados capitalistas avanzados implementaron una serie de reformas sociales orientadas al bienestar, que tuvieron éxito pero a costo de alimentar otra crisis: una fiscal, que a su vez generaba condiciones políticas para una “contrarrevolución conservadora”, la cual se concretó en medidas encaminadas a solucionar la crisis fiscal atribuida al excesivo poder de mano de trabajo sindicalizado, y a los altos costos de las políticas de bienestar social. Otros resultados de la revolución neoconservadora, fueron el avance de los partidos conservadores en la política electoral (con una política de reducir el déficit de la cuenta pública) y el control de la clase capitalista del aparato estatal, que fue puesto al servicio del capital.

			A nivel global, las medidas que se tomaron para enfrentar la crisis de sobreacumulación en la década de 1970 incluyen:

			
					La estrategia de las empresas multinacionales de desvincular sus operaciones industriales intensivas en mano de obra, para reubicarse más cerca de fuentes de mano de obra más baratas, lo que llevó a una “nueva división internacional del trabajo” (Fröbel, Heinrichs y Kreye 1980).

					La implementación de nuevas tecnologías posfordista, destinadas a reducir los costos laborales de la producción industrial, aumentando la flexibilidad laboral y permitiendo así a los patrones y la administración toda la libertad para contratar, despedir y utilizar la fuerza de trabajo de acuerdo con sus necesidades prácticas (Lipietz 1987).

					La introducción de innovaciones tecnologías, diseñadas para aumentar la productividad de la fuerza de trabajo (progreso tecnológico) —lo que Marx consideró “el camino revolucionario” hacia el desarrollo capitalista, pero que muchos historiadores ven como una cuarta revolución industrial. Esto implicó la conversión tecnológica del aparato productivo mundial, lo que llevó a la CEPAL a pensar en una “transformación productiva” (CEPAL 1996).

			

			En este contexto de crisis, se podría argumentar que toda acción estratégica y cambio estructural contribuyó al avance del capitalismo. Aun así, parece que la combinación de política y otras medidas adoptadas no aumentó la productividad laboral en general, ni compensó la propensión a las crisis. Esto requeriría una serie de “reformas estructurales” en la política neoliberal —globalización, privatización, desregulación, liberalización del flujo de comercio y capital—, mismas que se implementaron en la década de 1980 en el contexto de un nuevo orden mundial, construido para liberar las “fuerzas de la libertad económica” (el mercado, la empresa privada y la libre circulación de capitales) de las restricciones regulatorias del Estado.

			De acuerdo con Bello (2009), el nuevo orden mundial liberará una gran afluencia de capital, tanto en forma de IED como en la expansión de mercados de compraventa de instrumentos financieros, desencadenando así un proceso de financiarización, es decir, flujos de capital ficticios y transacciones que superan con creces el valor de la producción y el comercio mundiales. Sólo un mercado, el de Londres, para especulación sobre el valor de las monedas nacionales, representó en un día un manejo de capital veinte veces mayor que el valor anual del comercio mundial. Según Bello, algunos economistas vieron este proceso de financiarización como otra vía de escape de la propensión a la crisis. Con los bajos rendimientos en la inversión de capital en la industria y la agricultura, debido al exceso de capacidad, se reinvirtieron grandes cantidades de fondos excedentes en el sector financiero, que “se revirtió en sí mismo” con el resultado contradictorio de aumentar dramáticamente la brecha creciente entre una economía financiera hiperactiva y la economía real, lo que ha llevado a una mayor propensión a la crisis o, en los términos empleados por Bello, a una “implosión financiera” (véase también Amin 2013).

			De la crisis financiera global a una crisis sistémica de múltiples dimensiones

			Uno de los resultados de las “reformas estructurales”, implementadas en la década de 1980 bajo el marco institucional del nuevo orden mundial, fue la destrucción de las fuerzas de producción acumuladas en la agricultura y la industria en las periferias del sistema, a lo largo de tres décadas de desarrollo gestionado por el Estado. Otros resultados incluyeron “una década perdida para el desarrollo” (cero crecimientos económicos) en las periferias latinoamericanas, y en la década de 1990 una afluencia masiva de capital, en forma de IED a gran escala, en la adquisición de tierras —acaparamiento de tierras (y, en el contexto de la agricultura y en particular la minería de cielo abierto, el agua), en el discurso de estudios agrarios críticos— y la extracción de recursos naturales, con el propósito de exportarlos en forma primaria (para satisfacer la demanda de estos recursos en los mercados capitalistas).

			La tabla 1 nos ofrece una representación gráfica, aunque esquemática, de este flujo de capital liberado de las restricciones regulatorias del estado de desarrollo. Proporciona un indicador de la magnitud de estos flujos (un aumento de seis veces en el flujo de IED de 1990 a 1996) y su distribución sectorial. Esto incluye una preferencia notable por el capital extractivo (inversiones en la adquisición de tierra y la extracción de recursos naturales), para el periodo correspondiente al auge de los precios de las materias primas (2003-2012). Con el fin de esta dinámica, que corresponde más o menos al fin del periodo de crecimiento económico de los países involucrados en el ciclo progresivo —por ejemplo, el PIB regional sufrió un descenso abrupto de 6.3% en 2010 (4.7% en 2011) a 1.1% en 2014, y apenas 0.9% en 2019—,10 el avance del capital extractivo en la región perdió su dinamismo, lo que se ve claramente en la tabla.

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Tabla 1. Distribución porcentual de la IED 
por sector en América Latina

						
					

					
							
							
							2000

						
							
							2002

						
							
							2004

						
							
							2006

						
							
							2008

						
							
							2009-2013

						
							
							2014

						
							
							2016

						
							
							2018

						
					

					
							
							Recursos

						
							
							10

						
							
							12

						
							
							12

						
							
							12

						
							
							30

						
							
							36

						
							
							22

						
							
							18

						
							
							16

						
					

					
							
							Manufacturas

						
							
							25

						
							
							38

						
							
							38

						
							
							36

						
							
							22

						
							
							23

						
							
							34

						
							
							29

						
							
							48

						
					

					
							
							Servicios

						
							
							60

						
							
							11

						
							
							46

						
							
							51

						
							
							47

						
							
							40

						
							
							44

						
							
							53

						
							
							35

						
					

				
			

			Fuente: Arellano (2010) para 2000-2008; CEPAL (2016) para 2014; CEPAL (2019) para 2009-2013, 2016 y 2018.

			En el contexto del nuevo milenio, la preferencia del capital en búsqueda de beneficios para las inversiones en recursos naturales sobre las oportunidades económicas que ofrecen los servicios y la manufactura, creó una situación completamente nueva para el desarrollo en la periferia latinoamericana. Respecto a las dinámicas de esta nueva geoeconomía de capital, véase la discusión en el capítulo 2 y el resumen del debate a continuación.

			Otro avance en el “desarrollo” asociado con la construcción del orden mundial neoliberal, fue una tendencia hacia la financiarización, que se refleja en una disyuntiva y desconexión entre la economía real (basada en las actividades productivas de diferentes clases de actores económicos y la inversión de capital industrial), y una superestructura financiera basada en gran medida en la base del capital financiero ficticio, el capital circulando en los mercados monetarios e invertido en diversos instrumentos financieros, contratos futuros de materias primas, etc. Las dos décadas siguientes de los años ochenta, esta desconexión se reflejó en el mayor alcance, poder y hegemonía del capital financiero, y el surgimiento (en los años de 1980 y 1990) de un ciclo de crisis financieras, que culminó con la llamada crisis financiera global (Foster y Magdoff 2009; Konings 2010). 

			La anatomía de una crisis sistémica 

			Con el advenimiento del nuevo milenio, la propensión del capitalismo hacia la crisis amenazaba con engullir todo el sistema en forma de lo que algunos han llamado capitalismo de desastre; otros una crisis global planetaria o civilizatoria. Amin escribía sobre una inminente “implosión financiera”. Respecto de esta caracterización y diagnóstico sobre el alcance y la profundidad, así como las dimensiones potencialmente catastróficas de una crisis sistémica global, existe un consenso. Sin embargo, no existe uno con respecto a la naturaleza y las causas fundamentales de la crisis. Por un lado, se ubican los que ven la crisis como el resultado inevitable de la dinámica fundamental del desarrollo capitalista de las fuerzas de producción; dinámicas que algunos remontan al siglo XIX, otros al siglo XV, es decir, a los inicios de un periodo largo de colonialismo europeo dominado por la apropiación y expropiación de tierras, la formación de un sistema racializado de esclavitud, explotación de trabajo forzado y expansión del comercio internacional en condiciones de capital mercantil, desarrollo desigual e imperialismo.11 

			Por otro lado, se encuentran también aquellos que ven la crisis como el resultado de una intervención humana a gran escala y acelerada en los procesos naturales del planeta, asociados con lo que se ha descrito como una nueva época geológica: el Antropoceno. Un diagnóstico crítico de la crisis global con la noción del Antropoceno, nos desafía a pensar en el problema socioecológico en términos de la idea de que la humanidad enfrenta una crisis de proporciones globales e impredecibles; ya sea según un grupo de científicos climáticos de la Universidad de Leicester, la University College de Londres y el Servicio de Servicio Geológico Británico, bajo el liderazgo de Jan Zalaslewicz (Svampa 2019, 104-107) en la década de 1950; o según el historiador marxista J. W. Moore (2017), quien sostiene que, hace unos quinientos años, la humanidad cruzó ese umbral. Es una crisis del antropos, entendida esta, en términos genéricos, por su capacidad para poner en riego el sistema de soporte vital. 

			Muchos defensores de la idea de un Antropoceno (una época que refleja un cambio decisivo en la relación sociedad-naturaleza, donde la primera domina a la segunda), sitúan los finales del siglo XVIII como el comienzo de la Revolución Industrial y el proyecto de subyugar la naturaleza para lograr el progreso económico de la humanidad; esto incluye a Crutzen, a quien se le atribuye esta noción del Antropeceno. Otros analistas (por ejemplo, Moore 2016), al pensar en una “ruptura metabólica”, prefieren el concepto de Capitaloceno para analizar las contradicciones del sistema capitalista con la naturaleza.12 Con esta perspectiva, es el capitalismo —el incesante impulso de acumular— y no la intervención humana el que tiene la culpa por la crisis ecológica y la degradación del mundo natural. Los analistas de una “ruptura metabólica” enfatizan el riesgo de una crisis ecológica, en la medida en que los actores económicos y políticos dominantes siguen promoviendo modelos de desarrollo insostenibles, que amenazan no sólo la vida humana, sino también la de otras especies y del sistema de la Tierra en su conjunto. En consecuencia, como diagnóstico crítico, el enfoque en el Antropoceno cuestiona la lógica de la acumulación incesante y el crecimiento económico, basado no tanto en la explotación del trabajo, sino en una explotación intensiva de la naturaleza hasta el punto de empujar el sistema más allá de sus límites de su capacidad de carga. 

			La segunda narrativa sobre la naturaleza de la crisis global, se basa en la dinámica de crisis del capitalismo, misma que se origina y se puede remontar a aquellas contradicciones que son endémicas del sistema. Existe un debate en curso sobre la naturaleza de estas contradicciones (véase Foster 2002), pero también existe el consenso de lo que implica tanto el proceso de desarrollo capitalista (el impulso a la acumulación como la mercantilización de todos los factores de producción) como la base ecológica del sistema capitalista mundial. El enfoque de muchos estudios sobre la economía política y la ecología del desarrollo capitalista, ha sido parte de lo que el economista e historiador neomarxista Piketty (2014) ha nominado como la contradicción fundamental del capitalismo. En otros términos, es una propensión al desarrollo desigual de las fuerzas de producción y las disparidades sociales en la mala distribución de la riqueza y los ingresos, cuyas condiciones pueden trazarse a nivel de las relaciones internacionales y dentro de los países tanto en el centro del sistema como en las periferias.13 El Informe sobre desigualdad global de Oxfam (2020), por ejemplo, deja claro que la desigualdad económica, habiendo alcanzado proporciones de crisis globales en condiciones de una crisis multidimensional, está fuera de control. Basta sólo un dato: en 2019, los multimillonarios del mundo, apenas 2 153 personas, contaban con más riqueza que 4.600 millones de personas.14

			Estudios recientes han documentado estas dimensiones de las crisis y el rol de la globalización neoliberal —es decir, de las políticas exigidas por el Consenso de Washington sobre las virtudes del capitalismo de libre mercado—, en acelerar una tendencia sistémica hacia una desigualdad vertiginosa, la profundización de la pobreza y la concentración de los ingresos y la riqueza.15 Según Oxfam (2018), la tendencia hacia el aumento de las desigualdades sociales ha avanzado hasta el punto de que en 2018 sólo 42 personas poseían la misma riqueza que 3.700 millones de personas en el sistema mundial, con el 1% más rico apropiándose de hasta el 90% de toda la riqueza generada en las últimas dos décadas.

			En el contexto latinoamericano, varios estudios inspirados en la obra de Piketty (por ejemplo, Kessler 2016) concluyeron que en los casos típicos de Argentina, Brasil, Chile y Colombia, el 1% más rico de la población se apropió del 23% al 30% del ingreso nacional generado entre 2006 y 2012; esto sucedió en pleno apogeo del auge de los bienes de consumo y el coincidente ciclo progresista. Además, este mismo y otros estudios (por ejemplo, Svampa 2019) concluyen que el éxito —atribuido a los gobiernos formados en el ciclo progresista— para lograr una reducción de la tasa de pobreza, mediante una política de transferencia monetaria condicionada a los pobres y una estrategia neoextractivista, no corresponde a una reducción de las desigualdades en la distribución de la riqueza, ni de la tierra, ni de los ingresos. A este nivel (la estructura de la desigualdad social) persiste el “predicamento de la desigualdad” y la pobreza, y la región sigue siendo la más desigual del mundo, con las manifestaciones correspondientes de una propensión hacia una aguda crisis social.

			En el otro extremo de la concentración global de la riqueza y la distribución del ingreso, se estima que, a pesar del rápido crecimiento económico en algunas macrorregiones y la multiplicidad de esfuerzos en las últimas dos décadas en la guerra contra la pobreza mundial, entre 950 millones y 1 300 millones de personas todavía viven en condiciones de pobreza extrema a nivel mundial; es decir, con menos de un dólar al día y, por lo tanto, son incapaces de satisfacer sus necesidades humanas básicas. Esto significa que casi 800 millones de personas no reciben suficiente comida, y alrededor de 500 millones de personas están crónicamente desnutridas, evidenciando así una crisis social de proporciones globales. De hecho, más de un tercio de los niños del mundo están desnutridos; más de 840 millones de adultos son analfabetos, de los cuales 538 millones son mujeres; y 1 200 millones de personas viven sin acceso a agua potable. 

			Estos son algunos de los hechos básicos y cifras relacionados con lo que Piketty denomina como la “contradicción central del capitalismo”: la desigualdad, lo que se manifiesta no sólo en la dinámica del desarrollo desigual en las relaciones norte-sur y una mala distribución de la riqueza y los ingresos, sino también en desigualdades ambientales; es decir, en asimetrías en el poder de disponer y beneficiarse de recursos que son esenciales tanto para la producción económica como para la vida humana. Incluso los recursos naturales, como el agua, el suelo y la energía que forman parte de los bienes comunes globales pero bajo el capitalismo, se mercantilizan y se transforman en mercancía. Además, aparte de estas desigualdades sociales y ambientales, tenemos las asimetrías de poder relacionadas con el deterioro ambiental causado por las operaciones destructivas del capital extractivo. En el caso del extractivismo en la gran minería a cielo abierto, se trata de ambas dimensiones de la desigualdad: la social y del medioambiente. La extracción de recursos naturales implica tecnologías y métodos que provocan graves daños a la naturaleza: el uso de grandes cantidades de agua, la contaminación con productos químicos, la quema de hidrocarburos que emiten dióxido de carbono, etc. Además, debido a la probabilidad de derrames de gas y petróleo, se encuentran los daños ambientales asociados con el transporte de petróleo desde sitios de extracción a mercados distantes a través de oleoductos, que representan una amenaza para las comunidades locales y el medioambiente. 

			La coyuntura actual de crisis en América Latina

			América Latina, en el proceso actual de desarrollo capitalista, se encuentra sumergida en una vorágine de fuerzas de cambio social, generadas por la interacción coyuntural de diversas dinámicas de una crisis multifacética. Estas dinámicas en mayor parte preexistieron a la emergencia del covid-19, pero la pandemia ha agravado las condiciones de estas crisis y ha desnudado las contradicciones del sistema como la desigualdad. 

			Esta condición no se le puede atribuir solamente al capitalismo, al funcionamiento normal del sistema. Es una condición enraizada en una historia de quinientos años de explotación imperialista, un legado del periodo colonial que se manifiesta en la alta concentración de tierras, medios de producción y poder político. Las desigualdades de estos tiempos, en la forma de dos mundos superpuestos, se extendieron y profundizaron en el siguiente periodo liberal clásico, a través de la minería y la agricultura a fines del siglo XIX y principios del XX. A pesar de los importantes aumentos en el crecimiento económico y la industrialización, durante la siguiente etapa de desarrollo capitalista —conocido como el desarrollismo, es decir, capitalismo promovido por el Estado en forma de industrialización por sustitución de importaciones—, la estructura de la desigualdad empeoró aún más. Para las décadas de 1950 a 1970 —la época del estado desarrollista—, la desigualdad, medida por la distribución del ingreso per cápita a través del coeficiente Gini, era la peor del mundo, con un rango de 0.47 a 0.65 (Cornia 2014, 5). Hay que tomar en cuenta que tales medidas de ingreso excluyen la riqueza y subestiman la multidimensionalidad de la desigualdad. Diariamente, señala Gootenberg (2010, 1), “los latinoamericanos viven y ven estas disparidades en la manera en que hacen política, construyen espacios urbanos, trabajan la tierra, se unen a movimientos sociales nuevos y antiguos, experimentan el crimen y el estrés medioambiental, y ganan acceso a recursos educativos, nutricionales, sanitarios, legales, culturales y mediáticos”.

			A partir de los años ochenta, la reestructuración neoliberal se extendió por la región en medio de hiperinflación y crisis de deuda, liberalizando el comercio internacional y la inversión, privatizando empresas públicas y reduciendo el gasto social. Esto fue, particularmente en sus etapas iniciales, una transición violenta y autoritaria. “Con algunas excepciones importantes”, señala el historiador Grandin (2004, 14), en toda América Latina “el terror preventivo y punitivo orquestado por el Estado y la élite fue clave para marcar el comienzo del neoliberalismo”. El cataclismo de la contrarreforma neoliberal en la década de los años ochenta del siglo pasado, subraya Grandin, “tuvo tanto que ver con la destrucción de los movimientos de masas como con el surgimiento de nuevas élites financieras invertidas en los mercados mundiales”. 

			Estas políticas económicas tuvieron consecuencias negativas para la pobreza y la desigualdad, empeorando aún más la región más desigual del mundo en todos los aspectos. Las tasas de pobreza aumentaron del 40.5% de la población en 1980 al 44% en 2002. En términos absolutos, esto se tradujo en un aumento de 84 millones de personas pobres, de 136 millones en 1980 a 220 millones en 2002 (Boltvinik y Araceli 2006, 145). El índice Gini regional promedio se elevó hacia el cielo a lo largo de esas décadas, aumentando en 2.2 puntos durante los años ochenta, 1.7 puntos durante la década de los noventa y otros 1.2 puntos durante la recesión regional de 2001-2002, lo que da un total de 5.1 puntos durante el periodo neoliberal ortodoxo (Cornia 2014, 25). Los salarios industriales reales disminuyeron, la informalización del mundo del trabajo se expandió y los programas de seguridad social ya insuficientes se redujeron drásticamente, generando las enormes disparidades y desigualdades sistémicas iluminadas por la pandemia del coronavirus. Efectivamente, la pandemia entró en una región que ha sido azotada por una serie de crisis preexistentes —económicas, políticas, sociales y ecológicas—, así como una oleada de rebeliones populares en contra de las fuerzas de desarrollo capitalista. 

			En este contexto de crisis exacerbada por la pandemia del covid-19, la condición social de la población en América Latina, que ha experimentado un deterioro apreciable desde el fin del ciclo progresista, se ha tornado aún más grave. Por un lado, se han revertido las mejoras significativas logradas por los gobiernos progresivos en la tasa de pobreza y en las desigualdades en la distribución del ingreso. En mayo de 2020, la CEPAL publicó una proyección de los aumentos esperados de la pobreza en 2020, sobre la base de su cálculo conservador de lo que constituye la pobreza. El informe sugiere que habrá 28.7 millones de personas más pobres y 15.9 millones más de personas extremadamente pobres en la región para fines del mismo año. Sumado al número existente de personas empobrecidas y extremadamente empobrecidas, la cifra total proyectada de personas pobres para fines de 2020 es de 214.7 millones, o el 34.7% de la población de la región, y un total de 83.4 millones de personas en pobreza extrema.

			La única excepción a esta situación, a pesar del desplome de los precios de las materias primas en los mercados capitalistas y de los importantes avances del coronavirus, es Bolivia. Hasta el golpe de Estado que siguió a Evo Morales y su régimen progresista (en noviembre de 2019), Bolivia sigue registrando una tendencia hacia el crecimiento económico. En 2013, cuando la economía de Brasil había colapsado con una tasa cero de crecimiento, Bolivia experimentó una tasa de crecimiento de 6.8%, a pesar del descenso en los precios de los bienes de consumo desde abril de 2011, con los precios del estaño en 2013 cayendo 14% y la plata 28%. En este contexto, las fuerzas de la extrema derecha no podían, como en los casos de Argentina y Brasil, tomar provecho del colapso del ciclo de alto crecimiento económico para lograr un cambio de régimen. En Ecuador, el fin del ciclo progresista no dependía ni del colapso del auge de las materias primas, ni de un golpe organizado por una alianza entre élites económicas, extremistas cristianos y fuerzas de seguridad, como las que depusieron a Evo Morales. El fin del ciclo progresista y el regreso de la derecha neoliberal, fue producto de una traición de un militante de Alianza País (AP), el movimiento político de Rafael Correa.

			Para agravar la situación de crisis económica, en países gobernados por un régimen progresista, provocada por el colapso del ciclo de altos precios de las materias primas, se sumaron los impactos desastrosos y mortales del coronavirus, y las continuas contradicciones ecológicas del capitalismo extractivo. Esta situación no se limitó a los regímenes progresistas de América del Sur. Estas condiciones se pueden encontrar con variaciones en toda la región y, de hecho, en todo el mundo. Como ha señalado Wallace (2020), las transformaciones estructurales en los sectores extractivos, como la agroindustria en todo el mundo y los patrones asociados de hiperdeforestación planetaria, etc., están profundamente asociados con los orígenes del covid-19 y las posibles amenazas virales futuras de una variedad similar. 

			No es por casualidad que, dentro de la dinámica del capitalismo mundial, algunas de las luchas sociales y conflictos más vigorosos de América Latina se han exacerbado, durante los últimos años, en aquellos sectores que expresan las manifestaciones regionales particulares de los avances del capital extractivo en el proceso de desarrollo —la agroindustria monocultivo y la extracción de petróleo, gas natural, minerales y metales. Tales campos de batalla, tanto en América Latina como en las otras regiones del sistema mundial capitalista, están asumiendo dimensiones novedosas en este contexto de crisis.

			Conclusión

			¿Qué podemos concluir de nuestra revisión esquemática de la dinámica actual de crisis del desarrollo capitalista en el contexto regional? En primer lugar, debemos distinguir más claramente entre la dinámica de la era geológica actual (el Antropoceno), en el que la actividad humana ha sido, sin duda, la influencia dominante en la crisis climática, y la dinámica contemporánea del desarrollo capitalista, para entender el impacto destructivo del capitalismo extractivo sobre el medioambiente, y los modos de vivir en las comunidades indígenas y agrícolas, que se encuentran en la frontera extractiva que se expande rápidamente en los márgenes y periferias del sistema capitalista mundial. La razón de esto es que las fuerzas contrahegemónicas, cuyas condiciones (desarrollo y resistencia) son generadas por la dinámica de las crisis del sistema, requieren no sólo una acumulación y concentración de condiciones objetivas (fuerzas de desarrollo capitalista), sino también humanas o agencia social, fuerzas de resistencia al avance del capital y sus impactos destructivos. Esto se trata en el capítulo 6 de este libro.

			Como sostienen Barkin y Sánchez (2017), en el contexto latinoamericano, las fuerzas de resistencia están vinculadas a la dinámica del desarrollo capitalista en coyunturas específicas y situaciones concretas de lucha activa: una lucha de clases por la tierra y el trabajo y, en el contexto actual, el activismo comunitario en la frontera extractiva. Antes de entrar en el tema, se puede postular, como argumentó Marx, en un contexto histórico diferente, que cada ciclo en el desarrollo capitalista de las fuerzas productivas y cada avance del capital en el proceso de desarrollo, genera fuerzas de resistencia que se pueden movilizar a la derecha o a la izquierda por movimientos sociales que encarnan estas fuerzas. 

			La dinámica contemporánea del desarrollo capitalista en la frontera extractiva y el ciclo correspondiente de resistencia en América Latina, proporcionan bastante evidencia sobre esta obviedad. El problema es determinar el resultado de esta correlación de las fuerzas de clase: las fuerzas del desarrollo capitalista que empujan en una dirección (la crisis y el daño ambiental), y las fuerzas de la resistencia, que empujan en una dirección posneoliberal o de posdesarrollo capitalista, así como la esquiva búsqueda de justicia social y ambiental; pero esto no se puede determinar teóricamente, requiere una mirada más cercana a la evidencia empírica y más investigación desde una perspectiva crítica o alternativa de desarrollo.

			

			
				
					6	En este libro, los términos capitalismo y desarrollo pueden ser considerados casi sinónimos. El concepto de desarrollo implica no sólo un proyecto (de mejorar la condición social de la población), sino un proceso, que se refiere al sistema utilizado para el desarrollo de las fuerzas de la producción. De ahí se desprende el concepto central para esta investigación: desarrollo capitalista o simplemente desarrollo.

				

				
					7	Sobre el concepto de extractivismo y los debates en el contexto latinoamericano, véase Gudynas (2015) y Svampa (2019). La estrategia extractivista dominó la política pública de los gobiernos latinoamericanos durante todo el periodo del dominio colonial, desde el siglo XV hasta el XIX, pero la estrategia en ese momento se basaba en la explotación imperialista o el pillaje y saqueo más que en el capitalismo. Esta estrategia se llama “el extractivismo imperialista”. El extractivismo también definió la estrategia macroeconómica, que siguieron los gobiernos latinoamericanos, o les impusieron, en la época posterior del capitalismo industrial, que Lenin denominó como “imperialismo, la fase más avanzada de capitalismo”. 

				

				
					8	Estas son las tres contradicciones que se analizan en este trabajo, aunque Harvey (2014) considera que hay hasta diecisiete del sistema capitalista.

				

				
					9	Existe una abundante literatura sobre las dimensiones económicas y ecológicas de la crisis global del sistema, pero Edgardo Lander (profesor jubilado de la Universidad Central de Venezuela), con referencia al proceso del desarrollo capitalista en América Latina, habla también de una “crisis terminal civilizatoria de la modernidad colonial” (Lander 2019).

				

				
					10	Al respecto, véase a Garry y Moreno (2015).

				

				
					11	Estrictamente hablando, la riqueza, predominantemente en oro y plata, extraída en el proceso colonial europeo no fue para acumular capital. Más bien fue para enriquecer a una clase de comerciantes en un proceso de comercio internacional y, más importante aún, para financiar los gastos y los déficits fiscales de la monarquía y los Estados, y para financiar sus guerras y operaciones militares. Por ejemplo, entre los años 20 y 50 del siglo XVI, se incrementó en siete veces la renta, que fue apropiada por el emperador del Sacro Imperio Romano Germánico, en forma de impuestos al comercio de plata extraída de México y Perú. En este contexto, podemos hablar de imperialismo extractivista, no de capitalismo extractivista.

				

				
					12	Sobre esto, véase Tetreault (2013).

				

				
					13	Sobre estas desigualdades, véanse a CEPAL (2010), Milanovic y Yitzhaki (2002) y Piketty (2014).

				

				
					14	En el otro extremo de esta división de riqueza e ingresos, tenemos a escala global una expansión de la pobreza y el desempleo, la inseguridad alimentaria, el hambre, las enfermedades pulmonares y respiratorias, condiciones agravadas por la pandemia del covid-19.

				

				
					15	El PNUD, en un informe publicado en 2010, hizo una clara conexión entre la problemática de la desigualdad y la pobreza, por un lado, y la agenda política, por otro. Según el informe, existe una “correspondencia directa entre el avance de la globalización, el neoliberalismo y el avance de la desigualdad social en la pobreza, la inequidad social”. Concluye que “las contradicciones más explosivas […] se dan porque el avance de la globalización [neoliberal] marcha de la mano con el avance de la pobreza y la polarización sociales” (PNUD 2010, xv).

				

			

		

	
		
			Capítulo 2. La nueva geoeconomía del capital

			Los modelos económicos basados en la extracción de recursos naturales (extractivismo), o lo que algunos economistas describen como “industrias extractivas”,16 han sido objeto de controversia y fuente de conflicto entre los Estados, las corporaciones transnacionales, las comunidades y el movimiento laboral desde las primeras décadas del siglo XX, e incluso con antelación. De hecho, se ha argumentado que el extractivismo17 es una forma de acumulación que preexistió al capitalismo industrial, un sistema basado en la explotación del trabajo. Desde esta perspectiva —definiendo el capitalismo en términos de un modo de producción de mercancías con su base en la relación capital-trabajo—, el capitalismo, como lo entendemos, es un sistema que funciona para expandir las fuerzas de la producción (el desarrollo capitalista). Como tal ha tenido una historia relativamente corta que se remonta al siglo XIX, cuando se construyeron los pilares fundamentales del sistema.

			En el mismo sentido, se entiende por “extractivismo” el desarrollo desigual entre las economías formadas en la periferia y las del centro del sistema mundial; estructura caracterizada por una división internacional en la forma de intercambio de materias primas por productos industrializados. Esta organización de relaciones internacionales tiene su origen en la fase de desarrollo capitalista, caracterizada por Lenin como “imperialismo” (1875-1914). Pero en el contexto del siglo XXI, que incluyó un auge en los precios de las materias primas, los países de la periferia latinoamericana profundizaron su dependencia de los sectores extractivos de la economía. La concentración de las exportaciones y de los ingresos fiscales en los sectores extractivos (principalmente la minería y los hidrocarburos), condujeron a una reprimarización de las economías en la región. Esta reprimarización, junto con las otras dimensiones del extractivismo, y los avances de capital extractivo en el proceso de desarrollo, conllevaron a problemas que afectarían el desarrollo económico y social en el largo plazo de los países en la región.

			Este capítulo proporciona un breve análisis de la dinámica asociada con esta problemática, en el contexto de una controversia y debates sobre el advenimiento y la construcción de un “nuevo orden mundial” (de la globalización neoliberal), como marco institucional y forma de gobernanza que permite y promueve la acumulación de capital a escala mundial. Uno de estos debates tiene que ver con el concepto de neoextractivismo, presentado por sus defensores como un nuevo modelo de acumulación y una manera de entender el desarrollo con base en el activismo del Estado (Gudynas 2009). La preocupación central del capítulo puede ser descrita en términos de la nueva geoeconomía de capital, que incluye los avances y dinámicas del capital extractivo —es decir, el capital invertido en la extracción y exportación de recursos naturales en forma primaria. Detrás de esta cuestión, que es esencialmente teórica y política, subyace una preocupación más práctica y existencial relacionada con las comunidades indígenas y no indígenas, que están directamente en la “línea de fuego” del capital extractivo en el marco del proceso de desarrollo capitalista de las fuerzas productivas.

			El argumento se organiza de la siguiente manera. Primero, se esclarece el concepto de extractivismo, con especial referencia al modelo económico utilizado por los gobiernos posneoliberales constituídos en el contexto de un “ciclo progresista” o de una “marea rosada” (Barrett, Chávez y Rodríguez 2008; Gaudichaud 2016). Este “modelo progresista” muestra una contradicción fundamental entre su proyecto de desarrollo18 y el funcionamiento del sistema capitalista. A continuación, se delinean las principales características de lo que se puede describir como la nueva geoeconomía del capital en la región, con énfasis en la dinámica del cambio social asociado con la última fase del desarrollo capitalista en América Latina. El capítulo se centra entonces en la dinámica regional del agroextractivismo: la extracción de recursos naturales en forma de productos agroalimenticios y agrocombustibles para el mercado global. Aunque en términos de la escala y el volumen de capital desplegado, la agroextracción no tiene el mismo peso en la economía mundial que la extracción de hidrocarburos, minerales industriales y metales, el cultivo de los productos agroalimentarios y agrocombustibles para la exportación en forma primaria (con escaso o ningún procesamiento), ha inducido nuevas dinámicas de cambio agrario y desarrollo rural en la región. Estas dinámicas han dado un nuevo significado a lo que se entiende y se presenta en el discurso de los estudios agrarios críticos como la “cuestión agraria”, que sigue estando en el centro del debate sobre el proceso de desarrollo capitalista (esta cuestión se discute en más detalle en el capítulo 4). Por último, el capítulo aborda brevemente la cuestión de las respuestas estratégicas al avance del capital extractivo y sus impactos destructivos, por parte de las clases sociales, las comunidades y los movimientos socioambientales en el sector popular.

			Extractivismo en la era colonial

			En la actualidad, los debates sobre los extractivismos se centran en la dinámica del desarrollo capitalista. Sin embargo, los extractivismos en la región —en el continente de América, para ser preciso— anticiparon por unos trescientos años el adviento de capitalismo extractivista. El extractivismo o, siguiendo a Gudynas, los extractivismos, tiene sus orígenes en la era colonial del capital mercantil y la explotación imperialista. Las condiciones de esta explotación incluyen la virtual exterminación de cientos de millones indígenas, una población que se redujo de más de 100 millones en el umbral de la época colonial a unos 50 millones en la actualidad.

			Aunque la explotación imperialista, la gobernanza colonial y la proyección del poder del Estado preexistieron por unos tres siglos (1500-1800) a la formación del capitalismo, como lo entendemos hoy, esta sí condujo a la acumulación de capital mercantil, que, como la apropiación de la riqueza de recursos naturales en forma de oro y plata, así como los productos agroalimentarios de las plantaciones (azúcar, ron y algodón) extraídos en condiciones de dominio colonial y explotación imperialista, era un ingrediente esencial para el desarrollo del capitalismo en el siglo XIX. Pero lo que el capitalismo requería, según Marx, además de la acumulación de capital en forma de riqueza natural y dinero, era la formación de un proletariado desposeído de sus medios de producción. Marx describió los inicios de este proceso como la acumulación primitiva (u original). Según él, este proceso resultaría en la proletarización o la “multiplicación del proletariado” (una clase desposeída de su propiedad sobre los medios de producción y que, por tanto, sólo posee su fuerza de trabajo), en un proceso de transformación productiva y social.

			Marx teorizó el proceso de desarrollo resultante en términos de la Ley General de Acumulación de Capital, que especificaba una doble tendencia, por un lado, hacia la centralización y concentración del capital; y, por el otro, hacia la transformación de una economía basada en la agricultura y una cultura comunal en el contexto de relaciones de producción precapitalistas (una economía campesina), en un sistema industrial moderno basado en la relación capital-trabajo. El funcionamiento de esta ley se puede rastrear en diversos contextos históricos y regionales, en la periferia de lo que evolucionaría en un sistema capitalista mundial, alimentada por un proceso de emigración rural y la formación de un “ejército de reserva industrial” de trabajo agrícola excedente.

			Desde una perspectiva general de economía del desarrollo, articulada más claramente por el economista Arthur Lewis, el desarrollo capitalista de la agricultura, logrado por medio de la explotación de esta fuerza de trabajo, funcionó como una palanca de acumulación de capital industrial.

			Hasta la década de 1980, y la instauración de un nuevo orden mundial basado en una creencia fundamental en las virtudes del capitalismo de libre mercado, el proceso de desarrollo avanzó, más o menos, como lo concibieron Arthur Lewis y Marx. Pero el único aspecto de este proceso de desarrollo que Marx anticipó claramente —aunque ni él ni Lewis lo teorizaron—, tiene que ver con la dinámica globalizadora del capitalismo y su evolución como sistema mundial con un centro y una periferia, y la construcción de un sistema internacional. Se estableció con ello una división del trabajo que conduciría a un desarrollo desigual de las fuerzas de producción y, según André Gunder Frank, entre otros teóricos de la dependencia o del sistema mundial, el subdesarrollo basado en la sobreexplotación de la clase trabajadora y los productores directos en la periferia. 

			El desarrollo capitalista en la época neoliberal: sus dinámicas en tres ciclos 

			Un principio fundamental de la economía política marxista, es que todos los avances del capital en el desarrollo de las fuerzas productivas conllevan a contrapelo fuerzas de cambio, encaminadas a la transformación de las relaciones de producción y la formación de fuerzas de resistencia, que tienden a asumir la forma de una lucha de clases. Con este referente podemos identificar varias fases en el desarrollo capitalista en América Latina durante el periodo de posguerra, cada una en la forma de un ciclo de desarrollo y de la resistencia correspondiente.

			En el primer periodo de posguerra (los años cincuenta a setenta), el “desarrollo” tenía su base en la explotación de las reservas ilimitadas de fuerza de trabajo, movilizadas por el desarrollo capitalista en la agricultura. En este ciclo, el desarrollo y el avance del capital dependía de la agencia del estado desarrollista. En cuanto a las fuerzas de resistencia, estas tomaron la forma principal de una lucha por el trabajo (mejoramiento del salario y de las condiciones de trabajo) y por la tierra, con la agencia del activismo del movimiento laboral en las ciudades, y, en el campo, del activismo revolucionario de los movimientos sociales enarbolados por los campesinos y los sin tierra. Para fines de los años setenta, la resistencia y los movimientos relacionados con ella fueron destruidos o desarticulados.

			En los años ochenta, atestiguamos una nueva fase en el desarrollo capitalista y un gran avance del capital, aunque limitado por el desarrollo de las fuerzas productivas que, en la periferia del sistema, fueron restringidos y dependientes. Este avance fue facilitado por la institucionalidad de un nuevo orden mundial, construido con el objetivo de liberar las fuerzas de libertad económica de las regulaciones restrictivas del estado desarrollista. El mecanismo de este avance fue una política de ajuste (reformas estructurales), subordinada a los requisitos del nuevo orden mundial. Estas “reformas” y “ajustes” incluyeron 1) la apertura a la economía mundial e integración al sistema capitalista (la globalización); 2) la privatización de los grandes medios de producción y las empresas económicas; 3) la desregulación de los mercados capitalistas; 4) la liberalización de los flujos de capital y el comercio internacional; y 5) la descentralización y participación popular o social en la gobernanza —institucionalizada, en el caso de Bolivia, en términos legislativos o jurídicos.

			En los años noventa, gracias a la política neoliberal puesta en práctica por unos cuantos gobiernos en la región, se produjo una afluencia de capital en la forma de empresas capitalistas multinacionales y sus inversiones directas. En América Latina, este capital buscaba ganancias y oportunidades, relacionadas con la extracción de recursos naturales para la exportación en forma primaria —lo que se denota como extractivismo.

			Las fuerzas de la resistencia que corresponden a este ciclo, tomaron la forma de movimientos sociales, dirigidos en contra de la política económica de los regímenes neoliberales formados en esta coyuntura —movimientos cuya base se encontraba en el campesinado, las comunidades indígenas y en un vasto semiproletariado de trabajadores rurales sin o con poca tierra. El activismo de estos movimientos hacia finales de la década de los 90, resultó en un desencanto generalizado y un fuerte rechazo a la política neoliberal como doctrina y modelo económico (por ser excluyente), generando así las condiciones necesarias para la emergencia de un nuevo ciclo de desarrollo y resistencia —y de un posterior ciclo progresista en la política, basado en el activismo estatal inclusivo (véase el capítulo 3).

			La nueva geoeconomía de capital

			El argumento central de este capítulo es que la fase actual en el desarrollo capitalista de las fuerzas productivas, está asociada con el avance del capital extractivo, relacionado con el despliegue del capital industrial, y que las operaciones de este capital, en la periferia latinoamericana del sistema mundial, han introducido una nueva dinámica de desarrollo, con implicaciones negativas tanto para el medioambiente como para los modos de vivir de las comunidades directamente afectadas por estas operaciones. Más concretamente, se argumenta que los avances del capital en el sector agrícola han transformado el paisaje rural, alterando las relaciones sociales de la producción y del poder, amenazando o cerrando el acceso a la población rural, principalmente a los pequeños agricultores y los pueblos indígenas, a los bienes comunes, como la tierra, el agua, las vías fluviales y el bosque con sus recursos forestales, y poniendo en riesgo no sólo el modo de vivir campesino y de las comunidades rurales, sino la existencia y cultura ancestral de las pueblos indígenas. Sin embargo, como en todas las fases en la evolución del capitalismo, estas dinámicas han desatado una ola de protestas y han generado poderosas fuerzas de resistencia, cuyas dinámicas contribuyen a dar forma a la trayectoria del cambio social en la región.

			En el discurso teórico y político sobre el extractivismo —o el neoextractivismo, con referencia al modelo utilizado por los regímenes “progresistas” de centroizquierda en la primera década del nuevo milenio—, se trata de una estrategia de desarrollo nacional, que depende de la IED en la adquisición de tierras y en la extracción de recursos naturales, como también en la exportación de estos recursos en forma primaria. Esta estrategia extractivista no es nueva para América Latina. En los años sesenta fue objeto de una crítica lanzada desde la perspectiva de la “teoría de la dependencia”, que atribuyó el atraso en las dinámicas de desarrollo a una estructura económica, en la cual los países de la periferia exportaban mercancías en forma primaria a cambio de la importación de bienes industrializados fabricados en el centro del sistema (Borón 2008; Dos Santos 2003).

			Basados en esta teoría, varios países de la región iniciaron en los años sesenta y setenta una política de industrialización por sustitución de importaciones, fundamentada en la regulación del capital y la protección de las empresas y productores nacionales. Sin embargo, con la instalación de un nuevo orden mundial, constituido por un programa de reformas estructurales en la macroeconomía (la globalización neoliberal) en la década de 1980, se desencadenó una dinámica contraria, que dio lugar a una mayor dependencia. La tabla 2 nos proporciona una representación gráfica de este proceso, lo que podría describirse no sólo en términos de una nueva dependencia, sino como la nueva geoeconomía de capital basada en la expansión del capital extractivo en la región.

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Tabla 2. Exportaciones de productos primarios (porcentaje del total de las exportaciones)
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							2002

						
							
							2004
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							2010

						
							
							2012
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							2016

						
					

					
							
							Argentina

						
							
							67.5

						
							
							69.5

						
							
							71.2

						
							
							68.2

						
							
							69.2

						
							
							67.8

						
							
							67.9

						
							
							67.9
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							Bolivia
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							Brasil

						
							
							42.0
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							Colombia

						
							
							65.9

						
							
							62.2
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							74.5

						
					

					
							
							Ecuador
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							Paraguay
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							Uruguay
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							Venezuela
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			Fuente: CEPAL (2012 y 2016); para las estadísticas de 2014, CEPAL (2015, 102).

			La tabla también nos ofrece una idea del grado de complejidad y del nivel de diversificación productiva alcanzado por las economías latinoamericanas; una mejor medida de desarrollo económico que la reprimarización de las exportaciones, aunque estén estrechamente vinculadas. Con referencia al índice de complejidad económica, América Latina se compone principalmente de economías simples, en el sentido de estructuras productivas que carecen de redes complejas de conocimiento. No obstante, las diferencias entre los países en este índice son significativas. Se destaca Brasil por su rango relativamente alto (55 de 122 países), lo que indica un mayor nivel de diversificación productiva o industrialización, que otros países de Sudamérica. El rango de Colombia (61) y Uruguay (60) indican un nivel inferior, pero un avance sobre el nivel de industrialización o complejidad (diversificación productiva) en comparación con Bolivia, Ecuador y Perú, países con economías profundamente arraigadas en el extractivismo.

			Si bien la tabla 2 nos ofrece una imagen clara de la continua dependencia de muchos países de la región de la exportación de recursos naturales en forma de productos básicos primarios, la tabla 1 nos ofrece una gráfica de la nueva geoeconomía de capital —es decir, del predominio del capital extractivo en el proceso de acumulación y un patrón de crecientes flujos de capital hacia la periferia sudamericana, donde una variedad de factores (el auge de los productos primarios, gobiernos ansiosos para aprovechar su ventaja comparativa en recursos naturales) confluyeron para crear condiciones favorables para el surgimiento de un capital extractivo y primarización de las exportaciones—, una reprimarización en unos casos (Cypher 2010). Varios cambios en la economía mundial, en particular el surgimiento de China como potencia económica y la consiguiente expansión de la demanda mundial de recursos naturales, coadyuvaron a avanzar en este proceso. La nueva geoeconomía del capital tiene dos atributos significativos: 1) la preponderancia del capital extractivo en el proceso de desarrollo, lo que se manifiesta en una dependencia pronunciada en la IED y las exportaciones de productos básicos primarios; y 2) la concentración económica y el creciente poder del capital monopolístico y financiero (Delgado y Martin 2015; Murmis y Murmis 2012; Sotelo 2009).

			En el contexto latinoamericano, la preocupación de tantos gobiernos para impulsar y construir una alternativa de desarrollo sostenible e inclusiva, se asienta sobre un dilema fundamental: ¿cómo beneficiarse de la fenomenal riqueza de los recursos naturales de la región, recursos como los hidrocarburos, metales y minerales, y los productos de agroextracción, sin asumir los altos costos sociales y ambientales que conlleva un modo de acumulación extractivo?

			Los proyectos extractivos suelen incluir inversiones a gran escala (a menudo extranjeras) en la adquisición de tierras, concebida como “acaparamiento de tierras” en el discurso de los estudios agrarios críticos (Borras et al. 2012; Murmis y Murmis 2012); así como concesiones para explorar y extraer minerales y metales para la exportación en forma primaria, proyectos de desarrollo de infraestructura emprendidos por corporaciones multinacionales, además de otras actividades de estas corporaciones que generan poco empleo y dan como resultado una economía de enclave con escasos vínculos con el aparato de producción nacional. El extractivismo en este contexto, plagado de contradicciones y resultados de desarrollo relativamente limitados, requiere una expansión territorial, que conduce a un total desprecio y violación de los derechos territoriales de los pueblos y comunidades indígenas situados en la frontera extractiva, así como al desplazamiento de la población desposeída de sus medios de producción o la destrucción de su modo de vivir y el medioambiente. El resultado, según los estudiosos latinoamericanos de extractivismo como Gudynas (2010, 2011a, 2011b y 2017), Acosta (2009 y 2011) y Svampa (2019), es una proliferación de economías de enclave en condiciones de acumulación por desposesión y despojo (Araghi 2010; Harvey 2007). En los años noventa, en condiciones de la apertura a la economía global y los avances del capital en forma de inversiones extranjeras directas, millones de campesinos y productores pequeños —denominados por el Banco Mundial como “los pobres del campo”—, habían perdido acceso a sus medios de producción y su modo de vivir como agricultor o la multiactividad que caracteriza a la economía campesina. Los agronegocios producían y exportaban productos agroalimenticios, como maíz, a precios tan baratos que los agricultores de Chiapas y el sur de México fueron empujados a la pobreza. Los zapatistas tenían razón: el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) fue una sentencia de muerte para los agricultores indígenas; y en el sector manufacturero la historia era la misma: con la pérdida de la protección del Estado, el naciente sector moderno industrial fue destruido, cerrando la puerta a los inmigrantes rurales en búsqueda de un modo de supervivencia. El saldo de estas dinámicas de desarrollo capitalista fue la transición de la pobreza rural a una nueva pobreza urbana.

			La geoeconomía del capital extractivo

			La nueva geoeconomía de capital en la región tiene sus orígines en la política neoliberal de reformas estructurales en la macroeconomía en la década de 1980. En el contexto de estas reformas, las restricciones regulatorias sobre el movimiento y los flujos de capital fueron eliminados, desatando una gran afluencia de capital hacia la región. La primera ola de inversión en América Latina ocurrió en la década de 1990, cuando hubo un aumento de seis veces en los flujos de capital en forma de IED en los primeros cuatro años de la década, y luego en los años de 1996 a 2001 (CEPAL 2012, 71). Otra afluencia se produjo en la primera década del nuevo milenio, en condiciones de altos precios para los productos primarios y un auge de exportaciones sudamericanas.

			El auge de los productos básicos trajo un cambio radical en el panorama del desarrollo nacional. Los países exportadores de productos en forma primaria, especialmente en América del Sur, donde los gobiernos habían adoptado la extracción de recursos naturales como una estrategia de desarrollo, se beneficiaron sustancialmente del rápido crecimiento de los ingresos por exportaciones y del crecimiento económico. Las tasas anuales de crecimiento habían oscilado entre 4.5% y 7.2% (5% en promedio), en los años de 2002 a 2008 (CEPAL 2009). Al mismo tiempo, después de un largo periodo de desempeño mediocre, la inversión en el sector de extracción de recursos y productos básicos de materias prima se recupera y, en los últimos años, se acelera. En los últimos veinte años, América del Sur ha sido objeto de grandes inversiones por parte del capital extractivo internacional. Según el Banco Mundial (Liebenthal, Michelitsch y Tarazona 2005, 20), en el periodo de 1990 a 1997, la inversión mundial en exploración minera creció en 90%. Sin embargo, para América Latina este crecimiento fue del 400% y para Perú del 2000% (Lust 2015 ). En 1997, América Latina atrajo el 40% de las inversiones mineras totales (De Echave 2008, 21), mientras que en 2010 ocupó el cuarto lugar en inversiones mundiales en exploración minera (Panfichi y Coronel 2014, 395).

			Los destinos principales para la IED en la década de 1990 y en la primera década del nuevo milenio, fueron los servicios (particularmente, bancarios y financieros) y los recursos naturales (la exploración, la extracción y la explotación de hidrocarburos y minerales). El sector de los servicios representaba casi la mitad de estas inversiones en América Latina, pero la tabla 1 apunta hacia una expansión relativamente mayor del capital extractivo en la primera década del nuevo milenio. A pesar de la crisis financiera mundial de esta época, los flujos de IED alcanzaron un máximo histórico (128.300 millones de dólares) en 2008, en el apogeo de esta crisis. Esto fue un fenómeno extraordinario, teniendo en cuenta que los flujos de esta forma de capital en todo el mundo se habían reducido en 15%. 

			Esta tendencia anticíclica marcó la continuación del auge de los productos primarios hasta alrededor de 2012, cuando Brasil, la mayor economía de la región y el mayor receptor de los flujos de capital, entró en crisis (un ciclo de crecimiento económico negativo cero en 2012). Sin embargo, como se muestra en la tabla 3, el fin del auge de los productos primarios no dio lugar inmediatamente a una reducción de los flujos de IED; para eso tuvimos que esperar hasta 2015. En este año, América Latina y el Caribe experimentaron una caída general del 10% en los flujos de capital, pero la contracción de la IED fue particularmente aguda en aquellos países que habían sido los mayores receptores de esta inversión, a saber, Brasil, donde cayó 23%, y Colombia, donde cayó 26% (CEPAL 2016, 48).

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Tabla 3. Flujos y entradas netas de IED 
en América Latina (ciclo 1999-2008)

						
					

					
							
							
							2000

						
							
							2001

						
							
							2002

						
							
							2003

						
							
							2004

						
							
							2005

						
							
							2006

						
							
							2007

						
							
							2008

						
							
							2010

						
							
							2012

						
							
							2014

						
					

				
				
					
							
							Argentina

						
							
							10.4

						
							
							2.2

						
							
							2.2

						
							
							1.7

						
							
							4.1

						
							
							5.2

						
							
							5.5

						
							
							6.5

						
							
							8.0

						
							
							11.3

						
							
							15.3

						
							
							5.1

						
					

					
							
							Bolivia

						
							
							0.7

						
							
							0.7

						
							
							0.7

						
							
							0.2

						
							
							0.1

						
							
							-0.3

						
							
							0.3

						
							
							0.4

						
							
							0.5

						
							
							0.6

						
							
							1.1

						
							
							0.5

						
					

					
							
							Brasil

						
							
							32.8

						
							
							22.5

						
							
							16.6

						
							
							10.1

						
							
							18.2

						
							
							15.1

						
							
							18.8

						
							
							34.6

						
							
							45.1

						
							
							88.5

						
							
							86.6

						
							
							96.9

						
					

					
							
							Chile

						
							
							4.9

						
							
							4.2

						
							
							2.6

						
							
							4.3

						
							
							7.2

						
							
							7.0

						
							
							7.4

						
							
							14.5

						
							
							16.8

						
							
							15.5

						
							
							28.4

						
							
							22.3

						
					

					
							
							Colombia

						
							
							2.4

						
							
							2.5

						
							
							2.1

						
							
							1.7

						
							
							3.0

						
							
							1.0

						
							
							6.7

						
							
							9.1

						
							
							10.6

						
							
							6.4

						
							
							15.0

						
							
							16.3

						
					

					
							
							México

						
							
							18.0

						
							
							29.8

						
							
							23.7

						
							
							16.5

						
							
							23.7

						
							
							21.9

						
							
							19.3

						
							
							27.3

						
							
							22.0

						
							
							26.4

						
							
							45.9

						
							
							25.7

						
					

					
							
							Perú

						
							
							0.8

						
							
							1.1

						
							
							2.2

						
							
							1.3

						
							
							1.6

						
							
							2.6

						
							
							3.5

						
							
							5.3

						
							
							4.1

						
							
							8.5

						
							
							11.9

						
							
							7.9

						
					

					
							
							Venezuela

						
							
							4.7

						
							
							3.7

						
							
							0.8

						
							
							2.0

						
							
							1.5

						
							
							2.6

						
							
							-0.6

						
							
							0.7

						
							
							1.7

						
							
							1.6

						
							
							6.0

						
							
							0.3

						
					

				
			

			Las cifras están en mil millones de pesos. Fuente: Arellano (2010, 13 y 57) (con datos de la CEPAL); para los años de 2008 a 2014, CEPAL (2016, 79). 

			El crecimiento de la IED a América del Sur fue impulsado por dos factores: 1) los precios de las materias primas. Estos valores se mantuvieron altos durante la mayor parte de este periodo, atrajeron una inversión de capital extractivo en búsqueda de recursos y provocaron un ciclo de crecimiento económico en la subregión sudamericana. De hecho, la IED en los recursos naturales, como proporción de la inversión total, siguió superando las de capital industrial y se concentró en los países con el sector extractivista más dinámico. Sólo cuatro países —Argentina, Brasil, Chile y Colombia— representaban más del 80% de los flujos totales de IED. 2) La extracción de minerales. El sector extractivo, en particular la minería, absorbió la mayor parte de estas inversiones. Por ejemplo, en 2009, América Latina recibió el 26% de las inversiones mundiales en exploración de minerales y metales (Sena-Fobomade 2011). Junto con la expansión de inversiones en la extracción de hidrocarburos y productos agroalimentarios (y biocombustibles), la extracción de minerales y metales constituye la fuente más importante de ingresos de exportación para la mayoría de los países de la región en la actualidad. 

			De hecho, el capital extractivo representa la mayor proporción de IED en América del Sur (Unctad 2007, 122-123). En cuanto a Bolivia, donde el régimen actual aprobó una ley que declaraba que los recursos naturales del país eran propiedad del pueblo y que exigía que el Estado fuera su guardián y asumiera el control sobre su explotación —visto por algunos como una forma de nacionalización—, más del 90% de las exportaciones de minerales fueron realizadas por empresas del sector privado, en su mayoría extranjeras. De aquí que el centro de gravedad de la IED en el sector extractivo en términos de escala y crecimiento haya sido América del Sur.

			La tabla 3 proporciona una representación estadística de estos flujos, en el contexto de condiciones que cambiaron rápidamente. Estas estadísticas muestran un cambio pronunciado hacia un aumento de las inversiones en el desarrollo de los recursos naturales. El sector de los servicios atrajo un gran flujo de inversión de capital, pero, según los datos proporcionados por la CEPAL (2016), se desprende claramente que una gran parte de las inversiones en este sector eran totalmente improductivas, ya que no aportaban ningún valor a la producción. En la década de 1990, al menos el 40% de estas inversiones implicaron la compra de empresas estatales privatizadas y activos públicos lucrativos; y, en las últimas dos décadas, un porcentaje similar de inversiones extranjeras directas no sirvió para ampliar la producción, sino para comprar y adquirir activos ya existentes, lo que llevó a un notable grado de concentración económica y formación de capital monopolista que no agrega ningún valor a la producción global (Delgado y Martin 2015; CEPAL 2016). 

			La nueva geopolítica del capital 

			En el nuevo milenio, las condiciones cambiantes dieron lugar a una dinámica novedosa basada en los avances de capital extractivo en el proceso de desarrollo. Estos avances tienen dos dimensiones sobresalientes. La primera es la concentración de capital y la formación de monopolios en el desarrollo de las fuerzas productivas, por medio de avances apreciables en el conocimiento científico y tecnológico orientados a la expansión de las fuerzas productivas en forma de innovación técnica. Debido a la concentración de este capital en el centro del sistema, el impacto en la economía regional en la periferia del sistema ha posibilitado la formación de una fuerza laboral altamente calificada, con el traslado al centro del sistema de esta fuerza (en centros de innovación científico-tecnológica, como Silicon Valley), a través de la migración internacional (Delgado 2018). 

			La segunda dimensión de la nueva geoeconomía del capital en la región, es el avance de capital extractivo en el sector agrícola y la interacción de este capital en forma de agronegocios, orientados al mercado mundial con la economía campesina enfocada a la producción de alimentos para el mercado local. Debido el mecanismo del capital monopolista y las condiciones de esta interacción de capitales en el sector agrícola, la clase capitalista en el sector se encuentra bien posicionada para capturar no sólo la plusvalía, sino también la renta tecnológica (ganancias de la alta productividad) y gran parte de la renta de los recursos naturales —la renta generada en la extracción de recursos no renovables (por ejemplo, hidrocarburos) en forma de la tributación minera o regalías. 

			En el plano político (la nueva geopolítica del capital), el activismo de los movimientos sociales campesinos en la década de 1990, en la resistencia contra la agenda neoliberal, dio lugar a un amplio desencanto y rechazo del neoliberalismo como doctrina económica y modelo de desarrollo. A finales de la década, el neoliberalismo estaba a la defensiva y, en el nuevo milenio, dio paso a una sucesión de regímenes posneoliberales orientados hacia lo que se entiende como un “desarrollo inclusivo”, logrado por el activismo del Estado.19 El activismo estatal se refiere al uso que realizan los gobiernos de las rentas recaudadas y recogidas en el proceso de exportaciones de productos primarios, para financiar los programas de reducción de la pobreza. Las dinámicas de esta “política” y de la participación de los gobiernos en la renta petrolera y minera, son abordadas en el discurso teórico y los debates sobre el neoextractivismo y los ingresos fiscales (Acosta 2011; Gudynas 2009,  2011a y 2011b; Svampa 2019; Veltmeyer y Petras 2015), y también en las investigaciones sociocientíficas sobre la distribución de la tributación y renta minera, y la participación en esta renta de las comunidades en la frontera extractiva.20

			En cuanto a la geoeconomía del capital extractivo, los altos precios de los productos básicos han sostenido una tendencia al crecimiento continuo de las exportaciones (un auge de las materias primas de 2002 a 2012), mientras que las oportunidades de aumento de los beneficios impulsaron la inversión mundial hacia la exploración y extracción (perforación, minería, procesamiento intensivo, recolección, etc.) de minerales industriales, metales preciosos, hidrocarburos, productos agroalimentarios y biocombustibles. En la búsqueda incesante de ganancia extraordinarias, estas actividades, lideradas por las corporaciones multinacionales de esas industrias, han ampliado la frontera extractiva en zonas remotas donde siguen existiendo grandes reservas no explotadas de minerales, y fuentes de energía y productos agroalimentarios.

			En condiciones de un auge de los productos primarios en el mercado mundial y el rechazo generalizado del neoliberalismo tanto en los círculos políticos como en el sector popular, el extractivismo (que incluye la primarización de las exportaciones) se convirtió en la forma dominante de acumulación de capital y desarrollo nacional en la región. América Latina proporcionaba condiciones ideales para la expansión del capital extractivo: una alta proporción de tierras con mano de obra, altos rendimientos de las inversiones y gobiernos dispuestos a conferir un trato favorable a las corporaciones capitalistas, en relación con las restricciones regulatorias, las rentas de recursos, contratos a largo plazo que proporcionan seguridad legal para las inversiones y la repatriación de beneficios, y cooperación en las relaciones de conflicto con las comunidades en la frontera extractiva.

			Reparto del botín: la plusvalía y la renta de recursos 

			En el proceso de desarrollo capitalista —en todas sus formas y modalidades de acumulación—, un factor crítico que requiere mayor investigación y análisis tiene que ver con lo que podemos caracterizar como la cadena de explotación; es decir, los eslabonamientos en los mecanismos de apropiación del excedente —el valor generado en el proceso de la extracción y producción.

			El componente principal de este excedente es la plusvalía, que se refiere a la contribución de la clase trabajadora al proceso de producción y el producto social, o sea, el valor generado en el proceso laboral por la explotación de la capacidad o el poder de trabajo. El mecanismo de explotación es la relación salarial entre capital y trabajo, o el salario que representa no el valor total, sino el del poder de trabajo, que se calcula como la utilidad de toda mercancía, es decir, por las horas de utilización de esta fuerza productiva (fuerza de trabajo) en el proceso de producción. El capital se apropia del excedente, que podemos entender como una explotación económica. Pero aquí tenemos que tomar en cuenta la condición particular de esta explotación en América Latina y otras regiones de la periferia del sistema mundial. En estas regiones y países, una parte sustancial de los costos de la reproducción social de la fuerza laboral está cargado a las comunidades rurales y a los trabajadores mismos con sus familias. Por lo tanto, el salario recibido por los trabajadores en estas condiciones no representa el valor de la fuerza de trabajo en los mercados capitalistas, lo que permite una sobreexplotación (remunerar el trabajo en un nivel inferior al valor de su fuerza de trabajo). 

			Cuando se considera el hecho de que los precios de los productos generados por los productores directos en la agricultura en la periferia de los mercados capitalistas, en general, también están por de debajo de su valor, podemos entender la dificultad que América Latina tiene para escapar de la condición de subdesarrollo económico en un contexto global y regional; una condición arraigada en una relación de sobreexplotación y dependencia.21 

			La explotación por el mecanismo de la relación salarial entre capital y trabajo, y adicionalmente por la estructura centro-periferia del sistema mundial, es una condición vital del capitalismo en todas sus expresiones. Sin embargo, esta condición de explotación no capta la totalidad de la relación capital-trabajo en cuanto a su funcionamiento en el contexto de los avances recientes de capital extractivo —el capitalismo extractivista. En este contexto debemos tomar en cuenta y calcular la contribución significativa de la naturaleza al valor de los productos básicos en los mercados capitalistas. Para calcular este valor hay que considerar e incluir no sólo la contribución de la clase trabajadora (plusvalía), sino también el valor de los recursos naturales extraídos en el proceso de desarrollo capitalista; la contribución, podemos decir, de la naturaleza, con un valor que está apropiado (en la cadena de explotación) no en forma de plusvalía, sino como renta de suelo y subsuelo: la renta de recursos que está apropiada por el capital en forma de sobreganancias en la comercialización de los recursos naturales (la renta es determinada por la intensidad laboral y por la intensidad de capital o la renta tecnológica). No hay que olvidar que el Estado también es participe en el reparto del excedente, por medio de los mecanismos de regalías y recaudación de impuestos. 

			El punto teórico aquí es que en el caso del capitalismo extractivo, los mecanismos de explotación y de la apropiación del excedente son más complejos y amplios que en el caso del capital industrial, en el que el excedente es captado y apropiado principalmente en forma de plusvalía, es decir, el valor agregado en el proceso laboral. En el caso de capitalismo extractivo, la plusvalía generalmente representa una contribución mucho menor del valor captado en la renta extractiva —la renta de recursos del suelo y subsuelo. Junto con el valor atribuido a la tecnología (la renta tecnológica), la renta extractiva de recursos representa gran parte del valor total de las mercancías de materia prima, permitiendo al capital sobreganancias en sus inversiones productivas. Esto en particular se puede observar en los casos de Bolivia y México, en los que las multinacionales en el sector extractivo, además de captar la plusvalía generada en la minería y en la extracción de hidrocarburos, están bien posicionadas para apropiarse de la renta generada en el proceso de formación de los precios de las mercancías, provocando ganancias extraordinarias. Ese es el punto teórico de este análisis.

			El punto empírico es que en el caso del capital industrial —en las economías periféricas en el sur global—, generalmente apropian apenas 20-30% del producto social en forma de ingreso nacional, con tasas de ganancia sobre las inversiones que son menos del 15%. 

			En muchas economías en el Norte Global, el factor productivo “trabajo” recibe como remuneración para su contribución entre 40% y 60% del producto social en forma de su participación en el ingreso nacional. En América Latina, en la época neoliberal la clase trabajadora (salarios) estaba en condiciones de recibir solamente entre 20% y 15% del producto social en forma de ingreso nacional; mientras que el capital en el sector extractivo estuvo y está en condiciones de apropiarse hasta del 70% del valor total de las materias primas en los mercados capitalistas, que representa ganancias extraordinarias. En este contexto, la clase trabajadora, en muchos casos, apenas recibe 10% de los beneficios del producto social en forma de ingreso nacional. 

			Es evidente, y varias investigaciones lo confirman, el hecho de que la clase trabajadora no participa sustancialmente en el botín de la gran minería. Por ejemplo, en el caso no atípico de las compañías mineras en Argentina y Chile, los salarios se estima que representan apenas 6% del valor de las exportaciones mineras (Solanas 2007, 2). A pesar de los altos precios de las materias primas en los mercados capitalistas, la clase trabajadora no ha participado de las ganancias de la venta del producto de su trabajo. Cypher (2010, 588), por ejemplo, concluye en sus investigaciones que “los trabajadores no han sido beneficiados nada del boom de las commodities”. 

			Un índice de salarios promedio reales en el sector formal del mercado laboral en Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, México, Perú, Uruguay y Venezuela, muestra algunos resultados desalentadores. Utilizando el 2000 como año base, los datos de la CEPAL arrojan un aumento acumulado en los salarios promedio de sólo el 0.46% para 2006 (CEPAL 2007, cuadro A-28). Al respecto, Cypher (2010, 588) informa que después de cuatro años de auge de las exportaciones (de 2002 a 2006), el índice del valor de los salarios reales en el sector extractivo había crecido en menos del 0.5%. Asimismo, estudios realizados por Petras y Veltmeyer (2009) en Brasil, así como en Bolivia y Ecuador, apuntan a resultados desalentadores similares. En el caso de México —según el auditor general en 2012— el Estado se apropiaba apenas del 1.2% del valor total del producto extraído y exportado en la minería, dejando la porción gruesa de la torta para el capital (López 2012). 

			Al considerar la alta composición orgánica del capital en el proceso de extracción y la baja propensión de usar mano de obra (trabajo) en el proceso de producción (en comparación con el sector industrial), la participación de la clase trabajadora en el botín de extracción de recursos naturales, aunque difícil de calcular con exactitud, también va a ser muy bajo. En el caso de Bolivia —donde el gobierno progresista de Evo Morales nacionalizó la riqueza de hidrocarburos y minerales como un recurso que pertenece no al Estado, sino al pueblo—, se estima que la clase trabajadora recibe menos del 10% del valor del mercado mundial del producto exportado. 

			En cuanto a la participación del Estado en la distribución de la renta, el botín de la naturaleza y el patrimonio nacional, por medio de los mecanismos de las regalías y la recaudación de impuestos por la tributación minera, se estima que el Estado ha podido apropiarse entre el 10% y 20% del producto exportado en forma de ingresos fiscales derivados de la exportación y venta del patrimonio nacional. Por lo tanto, el Estado es un beneficiario del modelo extractivista. Sin embargo, los principales beneficiarios de las operaciones productivas del capital extractivo han sido los capitalistas en el sector —las empresas multinacionales, los inversionistas y los grandes comerciantes de productos básicos que se alimentan como parásitos. Por ejemplo, Financial Times (18 de abril de 2013) había informado que los grandes vendedores en el negocio de activos y contratos de futuro en el sector extractivo, se habían apropiado en la cadena de valor de 250 mil millones de dólares, aproximadamente, en apenas cuatro años (2004-2007) del ciclo de auge de los productos básicos (Blas 2013). 

			Con respecto a este punto, en el año 2000 las empresas multinacionales y los comerciantes del sector extractivo obtuvieron utilidades por 2.100 millones de pesos, y en 2012 alcanzaron los 33.5 mil millones de pesos. Si bien algunos comerciantes disfrutaron retornos de más del 50% o 60% a mediados de la década de 2000, en el contexto de la “crisis financiera global” en 2008, un año que experimentó una recesión en la venta de algunos productos básicos, todavía tenían ganancias que promediaban entre el 20% y 30%, lo que no está mal para cualquier estándar comercial.

			Conclusión

			El extractivismo, entendido como una modalidad de acumulación y desarrollo económico, no es nuevo. América Latina tiene una larga historia que podemos rastrear desde el inicio de la era del colonialismo europeo y la formación del capitalismo como un sistema mundial. Este ha adoptado diversas formas, según la dinámica cambiante del proceso de desarrollo de las fuerzas productivas. 

			En la coyuntura actual de este proceso, podemos ver el extractivismo —o, mejor dicho, extractivismos— como una forma de capitalismo entre otros. Este se compone de diversas estrategias y modalidades de acumulación dependiente en la extracción de recursos naturales y su exportación a mercados capitalistas en forma primaria, así como también del uso de los recursos fiscales generados en el proceso para lograr una forma más inclusiva de desarrollo, es decir, posneoliberal o poscapitalista. 

			En este contexto, el capital extractivo, o el neoextractivismo, es un factor predominante en el camino y la estrategia que siguen tanto los regímenes progresistas como los neoliberales para lograr un desarrollo más inclusivo y sostenible. En la nueva geoeconomía, el capital extractivo existe en combinación con otros tipos de capital —monopolista industrial y financiero, para ser preciso. Como en cualquier coyuntura en el proceso de desarrollo capitalista, los extractivismos deben entenderse en su contexto histórico y regional.

			

			
				
					16	Extractivismo, según Gudynas (2017), no es una industria, ya que no involucra un proceso de transformación industrial. La insistencia en calificarlo como una industria, Gudynas añade, es apelar al imaginario de las grandes fábricas con muchos trabajadores, como un medio de buscar un amplio apoyo dentro de la ciudadanía. Por esta razón, argumenta, tanto por sus limitaciones conceptuales como por sus implicaciones políticas, el término “industria” o “industrias extractivas” debe ser abandonado. 

				

				
					17	El término “extractivismo”, como lo entiende Gudynas (2015 y 2017), podemos trazarlo desde la década de 1970 como una forma de describir la evolución de la minería y la exportación de petróleo a gran escala. Fue promovido por las grandes corporaciones transnacionales, bancos multilaterales y gobiernos, mientras que aquellos que se opusieron a la extracción de minerales y metales, por su impacto socioambiental negativo, también utilizaron el término. Pero el escenario se volvió más complejo en América del Sur a mediados de la década de 2000, cuando un ciclo de “regímenes progresistas” —regímenes posneoliberales formados en búsqueda de un desarrollo mas inclusivo— también optaron por una estrategia de extracción de minerales, metales, hidrocarburos (petróleo y gas) y agroproductos alimenticios, y la exportación de estos “recursos naturales” en forma primaria.

				

				
					18	El concepto de desarrollo en este ensayo tiene dos centros de referencia: 1) como un proceso (desarrollo de las fuerzas de producción y los cambios correspondientes en las relaciones sociales de producción); y 2) como un proyecto (acciones tomadas para lograr una mejora social en la condición social de una población definida en el marco del sistema capitalista). Si existe una correspondencia entre una acción tomada consciente o intencionalmente, podemos concebir del desarrollo como un proyecto. Si no existe esta correspondencia, podemos ver el resultado (desarrollo) como un producto de fuerzas estructurales. Por lo tanto, el desarrollo no sólo se relaciona con el capitalismo, sino que es prácticamente un sinónimo de ello —hasta el punto de ser invisibilizados en el discurso teórico sobre el desarrollo.

				

				
					19	Véase el tercer capítulo, que aborda la cuestión de la política progresista en cuanto al extractivismo.

				

				
					20	Sobre esto, en el caso de Perú véase en particular Landa (2017), y para una discusión mas general sobre el impacto fiscal de la explotación de los recursos naturales no renovables y su impacto indirecto en las comunidades, específicamente en términos de inversiones en infraestructura —mejoras en infraestructura educativa, de salud y vial en las zonas extractoras—, véase Gómez, Jiménez y Morán (2015).

				

				
					21	Sobre esta problemática, véase en particular el análisis de Marini (1973) construido dentro de los marcos de una teoría de dependencia, que representa una contribución fundamental latinoamericana a los estudios del desarrollo. 

				

			

		

	
		
			Capítulo 3. El ciclo progresista: la geopolítica del capital extractivo

			La intención de este ensayo es proporcionar un análisis de la dinámica de desarrollo y la resistencia del capital extractivo. Nos adentramos en lo que podemos entender como la nueva geopolítica del capital en la región, que se ha perfilado como un ciclo progresivo en la política; un ciclo formado en condiciones de cambio en la marea política, provocado por el activismo de los movimientos sociales en la década de 1990. Este ciclo progresivo, caracterizado por la búsqueda y construcción de alternativas al modelo neoliberal, se desarrolló durante un periodo de diez años (2002-2012) en un nuevo contexto de desarrollo. Este contexto presenta dos características. Una tiene que ver con la reconfiguración del poder económico en la economía global, como resultado del ascenso de China y otros mercados emergentes —los llamados BRICS (Brasil, Rusia, India, China y Suráfrica). El otro factor crítico de cambio en el régimen político fue el activismo de los movimientos campesinos —o lo que quedaba de este después de la violenta embestida de las fuerzas de desarrollo capitalista en la década de 1990. Lo que había era un semiproletariado de comunidades indígenas y de trabajadores rurales sin tierra, formados bajo las condiciones del desarrollo capitalista de la agricultura (véase el siguiente capítulo). El activismo de los movimientos campesinos generó condiciones de desencanto generalizado con el neoliberalismo, y su rechazo como doctrina y modelo económico. La clase política de la centroizquierda aprovechó esta situación, tomando poder (control del aparato del Estado) a través del mecanismo electoral de la política democrática con la oferta y promesa de una nueva política orientada a un desarrollo más inclusivo. El resultado, un tanto sorprendente, de esta investigación es que una vez que la izquierda de la clase política conquistó el poder, a través de condiciones generadas por el activismo de los movimientos campesinos e indígenas, marginó o apartó a esos mismos movimientos que le ayudaron a conquistar el poder. Esto fue evidente en Ecuador, pero también en Bolivia, donde el gobierno del Movimiento al Socialiasmo (MAS) al inicio fue conocido como un “gobierno de movimientos sociales”. En su primer mandato, Evo Morales contaba en el apoyo de los movimientos que lo llevaron al poder, pero en el segundo y tercer mandato la política de Morales estuvo marcada por tácticas opresivas y antidemocráticas de reacción contra los mismos movimientos. Tales tácticas incluyen una represión violenta de la protesta indígena contra proyectos ambiental y socialmente destructivos (como la marcha del Territorio Indígena y el Parque Nacional Isiboro Sécure [Tipnis])22 y la estigmatización de ambientalistas, críticos y miembros de la oposición como “contrarrevolucionarios”, “colonialismo predatorio” o secretamente aliados con las potencias imperialistas.

			Dinámica política del desarrollo capitalista

			Los gobiernos formados en este ciclo progresista (una marea “rosa” o “roja” de gobiernos progresistas) —en particular en Argentina, Brasil, Bolivia y Ecuador— en el contexto de buscar una alternativa al neoliberalismo, construyeron un nuevo modelo económico sobre dos pilares: 1) el nuevo desarrollismo (un desarrollo más inclusivo por una política de reducción de la pobreza) y 2) el extractivismo, es decir, un nuevo extractivismo definido por el modelo de exportación primaria y la asignación de recursos fiscales derivados de las exportaciones para financiar programas de desarrollo social (Gudynas 2010; Svampa 2019; Veltmeyer y Petras 2015). Estos programas dieron lugar a una reducción del 44% en la tasa de pobreza en América Latina en 2002, al comienzo del auge de los productos básicos y el ciclo progresista, al 23.1% en 2010 (CEPAL 2010, 11). Entre los años 2000 y 2017, la región Andina, con una participación activa en el proyecto de los progresistas en los casos de Bolivia y Ecuador, redujo la incidencia de pobreza extrema en 24.6 puntos porcentuales; mientras América Latina lo hizo en 14.0 puntos porcentuales (Wanderley 2020, 6).23

			Antes de continuar con este análisis, es necesario establecer el principio que cada expansión de las fuerzas de desarrollo genera fuerzas de resistencia paralelas, las cuales se pueden movilizar en diferentes direcciones, ya sea izquierda o derecha. Por lo tanto, en el vórtice de estas fuerzas, se pueden ver las directrices de varios modelos y opciones para un futuro mejor. Uno de ellos es el nuevo extractivismo, un modelo construido sobre la base del neodesarrollismo y extractivismo, el modelo preferido por los gobiernos de la centroizquierda (los “progresistas” o los “progresivos”). 

			El régimen del Partido de Trabajadores (PT), formado por Lula da Silva y Dilma Rousseff (2005-2013), representa una forma paradigmática de este modelo. Otra opción que apareció en el vórtice de las fuerzas de cambio —dependiendo de otra concepción del modelo económico y estrategia de desarrollo—, está representada por Chile y, también, con diferentes matices y aspectos, otros países de la costa del Pacífico alineados con la política imperialista de Estados Unidos (Perú, Colombia y México). Este modelo implica una continuidad con el modelo neoliberal del libre mercado construido en la década de 1970 por los “Chicago Boys” de Augusto Pinochet, para planificar el desarrollo de las fuerzas de producción en Chile. El gobierno de Chile en ese momento (la era neoliberal), representado por Michelle Bachelet, era nominalmente socialista —basado en la concertación entre partidos neoliberales y socialista logrados en la década de 1990, pero cuyas políticas no son diferentes de los regímenes neoliberales tradicionales, excepto con menos dogmatismo y más pragmatismo. 

			Si Argentina y Brasil en el ciclo progresista representan el caso paradigmático del nuevo desarrollismo, Venezuela, Bolivia y Ecuador representan variaciones de un modelo alternativo más radical y antisistémico: el socialismo del siglo XXI; y en el caso de Bolivia y Ecuador, un modelo construido en el espacio entre la concepción indígena del buen vivir (o vivir bien) y el neoextractivismo, la versión progresista del extractivismo. Estos tres países avanzaron en el proyecto de recuperar la tradición ideológica antiimperialista y, al mismo tiempo, construir una sociedad diferente, otro mundo basado en un desarrollo iniciado desde abajo, desde las comunidades. Sobre esto, véase la discusión en el capítulo 6.

			La nueva geopolítica del capital en América Latina

			El surgimiento de un ciclo progresista en la política, que coincidió con un auge de los productos básicos en los mercados capitalistas, es el resultado del activismo de los movimientos campesinos e indígenas en la década de 1990, los cuales movilizaron fuerzas de resistencia contra la agenda política neoliberal. Al final de la década, el activismo de estos movimientos (por ejemplo, la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador [Conaie]) creó un clima de desencanto generalizado y el rechazo del neoliberalismo como modelo y agenda política, creando condiciones para el ascenso de la centroizquierda al poder y la aparición de un ciclo progresista asociado con regímenes guiados por la nueva política social de reducción de la pobreza, según el pos Consenso de Washington sobre la necesidad de un desarrollo más inclusivo.

			Los “gobiernos progresistas” o “progresivos” son los que fueron erigidos en la primera década del nuevo milenio, en el contexto de un giro de izquierda en el péndulo de la política electoral. Incluye a Venezuela con la elección de Hugo Chávez en 1998, el régimen de PT formado en Brasil por Lula y Rousseff, la administración de Néstor y Cristina Fernández de Kirchner en Argentina (2003-2015), y en particular los gobiernos formados por Evo Morales en Bolivia (2006-2019) y Rafael Correa en Ecuador (2007-2017). La “marea rosa”, que arrastró el régimen formado por José Mujica en Uruguay y el de Fernando Lugo en Paraguay, se caracteriza por gobiernos de tinta izquierdista, formados con un discurso antineoliberal y la promesa de revertir el régimen neoliberal en la búsqueda de un desarrollo posneoliberal más inclusivo. La complejidad y particularidad de cada caso debe respetarse al analizar estos gobiernos. Pero aun así está claro que las experiencias más radicales de alternativas al neoliberalismo (como Venezuela, Bolivia y, en algunos aspectos, Ecuador), no pueden compararse con experiencias menos radicales —se puede decir más “rosa” que “rojo”—, como en los casos de progresismo en Brasil y Argentina marcados por una política orientada al neodesarrollismo. Para un análisis crítico de esas experiencias, véase Gaudichaud, Webber y Modonesi (2019).

			En Latinoamérica desde 2003 en adelante (1998, en el caso de Venezuela), varios gobiernos se propusieron promover políticas alternativas al modelo neoliberal, inaugurando un ciclo progresista bajo una política que se implementó en términos de tres conceptos: 1) el neodesarrollo, un modelo que tuvo sus manifestaciones más claras en Argentina y Brasil; se caracteriza por una nueva política social focalizada en la reducción de la pobreza; 2) en el contexto de Bolivia y Ecuador, la ucronía del vivir bien o buen vivir en solidaridad social y armonía con la naturaleza; y 3) el socialismo del siglo XXI, basado en la concepción de la Revolución Bolivariana de Hugo Chávez en el contexto de Venezuela. 

			Dada la base generalmente baja del gasto social en toda la región en ese momento (con la excepción de Chile), los gobiernos posneoliberales lograron rápidos avances en el bienestar, a través de la política de uso de recursos fiscales derivados de la exportación de los productos básicos. En Venezuela, donde abundan los recursos naturales de alto valor como el petróleo, en la década de 1990 se lanzó una impresionante serie de programas de mitigación de la pobreza, especialmente en las zonas urbanas. Incluía la introducción de la educación universal y la atención médica, a través de lo que se denominan “misiones”, que fueron descentralizadas a los municipios que sustituyen a los programas estatales. Incluyeron la Misión Ribas (educación de adultos), la Misión Vuelvan Caras (cooperativas económicas), la Misión Guaicaipuro (titulación de tierras indígenas), la Misión Barrio Adentro (salud comunitaria), la Misión Mercal (mercados de alimentos subsidiados) y la Misión Milagro (operaciones oculares, que ofrece cirugía gratuita en Cuba a ciudadanos venezolanos y latinoamericanos). 

			En Bolivia y Ecuador, la afluencia de recursos procedentes de los impuestos en la exportación, también permitió un aumento sustancial del gasto en asistencia social, aunque no a niveles comparables al de Venezuela. En Bolivia, la renegociación forzada de contratos dentro del sector energético en 2005, fue seguida por la Ley de Hidrocarburos en 2008, que introdujo un impuesto de regalías del 18% y un impuesto directo del 32%. Al mismo tiempo, el Estado aumentó su propia participación en el sector energético, y las ganancias de las exportaciones de energía financian los nuevos programas sociales. Además, en Ecuador el gobierno de Correa aumentó los impuestos a la exportación y renegoció los contratos con las compañías petroleras, para generar un superávit para el gasto en bienestar social. En ambos países, los programas de asistencia social se financiaron, en gran medida, de los programas de transferencia monetaria a los hogares pobres. En Bolivia, los nuevos programas incluyeron un esquema de transferencia monetaria para niños en edad escolar, vinculados a la asistencia académica (el Programa Juan Pinto), introducido en 2006, que llega a más de un millón de niños. Bolivia también se había beneficiado de una especie de “bienestarismo transnacionalizado” o subsidios de política social de Venezuela.

			Mientras tanto, Argentina también introdujo un impuesto del 20% sobre los ingresos de exportación de productos agrícolas e hidrocarburos, así como nuevos impuestos a las exportaciones mineras, que se convirtieron en la fuente de financiamiento para los programas de emergencia introducidos después de 2002, aunque no sin una fuerte oposición de las élites. El impuesto sobre las ventas y los ingresos de exportación permitió a los gobiernos de Kirchner introducir o extender programas específicos de transferencia de dinero en efectivo, incluido el Programa Jefas y Jefes de Hogares Desempleados.

			La política progresista en el contexto del auge de los productos básicos (2002-2012) tenía dos aspectos. Uno fue el nuevo desarrollismo, basado en el pos Consenso de Washington sobre la necesidad de lograr un desarrollo más inclusivo por medio del activismo del Estado y una nueva política social focalizada en la reducción de la pobreza. El otro pilar del modelo fue el enfoque teórico y político sobre la macroeconomía del sistema capitalista que lo apoya: el neoestructuralismo, un modelo de desarrollo posneoliberal construido por los economistas de la CEPAL en respuesta estratégica al modelo neoliberal. Este modelo efectivamente es una síntesis del neoliberal, es decir, la idea de la necesidad de una integración en la economía global (la globalización), con el bien del estructuralismo, el enfoque teórico sobre el desarrollo capitalista (y el Estado desarrollista) construido en los años sesenta y setenta por los economistas de CEPAL. 

			Neodesarrollismo 

			Argentina, Brasil y, hasta cierto punto, Chile, casos paradigmáticos de este modelo, permiten ver con mayor claridad la estrategia y política macroeconómica y social implementada desde 2003 hasta el final del auge de las materias primas en 2012 —y la sucesiva reversión del péndulo de la política electoral a la derecha en los años 2015 a 2018. 

			Sin embargo, antes de reflexionar sobre el proceso de reconstruir dicho modelo en la práctica, es pertinente establecer los antecedentes y sus orígines en el pos Consenso de Washington construido a finales de la década de 1980, a sólo seis años de ser anunciado el nuevo orden mundial (y la política neoliberal de ajustes estructurales); es decir, un periodo de globalización (integración en una economía global del capitalismo del mercado libre), privatización de los medios de producción y las empresas, liberalización de los flujos de capital y el comercio, desregulación de los mercados y descentralización de los órganos de gobierno, a fin de promover la participación social o popular desde la sociedad civil.

			Chile

			Podemos ver a Chile como un caso de un estado de bienestar, es decir, no neoliberalismo clásico al estilo de la dictadura de Pinochet, sino como un caso de liberalismo social y pragmático que propone un tercer camino entre capitalismo y socialismo, un capitalismo con rostro humano. No obstante, otros autores opinan que las reformas sociales de bienestar implementada por los diversos regímenes de concertación, no habían cambiado ni la estructura del sistema ni los fundamentos que apoyan el régimen neoliberal. Así podemos ver el modelo chileno como una variedad de neoliberalismo (pragmático o sincrético, lo que unos han denominado como un “capitalismo regulado”), al menos en cuanto a la dimensión económica, que incluye un énfasis en la política de estabilidad de los indicadores macroeconómicos como mecanismo fundamental de equilibrio económico, y vinculado a la búsqueda del crecimiento económico, sin tener en cuenta cómo se distribuye este crecimiento en la población (como en el enfoque heterodoxo y neoestructuralista sobre el estado de bienestar). 

			En otro nivel, el modelo chileno ha buscado cómo promover la participación social en el proceso de desarrollo para asegurar un crecimiento económico con equidad —una reforma que establece un eslabón vital, pero perdido en la cadena del modelo neoliberal (Boisier et al. 1992). En el mismo ámbito, el modelo chileno busca el incentivo para el emprendimiento ciudadano, apostando por políticas públicas focalizadas que fortalezcan los mecanismos para acelerar la creación y mantenimiento de pequeñas y medianas empresas (pymes). En este mismo contexto, busca la promoción de la economía familiar, el cooperativismo y una economía social y solidaria que apoye a las medianas y grandes empresas.

			En la dimensión social, el modelo siguió las directrices de una nueva política social establecida por el pos Consenso de Washington y elaborado por Lula, líder del PT en este tiempo y presidente de Brasil, en términos de una política de transferencia directa de dinero a los pobres (Valencia 2013). El consenso incluye no sólo una nueva política social centrada en la reducción de pobreza, sino también un rechazo de la concepción neoliberal de las virtudes del libre mercado. Pero en el caso de Chile, Michelle Bachelet, presidente del país en ese momento y miembro del Partido Socialista en el gobierno de concertación, mantuvo el compromiso con el neoliberalismo en los años de su mandato. Su sucesor en la presidencia, Sebastián Piñera, quien no era un neoliberal pragmático sino un ideólogo convencido, también mantuvo este acuerdo. En resumen, en cuanto a la macroeconomía, bajo la administración Bachelet-Piñera (2005-2013), Chile se puede considerar como un caso pragmático o sincrético del neoliberalismo —aunque Gudynas (2009), entre otros, entiende el modelo chileno como un caso híbrido, lo suficiente progresivo como para incluirlo dentro del arco de países progresistas. 

			Brasil

			Con referencia a la administración de Lula da Silva y Dilma Rousseff (2005-2013), podemos ver a Brasil como un caso paradigmático de neodesarrollismo. Bresser (2006, 2007 y 2009) señala que en la dimensión económica se propone encontrar un equilibrio entre la macro- y microeconomía, promulgando la política neoliberal de estabilidad de indicadores macroeconómicos como también la promoción de la economía familiar y solidaria, en alianza con la gran empresa en el sector privado. Al mismo tiempo, se acepta la premisa neoliberal que el desarrollo implica y requiere un proceso de crecimiento económico, pero, con referencia a las experiencias de los países emergentes (países recién industrializados) en Asia, insisten en que este proceso afecta no sólo al mercado, sino al Estado en su búsqueda por asegurar una condición social de “crecimiento con equidad”. 

			En cuanto el mercado externo, parece que la estrategia siguió las directrices neoestructuralistas de la CEPAL, buscando la inserción en el mercado global con productos de mayor valor agregado, y el fortalecimiento de la industria nacional, estableciendo a propósito alianzas e inversiones público-privadas. En la dimensión social podemos ver las directrices de dos políticas: la primera, con referencia al pos Consenso de Washington, establece una nueva política social orientada a la reducción de la pobreza. El mecanismo de esta política era una transferencia directa de dinero a los pobres en el contexto del programa Bolsa Familia. La segunda política social perfilada por el modelo tiene que ver con el neoextractivismo, es decir, la política de canalización de los recursos fiscales adicionales derivados de la exportación de los productos básicos para financiar los programas de reducción de la pobreza. 

			El neoextractivismo en este contexto puede entenderse como una combinación de neodesarrollismo y extractivismo (Burchard y Dietz 2014; Svampa 2019; Gudynas 2009; Lander 2014). Un ejemplo de este modelo es el caso de Venezuela, donde el presidente Maduro el 7 de agosto de 2020 instruyó al Ministerio del Poder Popular para la Agricultura Productiva y Tierras para “aterrizar las propuestas” del movimiento campesino del país, incorporando los nueve vértices de la Gran Misión Agrovenezuela, el uso del petro para financiar la producción y pagar los cultivos, así como la tierra y la semilla. “El proyecto productivo es el conuco y sus escalas y el petro es otro vértice directo”, declaró Maduro al ordenar una reconfiguración completa de los lineamientos que se establecieron en el relanzamiento del programa (Olvera 2020).

			En 2012, con la caída de los altos precios de las materias primas en los mercados capitalistas, los límites del modelo progresista (neodesarrollismo y neoextractivismo) quedaron al descubierto. Muchos críticos en la izquierda habían argumentado la precariedad e insostenibilidad de basar el gasto social y los programas de redistribución en recursos finitos y mercados volátiles. Pero la caída de los precios, junto con una evidente maldición de los recursos, lo dejaron claro.24

			El socialismo del siglo XXI

			El concepto de socialismo del siglo XXI proviene de una formulación de Hugo Chávez. Pero la idea y el proyecto de reconstruir el socialismo en condiciones de la crisis en el siglo XXI, también se hace eco del socialismo comunitario concebido por Evo Morales como su “práctica política” (García 2010), pero moldeado por el Ministerio de Economía y Finanzas Públicas (MEFP 2011), como un “nuevo modelo económico, social, comunitario y productivo” promovido por el gobierno para “iniciar una transición a un modo de producción socialista”. Esta concepción del socialismo, lo que podemos entender como una forma de desarrollismo procrecimiento con equidad, tiene un eco en Ecuador en el contexto de la “revolución ciudadana”, anunciada por Rafael Correa. Aquí, a pesar de concebir el socialismo como una forma de desarrollismo procrecimiento, se lo asocia paradójicamente con el concepto de sumak kawsay (buen vivir o vivir bien en Bolivia) en un proyecto de “biosocialismo republicano” (Ramírez 2010).

			No está claro lo que significa la practica del socialismo comunitario en el contexto de Bolivia (García 2015), porque a la vista no incluye las comunas de Venezuela, ni el cooperativismo ni el desarrollo local de los modelos de la economía social y solidaria (Coraggio 2011); ni siquiera incluye el buen vivir, que encarna una cosmovisión indígena y sigue siendo una poderosa crítica del desarrollo capitalista vigente.

			Podemos entender lo que significa el socialismo del siglo XXI en el contexto de Bolivia, por medio de una lectura de varios escritos de Álvaro García (2012a, 2012b y 2013), vicepresidente de Bolivia durante el régimen progresista liderado por Evo Morales. Evidentemente, este incluye una transición del nacionalismo de recursos formulado en términos de una ley que establece que la riqueza de los recursos naturales del país, incluyendo en particular los hidrocarburos, pertenecen “al pueblo”, a una industrialización de estos recursos y a una distribución equitativa de los beneficios del crecimiento económica, un especie de posdesarrollo híbrido que combina el capitalismo (una apertura hacia la inversión extranjera y la industrialización) con el socialismo (una nacionalización de recursos) y el extractivismo (explotación de los recursos naturales del país). García (2010) presenta una síntesis de las directrices y el concepto de socialismo comunitario. Este concepto es parte de un discurso teórico e ideológico, no de la práctica política. A nivel de práctica de la política implementada por el régimen de Morales y García, es más correcto hablar de “capitalismo extractivo” (Webber 2015) —el propio García escribe sobre un capitalismo andino y amazónico.25 

			Desde el año 2000 en adelante en Venezuela, organizaciones populares, comunidades e incluso el Estado mismo han desarrollado varias iniciativas locales de autogobierno. De estas experiencias, en 2005 surgieron los consejos comunales como una forma de autoadministración a nivel de vecindario, seguido por las comunas en 2007 como el nivel de autogobierno por encima de la institucionalidad de un Estado socialista. A nivel local de las comunidades, también surgió la institución del cooperativismo. En 1998, el año en que Chávez fue elegido presidente, sólo había ochocientas cooperativas; pero en un espacio de sólo seis años (en agosto 2005), el número de cooperativas había crecido a casi 84 000. El desarrollo de estas cooperativas fue seguido por la construcción de Empresas de Producción Social (EPS), fruto de una colaboración y el activismo del Estado, las comunas y los consejos comunales —la última vista por Chávez como la célula fundamental de la Revolución Bolivariana y, por lo tanto, del socialismo del siglo XXI.

			Lo significativo del camino hacia el socialismo construido en un contexto de crisis, que es común para América latina pero que se experimenta en condiciones extremas en Venezuela, es el modelo económico utilizado para traspasar este camino no sólo por Venezuela, sino por todos los gobiernos progresistas. Debido a su dependencia de las exportaciones de productos primarios y de la inversión extranjera, todos los gobiernos “progresistas”, incluidos Bolivia y Ecuador, donde la administración ha defendido explícitamente los derechos de la naturaleza y los derechos territoriales de los pueblos indígenas, han recurrido a un modelo basado en el extractivismo y, por lo tanto, una estrategia para el crecimiento económico (es decir, desarrollismo procrecimiento y extractivista).

			Bolivia, como Ecuador, presenta un caso emblemático de esto. Véase, por ejemplo, el exvicepresidente boliviano Álvaro García, quien defendió repetidamente la extracción minera y petrolera en tierras indígenas y campesinas, y en áreas de alta biodiversidad, invocando a Marx y Lenin —las ideas de la “hermandad universal” del primero, y la concepción de la tecnología como fuerza revolucionario del segundo. De la misma manera, Rafael Correa, cuando era presidente, defendió repetidamente la minería y extracción de petróleo en las mismas áreas, a pesar de los impactos socioambientales negativos y la resistencia de los pueblos afectados. Asimismo, Correa, para justificar la explotación petrolera en la región de Yasuní, un territorio indígena de alta diversidad biológica, sostuvo que los derechos de la naturaleza en la Constitución eran sólo “supuestos derechos”, que tienen un estatus muy por de abajo del derecho del pueblo a no tener que vivir en pobreza (Acosta y Cajar 2018). 

			Buen vivir y las paradojas del desarrollo

			La tercera modalidad de una nueva geopolítica del capital en la región, tiene que ver con una concepción de los pueblos indígenas en la región Andina de Suramérica de cómo “vivir bien” en solidaridad social y armonía con la naturaleza. En sus formulaciones originales, lanzadas desde Bolivia y Ecuador, el concepto de buen vivir no sólo rechaza el crecimiento económico como un fin en sí mismo, sino también la idea de desarrollo en cualquiera de sus expresiones, que en cualquier caso siempre incluye el crecimiento económico y la acumulación de capital como condiciones esenciales. Por lo tanto, no busca unir la concepción de una evolución lineal del tradicionalismo a la modernidad en sus diversas dimensiones y formas de pensamiento occidental. La idea de buen vivir acepta la pluralidad de valoraciones y reconoce los valores intrínsecos en la naturaleza. Por consiguiente, la dualidad entre sociedad y medioambiente se disuelve en una multitud de relaciones diferentes. Además, según Gudynas (2009) en su revisión del concepto, señala que es una postura intercultural que resulta de una articulación entre algunos componentes del conocimiento indígena y las ideas críticas de la modernidad. La categoría alcanzó el estatus constitucional en Ecuador y Bolivia, y ahora cuenta con el apoyo de varios movimientos sociales en la búsqueda de justicia social, ecológica y ambiental (véase, por ejemplo, Acosta 2012).

			Está claro que la perspectiva del buen vivir habría obligado a las administraciones progresistas a iniciar transiciones lejos del desarrollo contemporáneo, reduciendo el extractivismo, por ejemplo. Sin embargo, resulta que estos gobiernos optaron por profundizar sus estrategias de desarrollo basadas en la apropiación masiva de los recursos naturales. Aunque no eran administraciones conservadoras o neoliberales, su adhesión a este núcleo básico dio lugar a formas alternativas de perseguir el crecimiento y organizar la distribución de excedentes, generando todo tipo de contradicciones y conflictos en el campo de la justicia social, ambiental y ecológica.

			La obsesión con el crecimiento y el desarrollismo con sus altos impactos sociales y ambientales, generó todo tipo de críticas desde la perspectiva del buen vivir (Gudynas 2017). Ante estas críticas, los gobiernos progresistas, junto con activistas políticos y diversos académicos (tanto del sur como del norte), lanzaron una ofensiva teórica para redefinir el buen vivir como una variedad de socialismo, para hacerlo funcional al desarrollo y al crecimiento. En otras palabras, para algunos partidarios del socialismo del siglo XXI, la adhesión al crecimiento y al desarrollo fue tan poderosa que las valoraciones múltiples del medioambiente y los derechos de la naturaleza se volvieron inaceptables. Por ejemplo, como señala Gudynas (citando a Cabieses 2012), esto llevó a Correa a preguntar en qué lugar del Manifiesto del Partido Comunista o en el socialismo se rechaza la minería, para defender el extractivismo contra los ambientalistas. Del mismo modo, Álvaro García defendió repetidamente la extracción minera y petrolera. De ahí surgen posturas como el “biosocialismo” del buen vivir (Ecuador) o el “desarrollo integral” de vivir bien (Bolivia) (Ramírez 2010). De esta manera, los gobiernos progresistas optaron por alinearse con el desarrollismo en favor del crecimiento; muchos intelectuales apoyaron esta postura y generaron argumentos teóricos para explicarla.

			Neoextractivismo y las paradojas del desarrollo

			La economía política de los gobiernos progresivos está arraigada no sólo en el neodesarrollismo (el proyecto posneoliberal de un desarrollo mas inclusivo), sino también en el extractivismo, es decir, en una política de exportación del producto social en forma de recursos naturales sin procesarlo en un proceso de industrialización, que agrega valor al producto y genera ganancias de capital. En cuanto el funcionamiento de este modelo exportador primario, en lo que Svampa (2013) denomina “el consenso de commodities” y una estrategia neoextractivista, véase la tabla 3 y también el debate sobre el tema. Aquí sólo nos detiene para una discusión breve de las dinámicas políticas de este neoextractivismo, que implica una relación de conflicto entre las comunidades en la frontera extractiva con las empresas multinacionales del capital extractivo, y también una relación de subordinación y dependencia entre los gobiernos con las empresas multinacionales en el sector.

			Tomamos como ejemplos de esta problemática Bolivia y Ecuador, dos países que representan no sólo la concepción indígena de cómo vivir bien en condiciones de solidaridad y armonía con la naturaleza, sino la forma más radical y paradigmática del neoextractivismo. Además de compartir más de una década de experiencia con el modelo y la política neoextractivista, los dos países andino-amazónicos comparten una biozona megadiversa con un patrimonio ambiental excepcional. A pesar de este gran potencial natural, las economías latinoamericanas no han logrado superar la dependencia de la explotación de minerales, hidrocarburos y alimentos desde tiempos coloniales hasta la actualidad. Más bien, el auge de los productos básicos en los mercados capitalistas ha llevado a una profundización de la dependencia de los dos países en la exportación de su patrimonio y riqueza en recursos naturales. Los gobiernos de Morales y Correa compartían el proyecto de convertir su patrimonio de recursos naturales en un proceso de desarrollo sostenible, utilizándolo como palanca de acumulación para financiar no sólo sus programas sociales orientados a la reducción de pobreza, sino también para lograr el desarrollo de las fuerzas de producción —un ritmo de crecimiento económico con equidad y un desarrollo sostenible de sus recursos naturales. 

			El equilibrio de una década de esfuerzos para lograr un desarrollo más inclusivo y sostenible en función de una política extractivista —neoextractivista en el caso de los gobiernos progresistas—, es una mezcla. Por un lado, la expansión de las exportaciones de bienes primarios, principalmente recursos energéticos y minerales de los países andinos, a tasas superiores a la media de América Latina y el Caribe, dio lugar a una bonanza económica entre 2004 y 2013 con tasas excepcionales de crecimiento económico de corto plazo y holgura fiscal de los gobiernos.26 Esto condujo a mejoras significativas en los indicadores sociales, principalmente de pobreza y desigualdad. Tendencia que se estancó, e inclusive retrocedió, con la desaceleración de la economía mundial a partir de 2013. En cualquier caso, es evidente que el factor determinante en la reducción de la pobreza no fue el neodesarrollismo o el modelo posneoliberal, sino una “nueva política social” construida dentro de los marcos del modelo de neodesarrollo y la estrategia neoextractivista prevista por el mismo modelo. 

			Aparentemente, como Gonçalves (2019, 104-135) encontró en sus investigaciones sobre la cuestión de la desigualdad y la pobreza, el modelo de desarrollo económico perseguido por el régimen progresista (por lo menos en el caso de Bolivia) no hacen ninguna diferencia en cuanto la estructura del sistema, señalando uno de los límites del progresismo —del proyecto de “cambiar el mundo desde arriba” (Machado y Zibechi 2016). Por otro lado, la reducción de la tasa de pobreza no cambió la estructura social de la desigualdad. Adicionalmente, el costo ambiental del crecimiento a corto plazo fueron significativos, con un impacto negativo en cuanto los equilibrios ambientales locales. Esto tiene que ver con la deforestación, pérdida de biodiversidad, alta intensidad del consumo de agua y energía, y de la contaminación del agua y el suelo (Wanderley, Vera y Benavides 2020). 

			Estos impactos negativos socioecológicos están asociados con un nuevo ciclo de conflictos sociales y políticas en los territorios de la frontera extractiva (véase la discusión en el capítulo 6). Además, los desequilibrios ecológicos en este proceso de desarrollo han tenido amplios efectos en toda la región y a nivel global. Esto incluye la intensificación de las sequías, las inundaciones, los eventos naturales extremos y el calentamiento global. También es sorprendente —o tal vez no— que estos resultados se hayan producido en el camino hacia los avances legales y reglamentarios en la protección del medioambiente y los derechos colectivos de los pueblos indígenas, en los países andinos y amazónicos (Wanderley, Vera y Benavides 2020). 

			Con el fin de promover una bonanza económica, el persistente debate latinoamericano sobre la superación del patrón de crecimiento extractivista basado en la explotación de recursos naturales (minerales, hidrocarburos y monocultivos de productos básicos), se renueva en alto volumen y alta intensidad, principalmente dirigido a la exportación de materias primas de bajo valor agregado (Gudynas 2015). Este debate se ha enriquecido con la incorporación de nuevas dimensiones y temas. Se sumaron nuevos aportes desde la perspectiva ecoterritorial vinculada a la defensa de los territorios y de los bienes comunes, el indigenismo vinculado a los derechos colectivos de los pueblos indígenas y a las nociones de buen vivir, y la ecología social y política, entre otros (Svampa 2016). Según Wanderley y sus colegas (2020), el saldo del mal desarrollo en forma de extractivismo también incluye un estancamiento de los avances sociales logrados y unas movilizaciones asociadas con ecofeminismo y la despatriarcalización. 

			En conclusión, es evidente que, a pesar de un doble discurso de desarrollo y protección de los derechos de la naturaleza, y de las mejores intenciones, ni Bolivia ni Ecuador han logrado escapar la maldición de los recursos: las contradicciones del capital. Por lo tanto, para los dos países, como los otros de la región —ambos subordinados al modelo neoliberal en sus economías políticas progresistas—, no hay respiro ni tregua en cuanto de los dilemas del desarrollo capitalista, incluido el bajo crecimiento económico a largo plazo, la persistencia de altos niveles de desigualdad y exclusión social, y la aceleración de la depredación y la destrucción desenfrenada del ecosistema. Estos son problemas asociados con economías exportadoras de recursos naturales en forma primaria subordinadas a los ciclos globales de demanda y precios. Son problemas relacionados con la dependencia de los gobiernos con el capital global y el capitalismo —una relación que mantiene a los gobiernos y la población subordinados a las fuerzas poderosas que generan. 

			La política del extractivismo: los límites del progresismo

			Todos los progresistas promovieron el extractivismo como estrategia nacional de desarrollo, incluso en los casos de Ecuador y Bolivia donde el extractivismo ha entrado en una aguda contradicción con el concepto de buen vivir, consagrado en la Constitución del Estado plurinacional e intercultural.

			La “revolución ciudadana” de Correa promueve esencialmente la profundización de un modelo de desarrollo capitalista basado en la minería, el petróleo y la energía hidroeléctrica. Durante la década de su administración, Correa adoptó como megaproyecto el petróleo y buscó préstamos del Banco Mundial para financiar el modelo de crecimiento agromineral, mientras reprimía con dureza el movimiento indígena (Conaie) y los movimientos sociales urbanos disidentes. Como se explica en el capítulo 5, esta represión se originó en la adopción de un modelo extractivista de desarrollo capitalista y por su dependencia de la IED para acumular el capital que se requiere para financiar su proyecto político. Esto ha resultado en una aceptación y dependencia que ha llevado al gobierno a ponerse de lado de las corporaciones multinacionales en el sector extractivo en su conflicto con las comunidades en la frontera extractiva.

			

			
				
					22	La relación conflictiva entre el gobierno y los movimientos que llegó a tener una transcendencia internacional, fue el caso del Tipnis, un parque nacional con una biodiversidad de importancia mundial. En 2008, el proyecto de Morales de firmar un acuerdo con Brasil para financiar y construir una carretera de 177 km a través del territorio legal de tres grupos indígenas y 64 comunidades, desató un conflicto transcendental que mostró los límites del progresismo dentro de la política extractivista. 

				

				
					23	Existe una fuerte correlación entre el ciclo progresista en la política y el patrón de una reducción significativa de la tasa de pobreza, particularmente en la región Andina. Sin embargo, la orientación ideológica y el modelo económico evidentemente no eran los únicos factores que explican la dinámica de esta reducción en la incidencia de la pobreza: Bolivia es el país de la región Andina que mostró la mayor reducción de pobreza extrema entre 2000 y 2017 (pasando de 41.4% a 11.8%, lo que implicó una reducción total de 29.4%). Pero tanto Perú como Colombia, países que no tenían un régimen progresista y seguían una línea neoliberal en la política, mostraron una reducción en la tasa de pobreza en este periodo: 25.8% en el caso de Colombia, y 20.5% en el caso de Perú (Wanderley 2020, 6).

				

				
					24	Existe una literatura abundante sobre la llamada “maldición de los recursos naturales” (véase Acosta 2009). La mayor parte explora y describe la correlación entre la abundancia de recursos naturales y el estancamiento económico, expresado como un crecimiento económico lento o como enfermedades generalizadas del desarrollo, como la pobreza, la corrupción y los conflictos sociales. El problema, sin embargo, no es la abundancia en sí. Hay muchas experiencias de éxito económico y bienestar social en países dotados de una gran cantidad de recursos naturales, y algunos casos de éxito reciente basados en esa riqueza. El problema parece surgir de la concentración de tal abundancia y sus ingresos, por un lado, y las condiciones sociales e institucionales específicas, por el otro. De hecho, estas condiciones incluyen lo que Laserna (2011) define como la “trampa rentista”, que se refiere a la convergencia de tres factores: concentración de rentas, instituciones débiles y desigualdad social. La trampa rentista, en la opinión de Laserna, impide el desarrollo porque, una vez en movimiento, recrea sistemas institucionales débiles y reproduce la pobreza y la desigualdad.

				

				
					25	En cuanto la práctica, a fines de 2011, Morales propuso la extensión de la exploración y explotación de gas a aproximadamente 12 millones de hectáreas, un área cuatro veces mayor que la de 2009. De esta área, cerca del 5% fue cedida íntegramente a multinacionales. Las nuevas medidas gubernamentales introducidas en 2012 llevaron el nivel de extracción de gas en el país a niveles sin precedentes. Asimismo, en la minería, el gobierno anunció iniciativas para la expansión a gran escala de la actividad minera más allá de las zonas tradicionales del altiplano, o altiplano occidental, donde la minería se desarrolla desde la época colonial. Un gran parte de esta nueva minería implicará la apertura de nuevas fronteras en el Amazonas (Webber 2014).

				

				
					26	En 2010 y 2011, América del Sur alcanzó una tasa de crecimiento promedio del 6.4%, con Paraguay llegando al 15%, Argentina al 9.2% y Uruguay al 8% —tasas de crecimiento vinculadas a la expansión de la economía de soja. El crecimiento económico agregado ha sido muy estable en Bolivia, con un promedio del 4.9% entre 2006 y 2012, con un ápice inicial de 6.1% en 2008 y un mínimo de 3.4% en 2009, en las consecuencias inmediatas de la crisis mundial. En 2013, el país alcanzó un nuevo récord reciente de crecimiento del 6.8%, y se colocaba entre los tres primeros países de América Latina en 2014 en términos de crecimiento del producto interno bruto.

				

			

		

	
		
			Capítulo 4. Extractivismo y la cuestión agraria

			El extractivismo como actividad económica arraigada en la extracción de recursos naturales del subsuelo, tiene una larga historia desde tiempos inmemoriales, no obstante, en la región podemos rastrear su historia desde el colonialismo europeo en el siglo XV. También fue una fuente importante de acumulación de capital y enriquecimiento (explotación imperialista) en el siglo XIX. Pero lo que llevó al extractivismo al centro del debate político, y al eje del estudio académico, fue la expansión inusitada de los flujos de capital extractivo (inversiones en la extracción de recursos naturales para los mercados capitalistas) en la década de los noventa, y la aceleración de actividades como la minería a cielo abierto, la explotación de petróleo en los bosques tropicales y la difusión de los monocultivos en la agricultura. La incidencia del extractivismo desde entonces se ha multiplicado exponencialmente, lo que se refleja en el gran volumen de estudios, informes y análisis, que han generado. Muchos informes en este contexto han documentado los impactos destructivos de estos extractivismos en las comunidades locales y el medioambiente. Otros los defienden, proclamando sus beneficios económicos. Toda forma de apropiación de los recursos naturales es el centro de análisis de los estudios críticos del desarrollo, del debate político y de la movilización ciudadana. En este capítulo se aborda esta problemática, analizando el contexto del sector agrícola.

			Se argumenta que en este contexto aparece lo que se puede llamar “extractivismo depredador” (Hollender 2016), que se refiere a la expansión de las actividades extractivas en la agricultura, la silvicultura y la pesca, y también el control extranjero de las tierras cultivables, el agua y los recursos del subsuelo. 

			Extractivismo como modalidad de acumulación y desarrollo

			El extractivismo tal como lo entendemos es un modo especifico de acumulación y una forma de pensar sobre el desarrollo, que a su vez puede entenderse como un proceso, es decir, en términos de la dinámica de la evolución del sistema capitalista o como un proyecto diseñado estratégicamente para mejorar la condición social del pueblo o una población. Así entendido, y con un enfoque central en regiones o países ubicados en la periferia de lo que se puede calificar como sistema capitalista mundial, el extractivismo se refiere a una estrategia de inversión de capital extranjero en la adquisición de tierras o la extracción de recursos naturales, con el propósito de exportar y con el fin de generar un excedente, el cual puede ser utilizado como una fuente de ganancias o como ingresos que se pueden invertir productivamente o utilizar para financiar el gasto público —programas de reducción de la pobreza, en los casos de los gobiernos progresistas. El “desarrollo” en este contexto se basa en la movilización del capital, un recurso productivo que puede utilizarse para generar riqueza de una forma u otra, y que normalmente y, de hecho, necesariamente se encuentra en alguna combinación. Esto incluye capital financiero (en forma de dinero), capital natural (en forma de recursos naturales), capital físico (fabricado e incorporado en la tecnología, la infraestructura física, los edificios, la maquinaria, etc.) y capital humano (en forma de conocimiento científico y tecnología social, capacidad de innovación). 

			En un estudio reciente de las Naciones Unidas (PNUMA, UNU e IHDP 2012), se constató que generalmente el nivel de “desarrollo” de una nación se correlacionaba positivamente con un alto nivel de desarrollo humano, y negativamente con una dependencia en el patrimonio de recursos naturales de un país, lo que algunos economistas interpretaron como evidencia de lo que otros han conceptualizado como una “maldición de los recursos” (Acosta 2009 y 2012). 

				En términos generales, el proceso de desarrollo capitalista se asocia con la transformación de una sociedad de agricultores o campesinos, con una cultura tradicional de comunalismo y un sistema de relaciones de producción precapitalistas, a un sistema moderno industrial con base en la relación capital-trabajo, es decir, en el intercambio de trabajo o mano de obra por un salario. Lo central de este proceso es la transformación del campesinado —pequeños productores directos en un proletariado industrial—, un proceso planteado por los estudiosos en el área que han nombrado la “cuestión agraria”, que tiene que ver con la problemática de si el campesinado tiene un futuro en el mundo capitalista. 

			El término “extractivismo agrario” se ha vuelto cada vez más recurrente en la literatura extractivista latinoamericana, para comprender las nuevas dinámicas y trayectorias del cambio agrario y desafiar los discursos dominantes, que caracterizan la forma actual de agricultura capitalista como desarrollo agrícola industrial. Si bien esto último implicaría un procesamiento de valor agregado, vínculos sectoriales y generación de empleo, el término agroextractivismo revela la naturaleza propiamente extractiva de la agricultura capitalista (y la economía rural de producción agroalimentario, y de productos animales y forestales), para resaltar sus implicaciones negativas del desarrollo rural. Esta distinción conceptual tiene implicaciones importantes para nuestra comprensión del significado actual de la clásica cuestión agraria cada vez más corporativizada, particularmente en el contexto de la apropiación de tierras contemporánea, los cultivos flexibles y el sistema agroalimentario.

			La cuestión agraria ha sido sujeto de un gran debate, primero en la década de los setenta y de nuevo en 2012 (Bartra 1976; Bernstein 2012; Otero 1999). Se aborda esta cuestión en términos de la interacción y la dinámica contradictoria de dos formas de capital: capital industrial, acumulado en el proceso de explotación de la clase trabajadora, y capital extractivo, que se obtiene en el proceso de explotación de la riqueza natural y la degradación del medioambiente. Como en toda coyuntura del desarrollo capitalista, estos dos tipos de capital no existen en forma aislada. El objetivo de este capítulo es analizar las dinámicas de la interacción de estos dos tipos de capital en el sector agrícola; es decir, de volver a la cuestión agraria en el contexto actual del desarrollo capitalista en América Latina. 

			Agricultura para el desarrollo: la cuestión agraria

			La evolución del capitalismo implica la transformación de una sociedad agraria, caracterizada por una cultura comunalista y relaciones de producción precapitalistas, en un sistema industrial moderno basado en la relación capital-trabajo. Como teorizó Marx, el capitalismo en este contexto tiene su origen en un proceso de “acumulación primitiva” (la separación de los productores directos de sus medios de producción), y un proceso asociado que tiene que ver con la conversión del campesinado en un proletariado industrial y la explotación de la oferta ilimitada de mano de obra agrícola excedente liberada en el proceso de desarrollo capitalista.

			Sin embargo, a pesar de la centralidad de la relación capital-trabajo en este proceso de desarrollo, la evolución del capitalismo, en cierta medida, también se basó en los avances del capital “extractivo” —inversiones en la extracción de los recursos naturales— y en la forma en que estas dos modalidades de acumulación (capital industria y capital extractivo), en diferentes contextos regionales e históricos, se combinan en el proceso de desarrollo capitalista.

			Resulta que la agricultura jugó y sigue desempeñando un papel crucial en el desarrollo del capitalismo, básicamente al proporcionar una fuerza laboral para la expansión de la economía capitalista basada en la industria moderna. Pero también ha sido un factor crítico en la evolución del capitalismo en la periferia del sistema, en la configuración de la geoeconomía del capital en diversos contextos regionales. En el caso de América Latina, esto implica la destrucción de las fuerzas productivas acumuladas en el sector industrial bajo los auspicios del estado de desarrollo. También implica una dependencia relativa en la extracción de recursos naturales, incluyendo productos agroalimentarios, y su exportación en forma primaria o con muy poco valor agregado por la mano de obra en el procesamiento de estos recursos.

			Un resultado del desarrollo capitalista de la agricultura en condiciones de la periferia del sistema mundial —aparte de su papel como exportador de materias primas y la transformación del campesinado en un proletariado—, es la formación de un semiproletariado de trabajadores rurales sin tierra, y la persistencia de la pobreza rural en condiciones de expansión de la agricultura. La vitalidad del sector resulta de la reproducción de una economía campesina de productores pequeños, orientados a la producción de alimentos para el mercado local. A pesar de los avances de capital en la agroindustria y la sobreconcentración de la propiedad en la tierra —en muchos casos, más del 70% de la tierra cultivable aún permanece en manos de una oligarquía de grandes terratenientes y filiales multinacionales—, el agricultor campesino continúa siendo un factor muy importante en el ámbito local y la economía nacional. En muchos casos representa hasta el 70% de la producción de alimentos destinados a los mercados locales. En términos generales, la economía campesina de la producción de alimentos para los mercados locales se combina con la agroindustria, cuya producción se destina a los mercados capitalistas.

			Acaparamiento como mecanismo de acceso y despojo

			En la extracción de hidrocarburos y en la megaminería, las dinámicas asociadas con el desarrollo de las fuerzas de producción por parte de los gobiernos anfitriones implican otorgar a las multinacionales una licencia para exploración, y un contrato para operaciones y ventas del producto. Por esta razón, la extracción de los recursos destinados a los mercados capitalistas depende de la relación entre el Estado y el capital; y la resolución de cualquier conflicto relacionado con los impactos socioambientales negativos y los reclamos de las comunidades también depende de esta relación. En este sentido, la dinámica del desarrollo y resistencia en la agricultura tiene diferentes modalidades a la de los otros sectores de la economía de enclave, formada en la frontera extractiva para obtener acceso a recursos y, de hecho, exprimir incluso la sangre del sudor y las lágrimas de los pobres del campo. 

			En la agricultura, el mecanismo que proporciona al capital acceso a los recursos en bruto es el acaparamiento: la inversión a gran escala de capital extranjero en la adquisición de tierras cultivables o productivas. Borras et al. (2012) estiman que desde 2007 los inversores extranjeros han adquirido unas 220 millones de hectáreas de tierra cultivable, lo que les permite extraer los productos agrícolas requeridos por los consumidores en los países del norte global sin que los inversores tengan que ingresar al mercado, importar o comprar los productos de pequeños productores y agricultores.

			De esta relación también depende la resolución de cualquier conflicto relacionado con los impactos negativos socioambientales y reclamos de las comunidades. Con respecto a esto, la dinámica de desarrollo y de la resistencia en la agricultura —las dinámicas de agroextracción, digamos—, tiene modalidades distintas, particularmente en relación con el problema de obtener acceso a los recursos y el derecho de extraerlos. 

			Un ejemplo de esto es la economía política de la producción de soja en América del Sur: Argentina, Bolivia, Brasil, Uruguay y, en particular, Paraguay, donde 60-70% de la tierra agrícola se ha convertido de la producción de alimentos destinado a los mercados locales a la producción de soja, para exportarlo a los mercados capitalistas en forma de agro- o biocombustibles (Ezquerro 2016).27 En la cosecha de 2010, la soja abarcó el 66% de la tierra cultivada en Paraguay, el 59% en Argentina, el 35% en Brasil, el 30% en Uruguay y el 24% en Bolivia.

			En el caso de Uruguay, otro estado de la República de la Soja,28 también ha convertido una gran parte de la tierra cultivable para la producción de soja. En Bolivia, la soja es el cultivo más preciado con casi 14 000 productores y 45 000 trabajadores —es decir, más que los involucrados en la producción de coca, la forma tradicional de agroextracción.

			En Argentina, la producción de soja comenzó en la década de 1970. En 1980, se produjeron 3.7 millones de toneladas, lo que representa el 10.6% de la producción total de granos de Argentina. La producción aumentó a 11 millones de toneladas entre 1996-1997, cuando los transgénicos fueron “liberados” al mercado, y a 46.6 millones de toneladas entre 2007-2008. Bajo el mandato de los Kirchner (2003 a 2009), la soja creció de 12.4 millones de hectáreas a cubrir 18 millones. Ambos mandatarios alentaron la expansión del monocultivo de soja orientado a la exportación, y cobijaron el uso de variedades transgénicas, que también causó conflictos con los productores pequeños y campesinos enfocados hacia los mercados locales, quienes lucharon por prácticas mas sostenibles. Con el fin de la administración de los Kirchner, la cosecha de soja de 2012-2013 fue de 50 millones de toneladas, lo que representaba más de la mitad de la producción total de granos de Argentina (Giarracca y Teubal 2015). Ahora más del 95% de la producción agrícola en el país se basa en semillas transgénicas con destino a las exportaciones. Actualmente, Argentina es uno de los tres principales exportadores de soja en el mercado mundial —exportada en forma primaria o procesada en forma líquida para el consumo en forma de frijoles, aceite y biocombustible (Giarracca y Teubal 2015, 54-55). 

			En la actualidad, la soja ocupa más de 20 millones de hectáreas de tierras de cultivo, que representan más de la mitad de la tierra cultivable de Argentina y el 18% de la producción mundial de soja. Un mapa construido por La Angostura Digital (http://laangosturadigital.com.ar) muestra la extensión y el grado de control extranjero del territorio nacional de Argentina. Según el mapa, casi 30 millones de hectáreas de las mejores tierras, suelos fértiles, cuencas hidrográficas, reservas naturales y reservas de minerales estratégicos en veintitrés provincias son de propiedad extranjera, y otros 13 millones de hectáreas están actualmente a la venta.

			Esta condición es típica, con variaciones en los otros estados de la República de la Soja. Es una consecuencia importante del acaparamiento, que en la actualidad representa una característica importante y típica del agroextractivismo en todo el mundo (Borras et al. 2012). Otras dimensiones y consecuencias de este proceso de acaparamiento incluyen: 

			
					La privatización y la mercantilización de la tierra, y con ella la transformación de un sistema de derechos consuetudinarios, con respecto al uso de la tierra en títulos legales de propiedad privada de la tierra.

					La racionalización del uso de tales propiedades demarcadas como una forma de capital (tierra como mercancía) al servicio de la acumulación de capital “por desposesión”.

					La reducción del espacio disponible a los productores pequeños en la economía campesina —producción de alimentos para los mercados locales.

					Formación de un nuevo “cercado”, que resulta en la separación de los productores pequeños de sus medios de producción y el abandono forzado del campo. 

					El abandono del campo causado por la degradación ambiental y social —la contaminación perniciosa del medioambiente y la salud de los habitantes de las comunidades en proximidad a las operaciones de agroextracción y de la agroindustria.

					La expulsión de las poblaciones de la agricultura y de las zonas rurales (en su mayoría campesinos y agricultores de pequeña y mediana escala, y trabajadores rurales sin tierra). Al respecto, el proceso de sojización implica la desaparición de las granjas y la reducción del espacio disponible para la economía campesina, y la producción de alimentos orientados al mercado local.

					La proletarización de los campesinos y lo productores agrícolas directos, lo que funcione (según David Harvey) como un mecanismo de “acumulación por desposesión”.

					Una disputa por los territorios y la tierra cultivable, y la lucha de los productores pequeños y campesinos para sus derechos ecoterritoriales.

			

			La agroextracción y el agronegocio

			Antes de entrar en el tema de la agroextracción y su relación con la agricultura industrial, vale la pena, y de hecho es necesario, discutir brevemente el capital industrial y extractivo como dos modalidades distintas de acumulación. Aunque ambas modalidades dependen de la explotación del trabajo y la naturaleza, la segunda requiere cada vez menos mano de obra, ya que el desarrollo se basa cada vez más en avances de alta tecnología, que acentúan la intensidad del capital y la composición orgánica del capital. Esto implica que el conocimiento científico y la innovación tecnológica como fuerza de producción es mucho más “productiva” (en cuanto la tasa de productividad o el desarrollo), y, por lo tanto, la división internacional es muy desfavorable para los países que se encuentran en la periferia del sistema mundial.

			En lugar de que se transfieran suministros ilimitados de mano de obra (trabajo) rural excedente al sector industrial, para efectuar una transformación productiva y social, el capitalismo extractivo en el contexto actual está generando un volumen de fuerza laboral y mano de obra que es excedente en relación con su utilidad para el capital (Li 2009). En otras palabras, en lugar de tener una reserva de trabajo que podría mantener deprimidos los salarios y que la acumulación de capital dependa en gran medida de la explotación laboral, la coyuntura actual se caracteriza por uno en el que el lugar o sitio de extracción (o sus recursos) son muy útiles para la acumulación, “pero las personas no lo son, para que el despojo se separe de cualquier perspectiva de absorción laboral” (Li 2009, 69).

			En la actualidad, el capital extractivo es más prominente en los países en desarrollo, aunque Estados Unidos y Europa también han experimentado un proceso de desindustrialización y erosión de la clase media, a medida que las industrias manufactureras se trasladan a otras regiones con menores costos de producción, es decir, mano de obra más barata, como China. Desde el advenimiento de la globalización neoliberal en la década de 1980, los países en la periferia del sistema mundial han experimentado una caída en la participación manufacturera tanto en el empleo como en el valor agregado, erosionando las ganancias que obtuvieron de las políticas de sustitución de importaciones en las décadas de 1950 y 1960, lo que se conoce como “desindustrialización prematura” (Dasgupta y Singh 2006; Rodrik 2016). Esto coincidió con la expansión de las actividades vinculadas al sector extractivo y un proceso de primarización de las exportaciones, facilitado por las políticas neoliberales de privatización, desregulación y liberalización del comercio, e impulsado por varias fuerzas de cambio y condiciones que convergieron para aumentar el peso del capital extractivo en el proceso de desarrollo. 

			Es casi imposible calcular con precisión la magnitud de los beneficios económicos asociados con la exportación de productos agroalimentarios y de biocombustibles, en medio de un auge de productos primarios y mercados en expansión. Pero, dado que en el sector agrícola ni el capital industrial ni el extractivo tienen que compartir las rentas apropiadas con el Estado, las rentas que en otros sectores extractivos (combustibles fósiles, minerales y metales) son sustanciales en forma de pago de regalías, los indicios indican que las ganancias asociadas con las exportaciones de productos básicos en el sector agrícola son tan altos como en otros sectores extractivos. Véase, por ejemplo, el informe del Financial Times del 18 de abril de 2013, que documentó el hecho de que los comerciantes de instrumentos financieros relacionados con las materias primas agrícolas, que están en la cima de la cadena de extracción de plusvalía o cerca de ella, habían acumulado grandes reservas de capital en el contexto de la actividad primaria y el auge de las materias primas.

			Dinámicas de la agricultura industrial

			Lo que domina la agricultura en América Latina es la intersección de capital extractivo e industrial en el desarrollo de las fuerzas de producción en el sector. El Informe de Evaluación Internacional del Conocimiento Agrícola, Ciencia y Tecnología para el Desarrollo (IAASTD 2009, 563-564), define la agricultura industrial como una “forma de agricultura que requiere mucho capital, sustituyendo maquinaria e insumos comprados para el trabajo humano y animal”. Está altamente mecanizado y especializado, a menudo basado en el cultivo de monocultivos de gran escala, dependiente de insumos externos industrializados y controlado bajo la producción del sector privado en contextos capitalistas. La transformación industrial de la agricultura, primero mediante la mecanización que redujo la necesidad de mano de obra, luego mediante la difusión de semillas híbridas y genéticamente modificadas, y finalmente la dependencia de los agroquímicos, ha llevado a “una serie de apropiaciones parciales y discontinuas de mano de obra rural y procesos de producción biológica” (Goodman, Sorj y Wilkinson 1987, 2).

			La industria no sólo ha transformado la producción agrícola en su forma técnica, sino que también ha cambiado las configuraciones particulares de las relaciones productivas y las formas de apropiación del proceso productivo. Esto ha surgido a través de nuevas formas de uso de la tierra y control de la cadena de valor, que excluyen a la mayoría rural, y en el proceso de producción extraen valor (la riqueza de los recursos naturales) incorporados en la “naturaleza”. Una de las principales formas de control ha sido a través de la concentración del mercado y la consolidación de las compañías de semillas y productos químicos, lo que ha llevado a un oligopolio de mercado controlado en gran parte a nivel mundial por sólo cuatro corporaciones: BASF, Bayer (Monsanto), ChemChina (Syngenta) y DowDuPont. Juntas, estas compañías controlan el 75% del mercado mundial de agroquímicos, el 63% del mercado comercial de semillas y más del 75% de la investigación del sector privado en semillas y pesticidas (Grupo ETC 2015, 4).29

			Más que la mercantilización y el control de los insumos agrícolas, los “cuatro grandes” también controlan el acceso a la información y las innovaciones (sobre esto, véase a Delgado Wise [2018]). Combinados, sus presupuestos para investigación y desarrollo agrícola (I + D) son veinte veces mayores que los del Consorcio de Centros Internacionales de Investigación Agrícola (CGIAR), y quince veces el presupuesto del Servicio de Investigación Agrícola del Departamento de Agricultura de los Estados Unidos para la investigación en ciencias de los cultivos, dándoles un control significativo sobre la industria agrícola (Grupo ETC 2015). Como argumenta Kloppenburg (2004, 10), la investigación agrícola ha sido “un medio importante para eliminar las barreras a la penetración de la agricultura por el capital”, al mercantilizar los insumos agrícolas y desplazar las actividades productivas fuera de la granja hacia un entorno industrial.

			La industrialización de la agricultura se ha intensificado aún más a través de la mercantilización y financiarización de la tierra y la agricultura, ya que los actores nuevos y viejos se dedican cada vez más a la especulación y la cobertura. Esto no sólo ha reforzado las relaciones desiguales de poder existentes entre los agricultores, los agronegocios y los nuevos actores financieros muy alejados de la producción, sino que ha llevado a una mayor volatilidad de los precios de los alimentos en los mercados internacionales (Isakson 2014).

			Esta concentración y control del mercado tiene implicaciones importantes para el medioambiente y las poblaciones rurales, especialmente los pequeños agricultores campesinos pobres en capital que se ven desplazados del proceso de producción y obligados a migrar. La agroindustria integra a los agricultores en sus procesos de producción y cadenas de valor, lo que requiere el uso (y la compra) de ciertas semillas e insumos químicos (aguas arriba), para cumplir con los requisitos estandarizados del mercado (aguas abajo) controlados por el mismo oligopolio del mercado agroindustrial. Estos nuevos arreglos institucionales vinculan a los agricultores con ciclos de deuda y dependencia, alterando su relación y acceso a la tierra, y otros factores de producción de formas más sutiles que el despojo físico o el desplazamiento (McKay 2018).

			Todo esto plantea preguntas importantes sobre el grado en que la agricultura industrial realmente conduce a una forma de desarrollo industrial de valor agregado en el campo, y dónde y quién se apropia el plusvalor y las rentas. En lugar de un proceso de industrialización, la agricultura industrial demuestra ser de carácter extractivo, ya que el proceso industrial se lleva a cabo en los componentes aguas arriba y aguas abajo de la cadena de valor en lugares lejanos y controlados por oligopolios corporativos. Referirse a este tipo de desarrollo agrícola como agricultura industrial es engañosa tanto analítica como políticamente y, por lo tanto, requiere una nueva conceptualización que enfatice estas características extractivas.

			La agropecuaria y el neoextractivismo 

			Aunque la tendencia es asociar el extractivismo con la gran minería, la agricultura también es un gran campo para la extracción de recursos naturales y su exportación en forma primaria —es decir, para el extractivismo como lo entendemos ahora. Los primeros campos de agroextracción eran las plantaciones de azúcar, tabaco, café, cacao, palma y frutos tropicales, como el plátano, en el Caribe, Brasil, México y Centroamérica —explotados en condiciones de relaciones de producción precapitalista, con trabajo forzado y esclavitud.

			En los años ochenta y noventa del siglo XX, el advenimiento de un nuevo orden mundial de gobernanza neoliberal (desregulación de los mercados, eliminación de las barreras al comercio libre, liberalización del movimiento y los flujos de capital), fue acompañado de una expansión de capital extractivo y las inversiones extranjeras en la adquisición de tierra cultivable (el acaparamiento), a propósito de mejorar el acceso a productos de agroextracción con una alta demanda en los mercados. En estas condiciones, la producción agrícola y pecuaria en América del Sur continúa expandiéndose, en particular aquella que está orientada a la exportación. Como observó Gudynas (2010, 37), las nuevas formas de producción y agroextracción son cada vez más intensivas y con mayores impactos territoriales, y por eso se asemejan más y más a otras formas de extractivismo: “intensas, amplias y masivas apropiaciones de recursos naturales que son destinados a los mercados globales. De esta manera, la agropecuaria queda inmersa en procesos productivos que se asemejan a los que se observan en la minería o los hidrocarburos, caracterizados por economías de enclave”. “Sorpresivamente”, señala Gudynas, “este proceso ocurre bajo gobiernos que se definen como progresistas o de izquierda”, tanto como los gobiernos que seguían la línea neoliberal en su política (sorpresivamente, porque los partidos políticos de izquierda durante décadas habían denunciado el extractivismo y la formación de economías de enclave). Sin embargo, “este extractivismo es de un nuevo tipo, difiriendo en varios aspectos del que antes practicaban los gobiernos conservadores, y donde la asistencia social y lucha contra la pobreza juegan papeles importantes” (Gudynas 2010, 37). Y como en los casos de estos gobiernos conservadores, los nuevos atributos de agroextracción —el neoextractivismo progresista en América del Sur, lo que Gudynas describe como “capitalismo benévolo”— originan nuevas contradicciones y una ola de conflictos para la agropecuaria (Barski y Dávila 2008; Giarracca y Teubal 2015).

			Conclusión

			El análisis de la dinámica contemporánea de la extracción agrícola, lleva a concluir que Bernstein (2010, 82-84) fue sustancialmente correcto en sus proposiciones sobre el impacto de las operaciones de capital extractivo en la agricultura y la naturaleza de la cuestión agraria en el siglo XXI. Bernstein propuso que el comercio neoliberal y las políticas de liberalización financiera, implementadas en el marco del Consenso de Washington sobre las virtudes del capitalismo de libre mercado, conducirían a lo siguiente: 1) un cambio en el patrón mundial del comercio de productos agrícolas; 2) la creciente demanda de recursos naturales en el mercado mundial y el comercio de futuros de productos agrícolas (es decir, la especulación estimulada por el financiamiento), lo que llevaría a un aumento en el precio de los productos agroalimentarios y la inversión extranjera de gran escala en la adquisición de tierras con fines extractivos; 3) la concentración de capital en la industria agroalimentaria, marcada por fusiones y adquisiciones; 4) el impulso de estas corporaciones para patentar los derechos de propiedad intelectual en material genético, que tendría un impacto devastador en el medioambiente, la salud de la población rural, la biodiversidad en la producción agrícola, los medios de vida basados en la producción rural y la agricultura a pequeña escala, y el acceso a pequeños agricultores familiares y campesinos para semillas y seguridad alimentaria; y 5) la formación de una nueva frontera de beneficios de la producción de agrocombustibles dominada por las corporaciones agroindustriales, lo que causa pérdida de seguridad alimentaria y soberanía.

			Bernstein planteó una serie de consecuencias negativas del modelo agroindustrial corporativo y la creciente importancia asignada a las empresas transnacionales en la cadena de plusvalía global. Como afirman Acosta (2012) y Teubal y Palmisano (2012), el extractivismo en el sector agrícola es altamente rentable. Sin embargo, también es muy costoso en términos de los impactos socioambientales que asumen las poblaciones y comunidades contiguas a los sitios de actividades extractivas. Estos costos socioambientales son inherentes al extractivismo y, como sostienen Teubal y Palmisano, el proceso de despojo asociado con la expansión del capital extractivo aumenta el poder de los grandes terratenientes y las corporaciones multinacionales en los agronegocios. 

			Este “desarrollo”, facilitado por las políticas implementadas por los gobiernos orientadas a un modelo extractivo de desarrollo agrícola, también tiene que ver con los regímenes progresistas y su política neoextractiva. En este contexto, el capital no sólo encuentra una manera de superar la barrera que la agricultura ha presentada históricamente para la expansión del capitalismo, también resulta en la expulsión de los productores pequeños orientados al mercado local, reduciendo el espacio disponible para sus cultivos. De hecho, como sostiene Svampa (2015), funciona como un mecanismo para cercar el bien común y avanzar en la acumulación de capital. Otra conclusión que se saca del análisis de la dinámica del extractivismo agrícola, es que cada avance del capital en el proceso de desarrollo genera fuerzas de resistencia. El resultado de esto se analiza en el próximo capítulo.

			

			
				
					27	La soja se encuentra en la intersección entre agroextractivismo y agroindustria. Paraguay exporta la mayor parte de la producción de soja en forma primaria o cruda, pero Brasil, el segundo mayor productor mundial de biocombustibles líquidos en el mundo, cuenta con una configuración sociotécnica integral de biocombustibles y una cadena completa desde la producción de caña de azúcar y etanol hasta combustible híbrido para automóviles, que funcionan con biocombustibles, con el apoyo de subsidios gubernamentales, un sistema regulatorio, investigación técnica y arreglos financieros (Novo et al. 2010).

				

				
					28	Sobre la República de Soja, véase Gudynas (2008). Para el caso de la economía política de la soja en Argentina, véase Giarraca y Teubal (2015); y para el caso paradigmático de Paraguay, véase Ezquerro (2016).

				

				
					29	Esta condición de capital monopolio en el sector agrícola en América Latina, refleja la dinámica global de una concentración de capital en forma de conocimiento científico e innovación tecnológica. Una representación visible de esta dinámica es Silicon Valley, pero en América Latina esta dinámica aparece como la nueva economía política de la agricultura, basada en la expansión y el avance del capital extractivo en el contexto de formación de una economía de la soja en el suroeste de Brasil y el norte de Argentina, así como más recientemente en Bolivia, Paraguay y Uruguay.

				

			

		

	
		
			Capítulo 5. Sangre de extracción: del infierno subterráneo al cielo abierto

			Desde la conquista de los pueblos originarios y la época colonial, el desarrollo de América Latina ha sido impulsado por una estrategia de extracción de riqueza de los recursos naturales para beneficiar principalmente al poder imperial. En el contexto del colonialismo europeo, los recursos naturales de mayor interés para su mercantilización fueron el oro y la plata, aunque algunos productos de agroextracción, como frutas tropicales, sal y algodón, también ingresaron a los circuitos del capital mercantil y la explotación imperialista. Desde el comienzo, el extractivismo —o los extractivismos, según Gudynas (2020)— se centró en lo que podemos llamar la “gran minería” —primero en el infierno de las minas subterráneas, y después de varios siglos (en tiempos de la era neoliberal) en minas de cielo abierto. En cierta medida, la historia del desarrollo de las fuerzas de producción en la región ha sido la historia de la minería: en la época colonial, los Altos de Potosí en Bolivia llegó a ser uno de las ciudades más grandes y pobladas en el mundo, sostenida por la minería de plata; también en México (Zacatecas, etc.) y en el desierto chileno con el descubrimiento de las mayoras reservas de cobre en el mundo, una historia ignominiosa de subyugación, explotación y subdesarrollo. En este capítulo se pretende reconstruir elementos claves y ejemplares de esta historia en el contexto de la minería.

			El contexto histórico

			Existe una confusión en los debates sobre extractivismo acerca de los conceptos de capitalismo e imperialismo. En muchas investigaciones y publicaciones, los dos conceptos no están relacionados o se ven como intercambiables, cuando en realidad se refiere a dinámicas estrechamente relacionadas pero distintas. Por un lado, el capitalismo es un modo de producción con una dinámica de acumulación y explotación de la fuerza de trabajo; el imperialismo, por otro lado, se refiere a los poderes del Estado puesto en servicio de capital para establecer las condiciones necesarias para su acumulación y expansión en el proceso del desarrollo. Como ejemplo de esto, el Estado canadiense ha desempeñado en los últimos años un rol importante en la garantía de los avances del capital extractivo canadiense. Sobre este tema, véanse Tetreault (2013) y Gordon y Webber (2008), quienes han investigado las diversas modalidades y los mecanismos particulares del rol del gobierno canadiense en términos de imperialismo extractivo. Según estos investigadores, el rol imperialista del gobierno se manifiesta de diversas maneras, incluyendo el desvío de fondos de cooperación internacional para beneficiar y ayudar a las compañías mineras canadienses a defenderse de las fuerzas de resistencia, y avanzar en un modelo de autorregulación para facilitar sus operaciones en el sector de acuerdo con el esquema de responsabilidad social empresarial (RSE).30

			Sobre el rol del gobierno canadiense en la promoción de la RSE como estrategia de autorregulación y, por lo tanto, como una alternativa al modelo de regulación estatal presentado por los regímenes posneoliberales en América del Sur en su concepción de “extractivismo progresivo”, véase Kuyek (2007). En el marco de esta estrategia de RSE, las empresas mineras canadienses han recibido apoyo financiero directo de la agencia Export Development Canada (EDC) para sus operaciones en el extranjero en forma de seguros y préstamos. Por ejemplo, en 2008 EDC facilitó las actividades extractivas canadienses en América Latina por una suma de cuatro mil millones de dólares (Kuyek 2007, 208). A través de la Agencia Canadiense de Cooperación Internacional (CIDA), el gobierno implementó en 2011 una política de cofinanciación de programas de responsabilidad social corporativa en las proximidades de las operaciones mineras canadienses en los países en desarrollo. Por lo tanto, Canadá comprometió 6.7 millones de dólares a proyectos piloto de RSE en Burkina Faso, Ghana y Perú, esencialmente para compensar a los lugareños por la destrucción ambiental y el alza o levantamiento social causado por las actividades mineras altamente rentables de IAMGold, Rio Tinto Alcan y Barrick Gold, respectivamente. Además, CIDA comprometió veinte millones a una iniciativa RSE en la región Andina (Bolivia, Colombia y Perú, para ser específicos), con el objetivo de “fortalecer la capacidad de los gobiernos y comunidades locales para implementar proyectos de ‘desarrollo sostenible’ y ‘mejorar el diálogo entre comunidades y el sector privado’”.

			Empresas canadienses en la gran minería, así como el gobierno de Canadá, el guardián de los avances de capital en el sector, además de gobiernos en América Latina alineados con este capital (incluso los progresismos de Correa en Ecuador y de Morales en Bolivia), a menudo han tachado a las activistas en el sector como criminales, incapaces de entender que todo el mundo se beneficia de sus megaproyectos y sus operaciones de extracción. Sin embargo, desde la perspectiva ecológica o del concepto de buen vivir, esto es obviamente falso. Las grandes empresas multinacionales son las que se han podido apropiar de gran parte de los beneficios de la explotación y el “desarrollo” de los recursos, y, hasta cierto punto, los gobiernos también se han podido apropiar de una porción creciente de las rentas, con pocos beneficios pero a un gran costo para las comunidades y los trabajadores. Sobre este punto, Gudynas (citado en Cisnero 2011) enfatiza que la minería es el sector con la tasa de rentabilidad más alta del mundo con 37% —pero al mismo tiempo extremadamente destructiva para el tejido social y ambiental de las comunidades afectadas, y, de hecho, para el medioambiente y el sistema que sustenta la vida en el planeta. Por ejemplo, EnCana, una compañía canadiense de petróleo y gas, tenía el proyecto de construir un oleoducto a través de la Amazonía ecuatoriana que amenazaría a todo el ecosistema y representaría un grave riesgo de derrames de petróleo. Pero una movilización masiva de los pueblos amenazados finalmente obligó a la compañía a retirarse de Ecuador en 2006. EnCana afirmó que Ecuador había sucumbido a la “enfermedad de Chávez” (Gwyn Morgan, citado en Gordon 2010, 232).

			Al final, esta enfermedad se extendió a Chile, donde Barrick Gold, otro actor importante en la minería (particularmente para la extracción de oro), buscó expandir la controvertida mina Pascua Lama, cuyas operaciones anteriores a ambos lados de la frontera Chile-Argentina causaron graves daños ambientales a la economía indígena, contaminando el agua de la que dependían las comunidades. De encontrar un régimen más plegable en el gobierno progresista de Cristina Fernández de Kirchner, la compañía había trasladado algunas de sus operaciones de lavado de agua al lado argentino de la frontera. Aun así, Barrick fue condenado por el gobierno de Chile por violar 33 leyes ambientales en sus planes de minas, que incluían el traslado de tres glaciares de agua prístina para obtener un mejor acceso a los depósitos, como si estos glaciares no fueran elementos cruciales del ecosistema del desierto de Atacama. Para las setenta mil personas que viven en la región, los glaciares son una fuente importante de agua, ya que las precipitaciones son limitadas. Además de recurrir al uso de grandes cantidades de agua glacial (las aguas más prístinas del mundo), Barrick también planeó utilizar el proceso de lixiviación de cianuro, un proceso químico por el cual los minerales se separan y que presenta grandes problemas tanto para la minería a cielo abierto como bajo tierra. Los procesos modernos de lixiviación utilizan grandes cantidades de agua, a menudo privando a las comunidades locales del agua que necesitan para actividades agrícolas a pequeña escala. Además, el proceso deja cantidades significativas de arsénico y otros químicos tóxicos en los sistemas de agua alrededor de sus operaciones. Otras investigaciones en el sector —por ejemplo, las de Giarracca y Teubal (2015) en el caso de Argentina, y de Tetreault y sus asociados (2015) en el caso de México—, nos muestran un desarrollo similar.

			Estos hechos, junto con casos mineros ampliamente publicitados en Perú, como Chile, un país minero clásico, indican que el acaparamiento de agua, un factor crítico no sólo en la minería sino también en la agricultura, representa una nueva dimensión de la crisis global del sistema capitalista. Se estima que la escasez de agua potable, resultado de un proceso de acaparamiento y de la mercantilización y extracción, es un problema que ya afecta hasta una cuarta parte de la población mundial, con un profundo impacto no sólo en la dinámica del desarrollo sino en la resistencia. La tierra fue el objeto central de la lucha de clases en el siglo XX; en el siglo XXI se estiman que será el agua. 

			Aparte de la resistencia indígena, es probable que la frontera extractiva en la minería sea testigo de un levantamiento general de los oprimidos tanto en Perú como en toda la región, con la escasez de agua actuando como catalizador. A través de la legalización letal de la minería intensificada, el estado está exacerbando la crisis inminente de agua. Se estima que cada año la minería y la metalurgia liberan más de 13 mil millones de metros cúbicos de efluentes en las vías fluviales del Perú. Debido a esta contaminación del agua que obliga a comuneros abandonar sus comunidades, muchos peruanos que no pueden irse sufren enfermedades mortales; y en los Andes centrales, por ejemplo, la contaminación de los ríos por arsénico y otros metales pesados está causando enfermedades cancerígenas entre los adultos y niños. Trágicamente, los niños son los más vulnerables a los efectos agudos y crónicos de la ingesta de metales pesados y arsénico. Esto se debe al hecho de que los niños consumen más agua por unidad de peso corporal que los adultos.

			No obstante, a pesar de los altos delitos medioambientales cometidos por empresas mineras como Barrick, y a pesar de la ola de protestas y conflictos que caracteriza el sector (49 en Chile en los años 2010-2016, una incidencia excedida sólo por México con 58 casos, y Perú sigue con 46 casos), no hemos visto muchas movilizaciones exitosas para bloquear las operaciones destructivas de capital minero. La lista de operaciones tóxicas del capital canadiense es extensiva —particularmente en América Latina, donde la minería canadiense se concentra.31 Por ejemplo, la represa de Chalillo en Belice, un proyecto de Fortis Inc., otra compañía minera canadiense, envenenó el agua utilizada por las comunidades e inundó templos antiguos de los mayas, amenazando no sólo a varias especies de fauna sino a los pueblos indígenas.

			Estos y otros megaproyectos destructivos han dado lugar a innumerables brotes de conflicto y enfrentamientos entre las empresas y las comunidades indígenas, que han sobrevivido a cientos de años de explotación imperialista y capitalista, y en las condiciones de desarrollo capitalista en el contexto actual buscan proteger lo que queda de su acceso a la tierra y reclamar sus derechos territoriales. El Observatorio de Conflictos Mineros de América Latina (OCMAL) ha documentado la extensión y la intensidad de estos conflictos. Su informe de 2018 documentó 284 conflictos publicados en el sector en 2017, con 301 proyectos en los que participan 234 comunidades en 20 países (OCMAL 2018). México tuvo el mayor número de conflictos (58), seguido por Chile (49), Argentina (28), Brasil (26) y Colombia (19).

			Después de años y años, hasta siglos, de las operaciones destructivas del capital minero, con una intensidad acelerada en el contexto actual, no queda mucho espacio y oportunidad de buscar un entendimiento entre el capital extractivo y las comunidades indígenas sobre cómo proteger los derechos de la madre tierra y la naturaleza. El alcance y la totalidad de los impactos negativos y destructivos de los megaproyectos en la gran minería, ponen en peligro tanto el acceso de las comunidades al bien común y su modo de vivir, como su misma existencia; esto es aterrador al extremo, en particular en vista de la crisis climática, por no hablar del covid-19.

			Del imperialismo y colonialismo al capitalismo extractivista

			La problemática y la narrativa histórica sobre el extractivismo no tienen sus raíces en los orígines del sistema capitalista, como muchos piensan, sino en lo que podemos llamar imperialismo; esto en el contexto de la conquista europea de los pueblos indígenas del Nuevo Mundo y sus consecuencias a largo plazo, incluso la subyugación y superexplotación de los pueblos originarios que fueron desposeídos de sus tierras y marginalizados, además de utilizarlos como fuente de trabajo forzoso; y el saqueo y pillaje de la riqueza de los recursos naturales, tanto renovables como no renovables.

			De manera general, ya hemos contado la triste historia de esta subyugación y explotación de la fuerza de trabajo y de la riqueza natural. Hay muchas narrativas de esta historia y de la prehistoria de los pueblos originarios en América, pero en su esencia —en términos del desarrollo entendido como la expansión de las fuerzas de producción— consiste en la extracción de recursos productivos, la mercantilización de estos recursos, la apropiación del excedente en forma de plusvalor, principal fuente de capital acumulado en el proceso, y la renta del suelo y subsuelo, que permitieron al Estado participar en la distribución y el reparto de botín. Según diversas narraciones, la totalidad de este excedente año tras año, y siglo tras siglo, ha sido enorme, suficiente para sostener a una gran parte de la clase dominante. 

			Para tener una mejor idea de lo que aquí se trata, resulta importante presentar unos estudios de caso más relevantes sobre el extractivismo en la megaminería y en la extracción de hidrocarburos, con el fin de exportarlos en forma primaria a los mercados capitalistas.

			La megaminería en el caso de México32

			Siendo uno de los diez principales productores de hasta dieciséis diferentes minerales y metales, como el oro, y primer productor mundial de plata desde los tiempos coloniales, México es un país clásico minero y lo ha sido por casi quinientos años. Los recursos minerales de México han sido codiciados desde la Conquista. Cuando Hernán Cortés partió a conquistar el territorio azteca en 1519, su misión era “rescatar oro” de los nativos. Al llegar a Tenochtitlán, en la Ciudad de México, le dijo al rey azteca Moctezuma que los españoles sufrían de una peculiar enfermedad que sólo el oro podía curar. En cierto sentido, esto era cierto: los conquistadores, así como los nobles y banqueros que los financiaban, estaban enfermos de codicia. El oro que adquirieron, sin embargo, parecía sólo exacerbar esta enfermedad, lo que llevó a una serie de atrocidades cometidas contra la población indígena.

			Después de confiscar el oro azteca, los conquistadores comenzaron a explorar la Nueva España en busca de valiosos yacimientos minerales y no tardaron mucho en encontrarlos, sobre todo en la forma de plata. La primera mina de plata fue encontrada en Taxco en el centro de México, apenas dos años después de la caída de Tenochtitlán. Un par de décadas más tarde, se descubrieron ricos yacimientos hacia el norte, en Zacatecas (1546), Real de Monte (1552), Pachuca (1552) y Guanajuato (1550), entre otros lugares. Desde entonces, la minería ha sido una parte importante de la economía del país.

			Los minerales de México han sido explotados por extranjeros durante siglos, primero por los españoles, y después de la Independencia (en 1821) por la capital británica, francesa y, especialmente, estadounidense. Esta tendencia se aceleró durante la dictadura de Porfirio Díaz (1877-1911), ya que el sector minero y otros se abrieron a la inversión extranjera y el saqueo. En vísperas de la Revolución, había más de mil compañías mineras que operaban en el país, de las cuales casi el 70% eran de propiedad estadounidense (Urías 1980, 953).

			La proclamación de la Constitución de 1917 marcó el fin de la mayor parte de la agitación revolucionaria. Considerada como una de las más progresivas de su tiempo, incluyó medidas destinadas a establecer el control nacional sobre el sector minero. El artículo 27 de la Constitución establece que las reservas minerales pertenecen a la nación, y que sólo pueden ser explotadas por mexicanos (individuos o empresas) a través de concesiones otorgadas por el gobierno federal. En el mismo espíritu, la Ley de Industrias Mineras fue aprobada en 1926, con el objetivo de aumentar la participación del Estado en los ingresos generados dentro del sector. Sin embargo, estas medidas se encontraron con una fuerte oposición y evasión fiscal por parte de las empresas mineras de propiedad extranjera, y, en última instancia, resultaron ineficaces. En 1930, al comienzo de la Gran Depresión, se hicieron modificaciones a la Ley Minera de México para dar cabida al capital extranjero, que controlaba el 85% de las minas en el país (Sariego, Reygadas, Gómez y Farrera 1988, 954).

			Por lo tanto, no fue hasta 1961 que el dominio extranjero en el sector minero se vio efectivamente reducido a través de la proclamación de la “mexicanización” de la Ley Minera. Esta ley estaba destinada a hacer valer el control federal sobre el sector y dar acceso privilegiado al capital nacional a las reservas minerales. Su cláusula más importante establecía que todas las compañías mineras que operan en México deben tener al menos 51% de propiedad mexicana. También limitó los periodos de concesión a veinticinco años. De este modo, a finales de la década de 1970, el capital extranjero sólo representaba el 36.7% de las inversiones mineras. El resto provino de capital privado mexicano (48.2%) y el sector público (15.1%).

			En 1975 se realizaron nuevas modificaciones con el fin de promover una mayor participación del Estado en el sector. De esta manera, en 1983 las empresas públicas controlaban alrededor del 40% de la producción minera en el país (Delgado y Del Pozo 2002, 26). Esta fue la culminación del “proceso de mexicanización”. Los principales beneficiarios eran un puñado de ricos empresarios y banqueros mexicanos que fueron capaces de obtener el control de las reservas minerales estratégicas y la infraestructura minera, ya sea directamente o mediante la gestión de préstamos a empresas públicas altamente endeudadas.

			La crisis de la deuda de 1982 marcó el punto de inflexión de una estrategia nacional de desarrollo en el marco de la industrialización por sustitución de importaciones, con una fuerte intervención del Estado en la economía, a una estrategia neoliberal de desarrollo orientada al mercado, basada en los principios del libre comercio, la privatización y la desregulación. Delgado y Del Pozo (2002) identifican dos fases durante esta transición, que ayudaron a fortalecer y consolidar la posición de las grandes empresas mineras mexicanas, antes de que el sector se abriera a la IED. La primera, de 1982 a 1988, se caracteriza por la aplicación de incentivos y exenciones fiscales (que aún están en vigor); y la segunda, de 1988 a 1996, es cuando se vendieron las reservas minerales y las empresas mineras de propiedad pública, con poca transparencia y a precios muy por debajo de su valor de mercado. 

			La liberalización del sector minero comenzó en 1992 con la promulgación de una nueva ley minera, que permitió una mayor participación extranjera en la exploración y explotación de minerales. Al mismo tiempo, los periodos de concesión se ampliaron de 25 a 50 años y los impuestos en el sector minero se redujeron considerablemente para atraer IED. Estos cambios, sin embargo, no tuvieron mucha fuerza hasta que fueron complementados por la Ley de Inversiones Extranjeras en 1996, que dejó la puerta abierta de par en par para la inversión extranjera, dando a las empresas todos los derechos y privilegios que disfrutaban sus homólogos mexicanos. Por último, en 1999 se hicieron algunas modificaciones a la Ley de Minería con el fin de simplificar los procedimientos administrativos.

			Sin restricciones reales a la propiedad extranjera, con un régimen fiscal increíblemente bajo, procedimientos administrativos simplificados y leyes ambientales que no se aplican en la práctica, México se ha convertido en el destino número uno en América Latina para la IED en la minería. En 2005, el sector atrajo 256 millones de dólares en IED, lo que representa el 21.9% del total. En 2010 atrajo el doble (514 millones de dólares), equivalente al 15.5% del total de las inversiones mineras en México en el mismo año (Secretaría de Economía 2011, 32). Dado que las empresas mexicanas siguen controlando las reservas estratégicas del país en carbón y cobre, el capital extranjero, predominantemente canadiense, está buscando principalmente metales preciosos, como el oro y la plata. Al mismo tiempo, debido a que las tecnologías mineras modernas permiten la extracción de varios tipos de minerales de la misma veta, también están produciendo zinc, plomo, cobre y otros metales.

			Durante los primeros cuatro años en el cargo del presidente Felipe Calderón, el número de concesiones otorgadas a empresas mineras extranjeras se duplicó, de 390 en 2006 a 757 en 2020. Entre 1994 y 2018, el gobierno federal otorgó 45 537 concesiones mineras al sector privado, con una superficie aproximada de 105 millones de hectáreas, más de la mitad del territorio del país (Tetreault 2020). Más del 80% de estas concesiones están asociadas con proyectos mineros que todavía están en fase de exploración, lo que significa que la mayor parte de la destrucción ambiental y la agitación social está por venir. Cabe mencionar también que el 63% de estos proyectos están asociados con metales preciosos, con aplicaciones industriales limitadas (Secretaría de Economía 2011, 22). En otras palabras, el medioambiente de México está siendo destruido, y la salud y los medios de vida de los pobres rurales se están sacrificando principalmente para producir joyas y artículos decorativos para los ricos, y para proporcionar un refugio seguro para el capital especulativo. 

			Durante la primera década del nuevo milenio, el gobierno federal entregó más de 56 millones de hectáreas de concesiones mineras a empresas privadas, equivalentes a más de una cuarta parte del territorio del país (López y Eslava 2011, 28). El artículo 6 de la Ley de Minería de México establece que las actividades mineras “tendrán preferencia sobre cualquier otro uso o explotación de la tierra”. Esto otorga al gobierno federal el derecho a expropiar tierras de pequeños agricultores y ganaderos, así como sitios sagrados de grupos indígenas, para promover operaciones mineras privadas. En esto ni las áreas protegidas, como las reservas naturales, plantean obstáculos a las empresas mineras, por su relación amistosa con los funcionarios del Estado.

			Aunque no existen datos firmes al respecto, es evidente que esta relación amistosa refleja una coincidencia de intereses, rentismo o corrupción más que un beneficio para el país. Por un lado, los costos medioambientales y sociales son muy superior a los pocos beneficios percibidos por las comunidades y el Estado mismo. Con relación a ello, se puede citar una observación relevante del auditor general, según el cual el costo de una concesión minera en México y los beneficios percibidos por el Estado en forma de una participación significativa en la renta derivada de la exportación de minerales y metales, son meramente “simbólicos”, en cuanto al pago de las multinacionales para una concesión que ni siquiera cubre los costos administrativos conexos. Según el informe, entre 2005 y 2010, el gobierno federal recogió 6.54 mil millones de pesos de las empresas mineras (equivalente a aproximadamente 503 millones de dólares en 2010, a un tipo de cambio de 13 pesos al dólar), lo que sólo representa el 1.2% del valor de la producción minera durante el mismo periodo: 552.4 mil millones de pesos (42.500 millones de dólares). A diferencia de otros países latinoamericanos, como Bolivia, que obligan a las empresas mineras a pagar al Estado un porcentaje de sus ganancias en regalías, hasta 2014 en México estas empresas sólo debían pagar una pequeña tarifa por el derecho a explorar y extraer minerales y metales. Finalmente, en 2014 una reforma a la ley incluía la obligación de pagar regalías, pero a un nivel mínimo. 

			La extracción de hidrocarburos en Bolivia y Ecuador

			La minería desde tiempos coloniales ha sido el sector mas importante en los avances del extractivismo en el proceso de desarrollo. Pero en el siglo XXI, la extracción de hidrocarburos en forma de gas natural y petróleo ha ganado a la minería en su valor estratégico para el desarrollo capitalista; esto refleja la centralidad y el peso económico de los sectores de transporte y la energía para la construcción de una economía moderna e industrial. En el contexto de América Latina como proveedor de estos recursos estratégicos, Bolivia y Ecuador representan casos paradigmáticos del neoextractivismo, la forma más consecuente y reciente del desarrollo capitalista en la coyuntura actual.

			Un gran parte de la inversión extranjera de capital extractivo en esta coyuntura fue destinado a cinco países receptores: Brasil, México, Chile, Colombia y Argentina, en ese orden. Estos países juntos habían absorbido 222 mil millones de pesos en inversiones extranjeras en 2007 y 2008, años que vieron una disminución general en las inversiones extranjeras en la escala mundial. Estas inversiones se comparan con 12.7 mil millones de pesos para Bolivia, Perú y Venezuela durante el mismo periodo, una norma que se mantiene durante la década, lo que sugiere una preferencia de estas inversiones por la extracción de minerales sobre los combustibles fósiles o la energía. También sugiere la apertura a la inversión extranjera (y no el tipo de régimen) como un factor crítico en la toma de decisiones relacionadas con la inversión de capital extractiva. Esto queda claro cuando se compara Colombia y México, países que habían mantenido su alineación con el modelo neoliberal y el poder imperial, con Venezuela, un país autodefinido como socialista, como receptores de las inversiones extranjeras de capital extractivo. 

			También podemos ver las preocupaciones de los inversores sobre el tipo de régimen en Bolivia, un país minero tradicional, pero con grandes reservas de gas natural y petróleo de alta demanda en los mercados capitalistas. En el contexto del “ciclo progresista” en la política, Bolivia mantuvo una postura de apertura hacia la inversión extranjera y ofreció condiciones muy favorables a los inversores, incluyendo la estabilidad macroeconómica (con reservas de divisas grandes en el contexto de la región). Pero, en su política antiimperialista y populista en cuanto a los recursos naturales (que pertenecen al pueblo), el régimen de Evo Morales y Álvaro García rechazaron el capitalismo de mercado libre y se guio por el socialismo del siglo XXI. 

			Bolivia como receptor de capital extractivo, es decir, las inversiones extranjeras en la extracción de sus grandes reservas de hidrocarburos y de varios minerales (incluyendo litio, un mineral que ha despertado grandes expectativas en cuanto su potencial para convertirlo en un país industrial, y también los productos de agroextracción como la soya), es un caso ejemplar de lo que podemos llamar el “neoextractivismo”. Sobre esto véanse a Gudynas (2009) y Svampa (2015). Asimismo, está el caso de Ecuador: no es un país minero, y su emergencia como exportador de petróleo es relativamente reciente —desde los años setenta, cuando realizó la transición de una economía de enclave en base de exportación de banano a un exportador de petróleo. No obstante, Ecuador es un caso paradigmático de la aguda contradicción entre el modelo extractivista y la concepción de vivir bien, embutido en la Constitución de un país multiétnico y plurinacional. Esta vital contradicción es la razón de haber seleccionada a Ecuador y Bolivia como casos de la investigación de la dinámica de desarrollo y de la resistencia. 

			El caso de Bolivia

			Al asumir el poder en 2006, Evo Morales, al igual que otros jefes de Estado constituidos en el ciclo progresista, se encaminó hacia una estrategia de desarrollo extractivista, invitando a las empresas multinacionales del sector extractivo a invertir en la exploración y extracción de petróleo, gas y minerales industriales. El gobierno siguió esta estrategia de colaboración con inversionistas y empresas extranjeras, en el marco de una política de nacionalismo en el acceso a recursos estratégicos, como hidrocarburos y minerales. En 2006, el gobierno declaró con fuerza de ley que los recursos pertenecen al pueblo, y al mismo tiempo enfatizó la importancia del sector extractivo en su política de desarrollo nacional. 

			La importancia y el papel que jugó el extractivismo en el gobierno bajo la adminsitración de Evo Morales y su vicepresidente, Álvaro García, se puede apreciar leyendo varias de las publicaciones de este último entre 2010 y 2012, años en los que el gobierno era muy criticado por sus estrategias de desarrollo. En estas publicaciones, García (2012 y 2015) presentó la estrategia extractivista del gobierno como parte de un análisis alternativo de desarrollo orientado al socialismo comunitario. En el discurso desarrollista del vicepresidente, esta alternativa también se presentó en términos de la concepción indígena de la Pachamama, es decir, de cómo vivir bien en solidaridad social y armonía con la naturaleza. Sobre esto véase Gudynas (2014b), quien concibe el posdesarrollo como crítica del desarrollo en su forma convencional, y sumak kamsay o vivir bien como alternativa. Sin embargo, en su análisis del proyecto de gobierno queda bastante claro que García entiende el desarrollo de manera muy convencional como el crecimiento de las fuerzas de producción con el objetivo de capturar el excedente económico, lo que generaría recursos fiscales y un tipo distinto de valor que permitiría salir del neoliberalismo y capitalismo.

			Según García (2011, 31-32), el “objetivo económico fundamental de la nacionalización de los recursos” era crear condiciones que permitieran al gobierno apropiarse de la ganancia, un excedente económico imprescindible para poder financiar e impulsar el proyecto, y, al mismo tiempo, superar la condición inicial del “neoliberalismo”, que García entendía como un control privado y esencialmente extranjero del excedente, una exclusión política de grupos como los campesinos o indígenas y una subordinación del Estado al capital. Para crear estas condiciones efectivamente (por una coincidencia de intereses: ganancias para las empresas y recursos fiscales para el Estado), propuso una alianza entre el Estado y las empresas multinacionales del sector extractivo. En esta alianza, las empresas extranjeras resultan ser la “madre” del proceso de extracción y desarrollo, y el Estado un “padre vigoroso que redistribuye la riqueza que le pertenece al pueblo” (García 2012a, 118).

			De hecho, el importante rol que desempeñan estas empresas en el sector extractivo se refleja en la gran cantidad de corporaciones multinacionales que aún operan en el país, muchas de ellas con contratos de exploración y perforación a largo plazo, a pesar de la declaración formal en 2011 por parte del gobierno de que la riqueza de los recursos naturales del país pertenecía al pueblo y que los ricos yacimientos minerales del país eran una “bendición”, que permite al Estado (“el pueblo”) regular la industria a nivel nacional y local —una forma radical de nacionalismo de recursos orientados hacia el socialismo comunitaria.

			Otra indicación del rol central que desempeñan las corporaciones multinacionales en el sector extractivo de Bolivia, es la continua dependencia del Estado en los mercados capitalistas tanto en sus operaciones extractivas como en la comercialización y venta del producto social. Si bien en un modelo que ha sido elogiado por la ONU por otorgar a la madre tierra (los derechos del mundo natural) un estatus igual al pueblo, el gobierno elaboró una estrategia e intentó implementar una política que obliga a estas compañías a invertir parte de su capital en el procesamiento y en la industrialización de los recursos extraídos. En esto es evidente que las multinacionales tienen la ventaja y el poder en su relación con el Estado. Una clara indicación de esto es la división del botín de las exportaciones entre el gobierno y estas empresas. Aunque es difícil calcular con precisión, parece que en el sector minero, por ejemplo, menos del 20% del valor del producto social en el sector extractivo es apropiado por el gobierno en forma de renta del subsuelo y de los recursos (derechos de exportación, impuestos y regalías); el resto es acaparado por las compañías en forma de ganancias, por los inversionistas como dividendos y por las grandes casas de comercialización de los productos básicos en forma de ganancias extraordinarias. Al mismo tiempo, los altos costos sociales y ambientales, y los impactos destructivos de las operaciones del capital extractivo, son asumidos por las comunidades contiguas a los sitios de extracción y los enclaves económicos que se forman a su alrededor.

			En los últimos años, los líderes de algunos movimientos sociales pusieron en tela de juicio el modelo de exportación extractivista, con que implicaban también elementos de la oligarquía agraria y el sector de pequeñas explotaciones familiares comerciales. Esto resultó en la fragmentación del Pacto de Unidad con la Confederación de Pueblos Indígenas de Bolivia (CIDOB) y el Consejo Nacional de Allyus y Markas de Qullasuyu (Conamaq). Las facciones más críticas del Conamaq y el CIDOB, que se separaron para formar nuevos movimientos “orgánicos”, estaban preocupadas de que el modelo extractivista requiriera establecer relaciones de dependencia con corporaciones transnacionales y bancos de desarrollo multilaterales, violando las salvaguardas ambientales y sociales legales, y aumentando la medida en que la economía de Bolivia estaba vinculada a mercados globales volátiles e instituciones de política neoliberal. En respuesta, el MAS se esforzó por deshabilitar y deslegitimar la capacidad de estas organizaciones de representar de manera independiente a los grupos indígenas. 

			El caso de Ecuador

			Ecuador bajo la presidencia de Rafael Correa, como Bolivia bajo la presidencia de Evo Morales, podemos considerarlo un caso paradigmático de extractivismo progresivo, o neoextractivismo. Antes de la era neoliberal, la economía de enclave de Ecuador dependía de la producción de varios monocultivos, principalmente la banana, de la cual era el primer exportador del mundo. Pero el descubrimiento de nuevos campos petroleros en el oriente después de 1967 transformó al país en un productor mundial de petróleo, y trajo grandes aumentos en los ingresos del gobierno a partir de 1972. 

			El periodo previo a la elección de Rafael Correa en 2006 como presidente, coincidió con un levantamiento de los movimientos sociales asociados con la Conaie, que encabezó la resistencia contra la agenda neoliberal del gobierno en la década de 1990. La campaña antineoliberal y antiimperialista de Correa, muy parecida a la de Morales en Bolivia, se basó en este malestar social causado en gran parte por la política neoliberal, y su éxito, al final, dependió del apoyo de los movimientos sociales del país. Antes de 2006, la Mesa Agraria (una coalición de cuatro organizaciones campesinas y indígenas) había firmado un acuerdo con Correa en el que se comprometía, tras la elección, a iniciar una “revolución agraria” —algo parecido al proyecto legislativo iniciado por el régimen de Evo Morales, pero nunca realizado. El proyecto incluía, aparte de la repartición de la tierra a los sin tierra, la soberanía alimentaria, una demanda centrada en la democratización del acceso a la tierra y al agua, y en los recursos estatales para la reactivación y el estímulo de la economía “campesina”. Pero, a diferencia de Morales, Correa (que fue reemplazado por Lenin Moreno en 2017) carecía de raíces profundas tanto en la sociedad civil como en los movimientos sociales y, por eso, una vez en el poder trató de desmovilizar el activismo indígena y campesino. Por lo tanto, a diferencia del proyecto de Evo Morales y Álvaro García, el proyecto de Rafael Correa de formar AP representaba un proyecto keynesiano y tecnocrático más que un proyecto de transformación social.

			En el contexto de Ecuador, las actividades extractivistas promovidas e impulsadas por el gobierno de Correa causaron estragos ecológicos y sociales, en particular en el oriente, generando profundas interrogantes sobre la sostenibilidad de la estrategia neoextractivista. Pero los beneficiarios de los ingresos derivados de la extracción de recursos y las exportaciones de crudo, en mayor parte, habían sido distanciados espacialmente de sus impactos ecológicos y sociales directos. Quedaron, como señala Herrera (2017), “afuera de la línea de fuego” del capital extractivo.

			Siguiendo el caso de Ecuador, al esconderse de la vista del público, y disfrazando los impactos destructivos de las actividades extractivas en un discurso engañoso, el régimen compensatorio de Correa (y de Moreno) ha logrado deslegitimizar las voces de oposición tanto de los críticos como de los movimientos sociales. Los opositores al extractivismo en este contexto fueron denigrados como “terroristas”, enemigos del pueblo y de la “revolución ciudadana” (De la Torre 2013). Un indicio de esto fue el arresto en 2017 de cientos de manifestantes indígenas y campesinos por protestar pacíficamente contra las políticas petroleras y mineras del régimen. Estas protestas fueron una respuesta a la declaración del gobierno de un Estado de emergencia en la provincia de Morona Santiago, en el oriente, donde el gobierno había desplegado fuerzas militares y policiales para desplazar y despojar energéticamente al pueblo indígena shuar, cuyo territorio ocupa las tierras destinadas para la minería y varios proyectos extractivos (Riofranco 2017).

			En resumen, a diferencia de Bolivia, en el caso de Ecuador no se trata tanto de la cooptación del liderazgo de los movimientos sociales, sino de engañar a los líderes de los movimientos con políticas estratégicamente enfocadas en la reducción de la pobreza y en lograr un desarrollo con una política de asistencia social (para más detalles, véase Dávalos y Albuja 2015). El resultado de esto ha sido el divorcio progresivo de los líderes de los movimientos sociales de su base de masas, en el caso de organizaciones como la Federación Nacional de Organizaciones Campesinas (Fenocin), la Conaie y la Confederación de los Pueblos de la Nacionalidad Kichwa del Ecuador (Ecuarunari). 

			Estas políticas “progresistas” han neutralizado más o menos cualquier tendencia contrahegemónica adentro de organizaciones como la Fenocin. Por lo tanto, a partir de 2013 el discurso y las estrategias políticas de la Fenocin han cambiado significativamente, al convertirse en un partidario vocal de Correa y su “revolución ciudadana”. Pero, en lugar de pedir la transformación radical de la estructura agraria de Ecuador mediante la expropiación y redistribución en masa, el liderazgo actual de la organización utiliza la soberanía alimentaria, de acuerdo con su definición reformista, como una herramienta política para negociar proyectos y recursos para su membresía, así como las medidas diseñadas y promovidas para “revitalizar” la productividad de la agricultura campesina; es decir, para hacer que el campesinado acomodado o pequeñoburgués sea más competitivo. Al concebir al Estado como el motor del desarrollo económico y social, el proyecto de Correa respondió a una serie de demandas populares nacionales, clave de la membresía de la organización campesina para mecanismos de protección contra la competencia globalizada en el sector agroalimentario (junto con medidas de bienestar complementarias para campesinos semiproletarizados). Pero esta respuesta política efectivamente debilitó las demandas más contrahegemónicas del movimiento por la soberanía alimentaria y por el modelo alternativo y anticapitalista, articulado por los principales líderes campesinos (Herrera 2017). Sin duda, este era el objetivo de Correa.

			Conclusión

			Se nos ha dicho muchas veces —y nuestro recorrido por la historia del desarrollo capitalista en América Latina lo demuestra— que la región tiene una abundancia y riqueza de recursos naturales sin igual en el mundo. Además, académicos en el campo del desarrollo nos dicen que América Latina es la región con mayor desigualdad en el mundo, en cuanto a la distribución social de la riqueza y los ingresos derivados de las exportaciones de esta riqueza y actividades económicas en el desarrollo de las fuerzas de producción. Algunos pueden pensar que esto se explica en términos del dinamismo extractivo en la región, es decir, el resultado inevitable de una dependencia extendida de la extracción, explotación y exportación de los recursos naturales para el desarrollo de las fuerzas productivas; esto en lugar de la explotación, el crecimiento del capital humano y otras fuerzas productivas más fructíferas respecto al desarrollo, como la innovación tecnológica. Sin embargo, esta explicación no es adecuada, porque no incluye un análisis de la dinámica del desarrollo capitalista y la resistencia que le corresponde. 

			El desarrollo, o la falta de ello, no se puede explicar sin tener en cuenta la interacción y la correlación de estas fuerzas. La conclusión al respecto es que el desarrollo capitalista en la región ha tenido una excesiva dependencia del extractivismo. La explicación es muy compleja, pero incluye las dinámicas desatadas en los años ochenta en los avances en el proceso de desarrollo. Primero, el proceso condujo a la destrucción de las fuerzas productivas en la industria y la agricultura, lo que resultó en una afluencia de capital en forma extractiva, es decir, capital en busca de recursos naturales para explotar y convertir en mercancías. Esto resultó en el fortalecimiento de una estructura económica centro-periferia, que condujo a una relación subordinada a las fuerzas de desarrollo capitalistas. En segundo lugar, este proceso expuso a la región a múltiples contradicciones del sistema capitalista en condiciones de crisis sistémica, que, como se ha mostrado, son más agudas en el sector extractivo, particularmente en la minería, que tiene una larga y triste historia en la región.

			

			
				
					30	Este modelo de desarrollo sostenible y RSE que establece la necesidad de una gestión vital del sector privado, denominado por sus arquitectos “crecimiento inclusivo”, fue construido por diversos think tanks conservadores y neoliberales. Pero la versión canadienese (Government of Canada 2012) puede considerarse paradigmática.

				

				
					31	Sobre esto (el dominio del capital canadiense en el sector de la minería de metales), véanse Gordon (2010), Gordon y Webber (2008), y Veltmeyer (2012).

				

				
					32	Esta sección toma elementos de Tetreault (2015). En la actualidad, la minería en México no tiene el peso en la economía que tiene, por ejemplo, en Perú y Chile, países mineros paradigmáticos. Sin embargo, la minería tenía un gran peso en la época colonial, y en la actualidad México ocupa un lugar prominente en la resistencia a la expansión de la frontera extractiva en el sector minero y en la incidencia de conflictos. 

				

			

		

	
		
			Capítulo 6. Resistencias y alternativas 

			En este último capítulo se revisa de manera general la dinámica de la resistencia a los avances del capital, en el proceso de desarrollo y los proyectos de un futuro alternativo u otro mundo posible derivados o asociados con esta resistencia. Estos proyectos incluyen alternativas construidas “desde arriba” en los bastiones de la clase política, es decir, en el campo de la política electoral, que ofrece alternativas en forma de un modelo de la economía política y de la política social, dentro los límites permitidos por la correlación de fuerza entre las clases sociales. En este ámbito, la resistencia latinoamericana ha tomado dos formas principales: el neodesarrollismo, que respeta la institucionalidad del sistema capitalista, y el socialismo del siglo XXI, que busca transformar el sistema o ir mas allá del neoliberalismo, si no del capitalismo. Estos proyectos se construyeron en un ámbito de rechazo del neoliberalismo y el capitalismo del mercado libre.

			Sin embargo, la gran mayoría de propuestas dirigidas a otro mundo y futuro posible provienen de la sociedad civil, el movimiento campesino e indígena del sector agrícola y las fuerzas de resistencia incubadas en las comunidades locales de la frontera extractiva. Esto indica que las ideas y los proyectos de una sociedad mejor y un desarrollo más inclusivo, equitativo y sostenible, otro mundo de justicia social y ambiental, no se originan en la intelectualidad de la izquierda, sino en las fuerzas de la resistencia a los avances del capital y el capitalismo en el proceso de desarrollo. O, para ser más preciso, el discurso teórico de la izquierda sobre otro mundo posible, y los proyectos que aparecen y que se perfilan en este discurso, refleja y deviene de las experiencias impregnadas con fuerzas de la resistencia. Este capítulo tiene como objetivo recapitular y reconstruir las directrices de estas resistencias y alternativas.

			En previsión de una discusión sobre alternativas nacidas en un contexto de resistencia a los avances de capital en la era neoliberal, podemos ubicar estas alternativas en tres categorías. El primero proviene de experiencias asociadas con la construcción de un nuevo orden mundial en la década de 1980, que resultó en una verdadera invasión de capitales en forma de inversión extranjera y la destrucción de fuerzas de producción en la industria y la agricultura, con el consiguiente repunte de fuerzas de resistencia en los sectores más afectados por esta afluencia de capital: el campesinado, o lo que quedó de él, un semiproletariado de trabajadores rurales sin tierra, desposeídos y empobrecidos. Las alternativas construidas en este contexto tienen que ver con la resistencia a los avances del sistema capitalista en la economía, es decir, propuestas progresistas de un modelo alternativo posneoliberal o posdesarrollo. En este contexto, la resistencia de los noventa se concretó como un rechazo de la agenda neoliberal. Pero en la década de 2000 y más allá, la resistencia se concretó en la construcción de un modelo alternativo al agronegocio empresarial orientado a los mercados capitalistas —un modelo basado en los principios de una revolución agroecológica y de soberanía alimentaria (Altierri y Toledo 2011). 

			Con este modelo, los campesinos han tratado de escapar, construir una alternativa al proceso de desarrollo capitalista, controlado por los grandes agricultores y los oligopolios corporativos, y lidiar con las fuerzas del mercado de un modo que fuese beneficioso para ellos. Sus estrategias al respecto se pueden clasificar en tres tipos: evasión, integración y creación de mercados (Vergara y Kay 2017). Para comprender la naturaleza de estas alternativas, debemos evaluar sus consecuencias en las formas en que los hogares y las estrategias colectivas se entrelazan y refuerzan entre sí en sus comunidades. En esto también es crucial determinar si la iniciativa en la construcción de un modelo alternativo y la particular combinación de estrategias que ha encontrado el movimiento en la actualidad, es capaz de proporcionar un bienestar decente para ellos, proteja su control sobre la tierra y recursos naturales, y contribuya a democratizar los hogares y las comunidades campesinas.

			Dinámica de las resistencias

			Este libro comenzó con la propuesta teórica y el principio de que la crisis del sistema, como cualquier crisis, genera fuerzas de resistencia que se pueden movilizar a la derecha o a la izquierda, dependiendo de las circunstancias particulares de la situación en la coyuntura. En el capítulo 2 se establece el fundamento de que a cada avance en el desarrollo capitalista corresponden nuevas fuerzas de resistencia, un principio que se concreta con la identificación de tres ciclos de desarrollo-resistencia en el periodo de posguerra de desarrollo, incluyendo dinámicas de desarrollo y resistencia propios de la coyuntura y situación actual, caracterizada por el avance de capital extractivo en la periferia del sistema. Este avance corresponde a los progresos en la acumulación de capital monopólico, en forma de conocimiento científico e innovaciones tecnológicas, particularmente en el sector agrícola en el contexto de una articulación del capital industrial (agroindustria) y el capital extractivo (agroextracción). Estos avances, como se plantea en el capítulo 4, en la coyuntura actual del desarrollo capitalista en América Latina se manifiesta en dos formas. Una es la formación de una fuerza de trabajo altamente cualificada que, por falta de oportunidades en la región para aprovecharla, se emigran en gran medida o se trasladan al centro del sistema, donde se concentra este capital humano. El otro es en la formación de una resistencia que, en la década de los ochenta, en forma de movimientos sociopolíticos y antisistémicos acumuló la fuerza suficiente para detener el avance de capital en la agenda neoliberal (en la macroeconomía), y, en la coyuntura actual, lidera la resistencia a los avances de capital en el sector agrícola.

			Posteriormente, se analiza la resistencia de este actor colectivo, el campesino, en la construcción de un modelo de desarrollo alternativo en la agricultura; un ejemplo consecuente que transciende los límites del sistema capitalista. Por ahora, se hace hincapié en la resistencia asociada con el avance de capital extractivo en la minería, la forma clásica y más consecuente de extractivismo en América Latina y en la sustracción de hidrocarburos (petróleo y gas natural) para el mercado mundial. Estos extractivismos han generados fuerzas de resistencia, que todavía dominan el panorama político en América Latina.

			El Movimiento de los Trabajadores Rurales Sin Tierra: la resistencia de los campesinos

			La construcción en la década de 1980 de un nuevo orden mundial, basado en los principios del capitalismo del libre mercado promulgado por los teóricos del neoliberalismo, abrió un nuevo ciclo tanto en la dinámica de las fuerzas de desarrollo como en la dinámica de la resistencia. La resistencia en este contexto fue liderada por el movimiento campesino —un movimiento construido por los pobres del campo, un semiproletariado de trabajadores rurales sin tierra y las comunidades indígenas en la frontera extractiva. El activismo de estos movimientos en la década de 1990, particularmente en Chiapas, Ecuador, Bolivia y Paraguay (véase Petras y Veltmeyer 2005 y 2011), fue una condición esencial para la formación del ciclo progresista en la política, es decir, el activismo del centroizquierdo de la clase política. En contraste con la resistencia de los otros grupos del sector popular, el movimiento campesino ha tenido un éxito notable en aglutinar las fuerzas de la resistencia en el campo, y en ofrecer una alternativa al capitalismo en el desarrollo de las fuerzas de producción en la agricultura. La agricultura ha sido un obstáculo para los avances del sistema capitalista. Se supone que esta barrera tiene que ver con fuerzas estructurales que impiden el avance del capital en el sector. Pero las investigaciones de varios sociólogos muestran que la principal barrera a los avances del capital ha sido el activismo de los campesinos en oponerse al capitalismo para construir un modelo alternativo a la agricultura.33

			Vergara y Kay (2017 y 2018) señalan que la resistencia campesina ha tomado, y sigue tomando, formas muy diferentes contra la agenda neoliberal, que dominaba la política en la década de 1990, y contra los avances del capital agroindustrial (los agronegocios) y el agroextractivismo en el nuevo milenio. Incluye, por ejemplo, la dinámica de lucha ejemplificada por el Movimiento de los Trabajadores Rurales Sin Tierra (MST), un poderoso movimiento político-social brasileño de inspiración marxista, que ha luchado por la reforma agraria y la justicia social desde la década de 1980, liderando la lucha contra los avances de capital agroindustrial y agroextractivo, el cual orientaba su producción hacía el mercado mundial. Al contrario, el MST representaba los intereses de los millones de campesinos y productores pequeños que representaban hasta el 70% de la producción local de alimentos. A propósito, el MST y la intelectualidad del movimiento campesino, en su resistencia a los avances del capital y el capitalismo en el campo y la agricultura, ha protagonizado un modelo alternativo de producción para los mercados locales, un modelo con sus pilares en la soberanía alimentaria y una revolución agroecológica (véase Altierri y Toledo 2011).

			La resistencia y el activismo del movimiento campesino incluye la formación de alianzas en el campo, no sólo en América Latina sino a nivel internacional a través de Vía Campesina, un movimiento de campesinos que aglutina la resistencia de diversos sectores con representación de 26 países de África, Asia, América Latina y Europa.34 La dinámica de este movimiento incluye la elaboración de un modelo alternativo de organizar la producción en la agricultura y la lucha contra las fuerzas de desarrollo capitalista, con apoyo activo del Estado, en forma de agronegocios corporativos.

			La formación de un movimiento que aglutina las fuerzas de resistencia de trabajadores rurales sin tierra, es una manifestación notable de la fuerza de la resistencia en el medio rural, generada por los avances del capital industrial y extractivo en el campo, y el consiguiente despojo de los pequeños agricultores y trabajadores rurales que se autoidentifican como campesinos. Pero es sólo una de varias formas de esta resistencia. Otras formas de resistencia de los “pobres del campo” (según el discurso de los economistas con el Banco Mundial), incluyen el abandono del campo y la agricultura en busca de una forma alternativa de vivir en la ciudad o más allá en el extranjero —principalmente en Estados Unidos. La investigación de esta dinámica en el contexto de México, que impulsa el Banco Mundial en su estrategia de cómo salir de la pobreza y, al mismo tiempo, alimentar al sistema capitalista con una fuerza laboral, muestra la inmensa escala de este proceso. El proceso ha producido una ola gigantesca de migración internacional de sur a norte, que incluye una dinámica de convertir al campesinado en un proletariado internacional, para formar un ejército de reserva de mano de obra excedente para el sistema capitalista.

			A pesar de la gran cantidad de trabajadores rurales sin tierra, que han emigrado por la fuerza del campo, o que son parte del movimiento campesino, un grupo internacional de investigadores de la pobreza rural sugiere que la persistencia de la precariedad en América Latina indica otra forma de resistencia en el campo poco estudiado.35 Se refiere a un gran número de campesinos pobres expulsados de la tierra, que se han resistido a los avances del capital en el sector agrícola de forma cotidiana, lo que Scott (1987) había sostenido es la forma más común de resistencia. Esta consiste en pisar a rastras, incumplimiento, hurto, robo, deserción, ignorancia fingida, calumnia, incendio premeditado, sabotaje, huida, etc. Efectivamente, en un trasfondo de desobediencia, esta resistencia se materializó como una falta de respeto a la autoridad.

			Además de estas expresiones de resistencia, que incluyen movimientos organizados por los trabajadores rurales sin tierra, la resistencia en áreas de agroextracción incluye una lucha de las comunidades para reclamar sus derechos territoriales y disputas territoriales relacionadas con esta lucha. Un ejemplo de esta dinámica es el caso del pueblo Kolla, en las provincias del noroeste de Argentina. Las comunidades indígenas de esta zona tienen una larga e intensa historia de reclamo de territorios, que fueron usurpados por un ingenio azucarero perteneciente a una de las principales familias oligárquicas del norte. Este ciclo de reclamos comenzó en la década de 1980, pero continuó en 2012 con una lucha extendida contra el ingenio azucarero Patrón Costas. 

			Otro ciclo similar de luchas para disputar y reclamar acceso a la tierra y el territorio, tiene que ver con la larga historia de resistencia de los pueblos mapuche (“pueblo de la tierra”) en Argentina y Chile. Estas comunidades indígenas, principalmente en Río Negro y Neuquén, se han organizado en las últimas décadas para recuperar sus tierras y defender los bienes comunes dentro de su territorio. Esta es una región con una amplia extensión para el cultivo de soja y una biodiversidad notable, incluidos minerales y petróleo, y ha sido objeto de diversas confrontaciones con intereses económicos, que son los principales agentes de saqueo y despojo en el territorio. Estos intereses siguen actuando con la complicidad de las provincias que no protegen a las comunidades, ni regulan la venta y concesión indiscriminada de tierras y bienes comunes (Giarracca y Teubal 2015, 70-72). 

			A parte de los reclamos de las comunidades de sus derechos ecoterritoriales y la lucha para obtener acceso a la tierra para sus cultivos, está el repudio al saqueo de los recursos naturales, a la contaminación, a la degradación de la salud de los habitantes y del medioambiente, y a la deforestación masiva que en años recientes está asociada con la expansión del modelo de soja en la frontera extractiva. Con respecto a esto se mencionará sólo un ejemplo. En el último trimestre de 2007, el año en que se puso en vigencia la ley nacional sobre la protección ambiental mínima de los bosques nativos, se emitieron nuevos permisos para talar un total de 130 602 hectáreas en los rangos forestales. De 2004 a 2007, se cortaron 807 509 hectáreas de tierras forestales. Estas cifras se refieren sólo a datos oficiales, pero presumiblemente gran parte de la deforestación se llevó a cabo sin los permisos correspondientes. Por lo tanto, se puede suponer con seguridad que, como en la Amazonía de Brasil, muchas más hectáreas fueron deforestadas.

			En febrero de 2009, la Suprema Corte de Justicia, en respuesta a un reclamo presentado en 2008 por las comunidades indígenas y campesinos de los departamentos de San Martín, Orán, Rivadavia y Santa Victoria en Salta, ordenó la suspensión de la deforestación autorizada en el último trimestre de 2007. El tribunal invocó el principio de precaución. Fue en este momento que las comunidades kolla de Salta organizaron la Coordinadora de Organizaciones y Comunidades Kollas Autónomas, que incluía a todas las comunidades de esa provincia (Qullamarka), fortaleciendo así la protesta por sus derechos y autonomía en sus territorios. Esto les permitió organizar una serie de disputas contra modelos extractivistas, incluida la deforestación de sus territorios.

			Resistencia en la frontera extractiva

			La minería, tanto en los países mineros clásicos como Perú, Bolivia y México, donde ha sido un factor predominante en la economía desde siglos, y Brasil y Argentina que en los últimos años han visto la expansión inusitada de la minería a cielo abierto, ha sido y es la principal fuente de resistencia en forma de violentos enfrentamientos entre empresas del sector extractivo y las comunidades. El OCMAL ha documentado más de 184 conflictos violentos en la minería sólo en los años de 2006 a 2010, con 284 conflictos publicados en 2017 (OCMAL 2018). Estos conflictos involucraron a 222 comunidades en nueve países y 301 proyectos mineros (véase la tabla 4). También implicaron a gobiernos y Estados de todo tipo, tanto progresistas (Argentina, Bolivia y Brasil en este momento) como neoliberales (Colombia y México). Perú, un país minero por excelencia, como Chile y México, respecto a su régimen político es un caso ambiguo e híbrido: ni progresista o posneoliberal, ni neoliberal en el sentido estricto (neoliberalismo con activismo estatal). En cualquier caso, vale la pena concentrarse en el caso de Perú en relación con la resistencia en la minería, donde la dinámica de los conflictos es bastante típica. Presenta sobre todo resistencia en contra del extractivismo, en particular los conflictos que tienen que ver con la relación del Estado con el capital (las empresas multinacionales) y con las comunidades. En muchos casos tiene que ver con la criminalización de la protesta.

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Tabla 4. Conflictos socioambientales relacionados con la minería (2006-2017)
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			Fuente: OCMAL (2018). https://mapa.conflictosmineros.net/ocmal_db-v2/conflicto. 

			En septiembre de 2017, los conflictos en la minería representaron alrededor del 70% de todos los conflictos sociales documentados por el OCMAL, y el 62% de las confrontaciones de carácter socioambiental (por el agua, en la mayoría de los casos) ocurrieron en el sector, lo que indica que el medioambiente es el mayor objeto de reclamos en la lucha. El ritmo y la escala de estos conflictos alcanzaron su punto máximo en 2009 con 270 conflictos, y su punto más bajo con 167 en 2017, con un promedio de diez nuevas disputas por año entre 2014 y 2017. Así, la dinámica de estos conflictos es una dimensión importante de la resistencia en la frontera extractiva, aunque por ser localizados y sin una política de alianzas, estos conflictos no constituyen estrictamente un movimiento social, como por ejemplo la lucha de los campesinos por la tierra o la lucha ecoterritorial de las comunidades indígenas en la economía enclave de la frontera extractiva.

			Es posible analizar el extractivismo de Perú, un país minero por tradición, en términos de cuatro dimensiones: 1) los impactos sociales y ambientales de los proyectos mineros, 2) la rentabilidad de las inversiones mineras, 3) la estrategia de desarrollo y el régimen de políticas relativas a la extracción de recursos, y 4) la lucha continua de las comunidades y los trabajadores contra el capital extractivo transnacional. La situación de Perú demuestra que en los casos de extractivismo, en el contexto actual, de una transición del neoliberalismo, o el capitalismo del mercado, a un desarrollo más inclusivo y al neoextractivismo, el capital es el que domina. Por ejemplo, en Perú, como en todos los demás casos de extractivismo, sea en forma clásica (neoliberalismo) o en forma progresista (neoextractivismo y posneoliberal), el Estado ha concesionado grandes extensiones de tierra a las multinacionales para sus operaciones extractivas, bajo un régimen de autorregulación o con una regulación muy débil en términos de protección ambiental y los derechos territoriales de las comunidades. 

			Respecto a esto, Bebbington et al. (2011) han documentado la dinámica de la resistencia al extractivismo y la expansión de la industria extractiva de minerales. El presidente Ollanta Humala llegó al poder en junio de 2011 con la promesa de apoyar a las comunidades locales contra las compañías mineras (con el lema “agua antes que oro”). Las comunidades locales e indígenas en Perú resistieron y se opusieron violentamente a la expansión planificada de las operaciones mineras por parte de un consorcio de Newmont Mining Corporation, la Compañía de Minas Buenaventura de Perú y la Corporación Financiera Internacional (CFI) del Banco Mundial. Pero en esta lucha, Humala tomó el lado de las multinacionales sobre las comunidades. Después de sólo tres meses en el cargo, envió tres mil soldados a la zona de conflicto, dejando muy claro que, aunque el gobierno acordó ordenar una revisión de los planes para la expansión de la mina, el país no detendría el proyecto de 4.8 mil millones de dólares.

			El caso de Perú demuestra claramente la dinámica asociada con la expansión de la megaminería en América Latina en las últimas décadas, en condiciones de fuerte demanda de minerales industriales en los mercados capitalistas. A continuación, según un foro de comunidades y grupos afectados por las operaciones del capital minero y de la industria de extracción de recursos, que se celebró en Lima en noviembre de 2010 (el Foro de los Pueblos Indígenas Minería, Cambio Climático y Buen Vivir), la explotación de los recursos minerales en 2009 y la siguiente década había alcanzado niveles nunca antes experimentados. Esto afecta particularmente a la región Amazónica, que tiene una inigualable diversidad natural y abundantes depósitos de oro, bauxita, piedras preciosas, manganeso, uranio, etc., codiciados por empresas multinacionales del sector minero. 

			Otra preocupación era la conexión percibida entre las corporaciones multinacionales del sector, una serie de fundaciones y las ONG, con una supuesta preocupación humanitaria o religiosa por el medioambiente y los medios de vida de los pueblos y comunidades indígenas. Al respecto, Eddy Gómez Abreu, presidente del Parlamento Amazónico Internacional, declaró que disponían de pruebas incontrovertibles de estas transnacionales y fundaciones, al ver las supuestas preocupaciones ecológicas, religiosas o humanitarias, colaborando en el esfuerzo por extraer minerales estratégicos, así como espionaje y experimentos médicos ilegales sobre la población indígena (Sena y Fobomade 2011). En efecto, alegó que las empresas mineras utilizaban regularmente fundaciones y otras ONG como una de sus tácticas para obtener el consentimiento de la población local a sus proyectos y operaciones, y manipularlas. Si es cierto, estos cimientos y las ONG continúan la larga y sórdida historia de los misioneros europeos en las Américas de expropiar las tierras de los indígenas, pero de una forma actualizada.

			Las tácticas de las empresas mineras en la lucha de clases incluyen visitar a la comunidad con el propósito de recopilar información y evaluar la situación local (por ejemplo, el grado de oposición) bajo falsos pretextos, como miembros disfrazados de una ONG interesada en el bienestar de los indígenas; organizar reuniones públicas con la ayuda de aliados locales o funcionarios “amistosos”; sobornar a los funcionarios gubernamentales con la promesa de empleos y fondos de desarrollo social; fabricar una “licencia social” (negociando con un grupo local que apoya el proyecto, aunque no representativo de la comunidad); crear un grupo de apoyo cuando no existe un grupo sumiso o de quejas dentro de la comunidad; ofrecer a las comunidades un bono económico que se puede utilizar para financiar la inversión en proyectos de salud, educación, afianzamiento hídrico, seguridad alimentaria y otros; buscar apoyo para un proyecto minero propuesto, ofreciendo un empleo remunerado a los miembros desempleados de la comunidad y trabajar para contratistas locales o contratos de servicios; comprar terrenos con acceso a las concesiones; infiltrarse en la comunidad y espiar a la oposición; y litigios estratégicos contra la participación pública, acusaciones falsas, intimidación, amenazas de muerte y acciones paramilitares. En última instancia, las empresas mineras cuentan con la violencia directa de las fuerzas militares, paramilitares y/o policiales para superar la oposición a sus operaciones mineras altamente lucrativas.

			Además de la protección estatal, las empresas mineras también utilizan la violencia regularizada, siempre y cuando sea necesario para facilitar sus operaciones. Por ejemplo, a finales de diciembre de 2018, la empresa de seguridad contratada por la mina Glencore, atacó a la comunidad de Alto Huarca y apuntó específicamente a mujeres. En abril del mismo año, varios policías y funcionarios de la mina Glencore Antapaccay, cuarenta en total, intimidaron y utilizaron métodos coercitivos contra la comunidad de Alto Huarca, con el objetivo de desalojarla de sus propias tierras y permitir la expansión prevista de los proyectos mineros.

			Para ver la realidad vivida por estas comunidades, otras cercanas a la minería y sus operaciones extractivas, y ponerla en su contexto (la expansión del capital extractivo), es importante tomar en cuenta que desde la perspectiva de las comunidades no es sólo cuestión de la salud de sus miembros y el control soberano sobre su territorio nacional, sino el entorno del que dependen para su modo de vivir, sin hablar de la vida misma. En este sentido, Mayoral (2011) informó que más de un millón de personas en la cuenca amazónica sufren enfermedades derivadas de la exposición y la ingestión de sustancias tóxicas y cancerígenas, como el mercurio. En el mismo sentido, Alarcón (2011) documentó evidencia científica de que la ciudad peruana de Oroya es una de las diez metrópolis más contaminadas del mundo, con altos niveles de plomo y azufre en el aire, y altos niveles de carcinógenos basados en la minería y relacionados, como el cadmio, el arsénico y la antinomia en el suelo, los productos alimenticios agrícolas y el suministro de agua; toxinas que también se detectaron en otras ciudades y comunidades circundantes (PNUMA 2010).

			Un ejemplo de esto es la minería en la provincia Espinar-Cusco. Un informe titulado Diagnóstico de la salud ambiental humana en la provincia Espinar-Cusco, publicado en condiciones de propagación del virus covid-19, documentó que las personas en la región cercana a la mina tenían niveles detectables de cuatro materiales tóxicos en sus cuerpos: arsénico, mercurio, plomo y cadmio. Además de la degradación directa de la salud humana, la minería en Espinar ha contaminado “aguas superficiales y sedimentos de los cursos de agua Camacmayo, Tintaya y Collpamayo” (Iqbal 2020). Y, como en la mina de Antapaccay, con una producción (es decir, extracción) de 80 000 toneladas de cobre por día, detectaban impactos ambientales de un extractivismo sumamente agresivo, como “la pérdida de biodiversidad (vida silvestre, agro-diversidad), contaminación del suelo, desborde de desechos, contaminación o agotamiento de las aguas subterráneas” —las primeras fueron objeto de protestas de las comunidades afectadas, y el último de preocupaciones de una inminente crisis causada por la extracción de agua.

			La Confederación Nacional de Comunidades del Perú Afectadas por la Minería (Conacami), una de las principales organizaciones que participan en el Foro de los Pueblos Indígenas Minería, Cambio Climático y Buen Vivir, denunció el hecho de que a finales de 2010 la gran mayoría de los sitios ancestrales en su territorio estaban en manos de compañías mineras y petroleras, que se han dado hasta el 72% del territorio nacional de Perú, con el propósito de explorar y explotar los recursos naturales del país. La Conacami alertó a los participantes del foro de las acciones del gobierno —en ese momento bajo el control del predecesor neoliberal de Humala, el presidente Alan García—, al declarar treinta y tres megaproyectos como de “interés nacional”, y así dar un paseo fácil con respecto a la necesidad de presentar un estudio de impacto ambiental. Los acontecimientos posteriores en el marco del régimen extractivista establecido por Humala, indicaron que nada había cambiado: el gobierno continuó al margen del capital extractivo contra las comunidades locales en el proyecto de desarrollo de recursos naturales (Kozak 2012).

			Estos y otros informes de este tipo reflejan el hecho de que Perú, junto con Ecuador, son algunos de los principales sitios latinoamericanos de lucha de clases por la extracción y explotación de recursos naturales. Un importante punto focal continuo en esta lucha se relaciona con la mina Conga, la mayor operación de extracción del país y una de las más grandes de toda la región. Esta expansión de la mina, conocida como el Proyecto Conga, una iniciativa conjunta entre la Newmont Mining Corporation, con sede en Denver, y la peruana Buenaventura (y la CFI del Banco Mundial), ayudaría a la compañía (y al gobierno) a cumplir el objetivo de producir siete millones de onzas de oro y cuatrocientas millones de libras de cobre para 2017; un importante impulso tanto a las rentas de recursos (regalías e impuestos) recaudadas por el gobierno como a los beneficios de la compañía.

			Sin embargo, estas inmensas rentas y beneficios tendrían el costo de devastar la tierra, el agua y los medios de vida de las comunidades indígenas locales que rodean las operaciones mineras. En diciembre de 2011, Humala declaró el estado de emergencia de sesenta días después de que estallaran una serie de violentos enfrentamientos entre la policía y los manifestantes en Cajamarca; una huelga general y bloqueos de carreteras paralizaron la región. En ese momento, gran parte de la ira se derivó de un regaño realizado por Humala, un expopulista de izquierda-nacionalista y radical en el molde de Evo Morales. Humala se pronunció en contra de las empresas mineras extranjeras durante su campaña electoral para la presidencia, e incluso insinuó la posible nacionalización de la industria. Sin embargo, desde que asumió el cargo en el verano de 2011, se ha puesto del lado de las empresas mineras en su conflicto con las comunidades indígenas. 

			En febrero de 2012, al mismo tiempo que la presidenta Cristina Fernández de Kirchner se enfrentaba a una situación similar en Argentina, la resistencia al Proyecto Conga continuaba, tomando la forma de una marcha nacional por el “agua y vida”; una movilización que obtuvo un amplio apoyo público, así como la participación activa de diversos grupos y sectores sociales. 

			Los miles de manifestantes que llenaron el centro de Lima durante la marcha, pidieron al gobierno que cancelara el proyecto por temor a que los estanques y embalses de la mina se filtraran a los suministros locales de agua. En el momento de la redacción de este trabajo, esta oposición ha logrado que el gobierno suspenda el proyecto. Si lograra detener un proyecto que el gobierno ha declarado de importancia estratégica, también proporcionaría un gran impulso a las fuerzas de resistencia en toda la región, y sería visto como una gran victoria para el pueblo en una lucha de clases contra el capital, uno de los pocos éxitos en los últimos años. Además, señalaría un cambio en la correlación de las fuerzas de clase, una de las varias razones por las que la resistencia probablemente no tendrá éxito: hay mucho en juego, tanto para las compañías mineras como para el Estado. Lo más probable es que el gobierno se movilice en apoyo del capital minero, y tome medidas para crear las condiciones que permitan que el proyecto continúe, ya sea por cooptación o represión. 

			Desarrollo alternativo o alternativas al desarrollo 

			En el capítulo 2 se estableció el principio de que cada avance en el proceso de desarrollo da como resultado la generación de nuevas fuerzas de resistencia. En este capítulo se avanza la hipótesis de que en el último ciclo de desarrollo y resistencia en la era neoliberal, las fuerzas de oposición toman la forma no sólo de movimientos antisistémicos —luchas de clase para la tierra y trabajo, y, en el contexto actual, una lucha eco- y socioterritorial para conseguir el acceso al bien común y los derechos territoriales de la comunidad—, sino también de propuestas concretas para lograr un posdesarrollo y experimentos en la construcción de otro mundo, es decir, un desarrollo más inclusivo, equitativo y sostenible. A continuación, se resumen las alternativas más consecuentes atentadas o logradas en el contexto actual del último ciclo de desarrollo-resistencia.

			El socialismo del siglo XXI: las economías social, solidaria y ecológica

			Una característica del socialismo del siglo XXI, para diferenciarlo del socialismo del siglo XX, ha sido la construcción de una economía solidaria y comunitaria; es decir, avanzar el socialismo hacia una forma de desarrollo local comunitario con el activismo de las organizaciones de base (“desde adentro y abajo”). En los casos de Ecuador y Bolivia, el proyecto de socialismo comunitario tenía dos vertientes: el desarrollo local en términos de construcción de una economía solidaria y comunitaria, y el concepto indígena de buen vivir, es decir, de cómo vivir bien en solidaridad social y armonía con la naturaleza. No obstante los casos de éxito en la construcción de economías sociales y solidarias con base en el comunalismo y desarrollo local (en particular, las caracoles de las zapatistas), es evidente que en el caso de Bolivia y Ecuador el proyecto “socialista” de posdesarrollo en forma de desarrollo comunitario (construcción de economías solidarias y comunitarias) se convirtió, como argumenta Silvia Vega (2019), profesora de la Universidad Central de Ecuador, en una “apuesta fallida” por causa de las contradicciones del sistema capitalista en forma de extractivismo.

			Como sostiene Acosta (2009), el extractivismo, inclusivo en su forma progresista en Bolivia y Ecuador, es una maldición más que una bendición, profundizando la crisis del sistema en lugar de resolverla. Por sus pecados, podemos decir, los proyectos de Evo Morales y Correa sufrieron de un desfase entre el discurso y las planificaciones estatales efectivamente desarrolladas. Véase, por ejemplo, la evaluación hecha por Acosta (2013) y Dávalos y Albuja (2015) sobre la política nacional y el modelo de desarrollo perseguido por el presidente Correa. Igualmente revelador es el libro de Vega (2019) sobre los casos de proyectos impulsados por Correa y Morales.

			Los proyectos de desarrollo nacional de Morales y Correa, como el proyecto de Revolución Bolivariana de Hugo Chávez, fueron construidos en los marcos del socialismo del siglo XXI —un socialismo sostenido en el caso de Venezuela por una conciencia revolucionaria fundada en una ética socialista de desarrollo humano, pero en los casos de Bolivia y Ecuador por una larga experiencia en América Latina con la construcción de una “economía social, solidaria y ecológica” (Barkin 2021). Además de las resistencias y alternativas formadas en la esfera política del desarrollo nacional, y las fuerzas de resistencia que han surgido en la frontera extractiva, América Latina constituye un gran campo de experimentación, con modelos alternativos de economía social y solidaria a nivel de desarrollo local.

			Actualmente, a lo largo de América Latina, existen grupos y comunidades que están organizando vías alternativas para asegurar su supervivencia y la de sus comunidades en el contexto de crisis en que viven. Lo que ha surgido en este contexto de experimentación con la construcción de una alternativa al desarrollo capitalista, es el concepto de una economía social y solidaria fundada en el cooperativismo, el desarrollo local, y, en algunos contextos (por ejemplo, Argentina, Chile, Bolivia y Perú), la autogestión de los trabajadores. Según Barkin y Sánchez (2017), este proyecto y las estrategias que lo encarnan reflejan una larga historia de experimentos de este tipo, pero en el contexto actual han surgido específicamente entre grupos y comunidades campesinos e indígenas, que se han organizado colectivamente en áreas rurales que, al mismo tiempo, han forjado economías sociales que demuestran su compromiso con la solidaridad social; lo que Barkin (2021) define como “economía ecológica desde abajo”. 

			La proliferación de estas iniciativas, argumenta Barkin, refleja un reconocimiento de la importancia del desarrollo humano y la relación de los procesos socioeconómicos con el medioambiente; relación recuperada en el concepto indígena del buen vivir (Acosta 2012; Gudynas 2013 y 2014a). Pero, más que eso, reflejan los esfuerzos de muchas comunidades por buscar una alternativa a las condiciones provocadas por la expansión de capitalismo en su forma actual de extractivismo. En estas condiciones, los diversos experimentos en la construcción de una economía social y solidaria reflejan la intención de las comunidades indígenas y campesinos de la frontera extractiva de enfrentar lo que los zapatistas han llamado la “hidra capitalista”.

			Existen diferentes formas de entender el surgimiento de esta alternativa. Según Barkin y Sánchez (2017), esto refleja el activismo de un “nuevo sujeto colectivo”, una nueva fuerza revolucionaria o agencia trasformadora. Sin embargo, hay quienes lo ven como una estrategia elaborada por el Banco Mundial y otras agencias de Cooperación Internacional, en busca de una válvula de escape de las presiones sobre los gobiernos de la región de los migrantes internos, los “pobres del campo” cuya respuesta a la modernización de la agricultura (trabajo y migración) excede la capacidad del sistema. En torno a esta perspectiva, estos organismos internacionales de Cooperación Internacional desarrollaron una nueva estrategia basada en el capital social de los pobres y su empoderamiento en el desarrollo local y comunitario, y en el marco institucional de la descentralización. Un tercer enfoque teórico y analítico sobre la economía social y solidaria representa una fuerte tendencia dentro de la intelectualidad de izquierda, que, en la década de los noventa, tomó como referencia al zapatismo —no desde su levantamiento en 1994, sino desde su empeño por construir una sociedad alternativa al margen del sistema capitalista. La izquierda en este contexto respondía a un desencanto en el sector popular (“¡Que se vayan todos!”), y rechazó al partido político como instrumento para su gestión y práctica, a favor de la “acción social”.

			Sea como fuere, la expansión del capital extractivo en el proceso de desarrollo resultó no sólo en un nuevo ciclo progresista en la política, sino también en una afluencia de experimentos en la construcción de una economía social y solidaria, una economía ecológica construida desde abajo, que, según Barkin, se basa en principios ampliamente consensuados en el movimiento social popular: principios de autonomía, solidaridad, autosuficiencia, diversificación productiva y gestión sostenible de los recursos territoriales y regionales.

			La voz indígena y la ucronía del buen vivir

			Díaz y Chacón (2014) analizan uno de los aspectos centrales de los conflictos socioambientales: la relación capital-naturaleza. Los autores reflexionan sobre el concepto indígena de buen vivir en cuanto las posibilidades que abren las experiencias constitucionales de Ecuador y Bolivia, al situar a la naturaleza como nuevo sujeto de derecho, y para pensar un horizonte civilizatorio alternativo y endógeno para la región, basado en formas de organización comunitaria y solidaria que tengan como meta o referencia modélica elementos propios de la cosmogonía de los pueblos indígenas latinoamericanos. Debido a la contradicción entre ese concepto y la práctica política del gobierno de Rafael Correa, que aseguró la incorporación del concepto de los derechos de la naturaleza en la Constitución, se discutió el buen vivir como una idea, una ucronía, en vez de una experiencia o modelo. En todo caso, se pueden discernir las pautas de un modelo basado en el paradigma de este concepto, que se construyen en una confrontación con el modelo de la modernidad, el progreso y el desarrollo occidental, en un movimiento descolonizador indígena. 

			En la práctica, el proyecto de buen vivir construido en Ecuador y Bolivia no ha podido avanzar, principalmente por la relación contradictoria de este con el modelo neoextractivista primario-exportador utilizado por los gobiernos progresistas de Evo Morales y Rafael Correa. Debido a la contradicción entre la práctica y la teoría e ideología del indigenismo, ambos gobiernos entraron en una relación conflictiva con el movimiento indígena, que al menos en el caso de Bolivia mantuvo el neoextractivismo como guión de su práctica. 

			Conclusión

			Este libro comienza con la observación de que cada fase o ciclo extendido en el desarrollo de las fuerzas productivas en condiciones de crisis, conduce al surgimiento de nuevas fuerzas de resistencia. Queda por ver si las fuerzas de resistencia a los avances del capital financiero y extractivo son suficientes para poder generar un proceso contrahegemónico, o si apuntan en la dirección de una distopía ante la crisis sistémica en curso. También se plantea la hipótesis de que en el contexto actual, la dinámica de esta resistencia expone contradicciones que están empujando al sistema hacia y más allá de sus límites. La idea aquí es que en el vórtice de estas fuerzas no sólo aparecen condiciones de conflicto político, sino propuestas alternativas de cómo salir de la crisis y encaminarse hacia otro mundo de desarrollo inclusivo y justicia social y ambiental. En efecto, se propuso que la resistencia conduce a alternativas, argumento que en este capítulo se sostiene en el contexto de los avances del capital extractivo en la minería y en la extracción de hidrocarburos, los dos sectores de mayor importancia para el desarrollo en América Latina. 

			Se concluye que la resistencia a los avances de capital en el proceso de desarrollo ha tomado y sigue tomando diferentes formas. Se puso la resistencia en cinco categorías de mayor relevancia: 1) el proyecto de neodesarrollismo construido a propósito de incidir en el rumbo de la macroeconomía por la clase política; 2) la múltiple resistencia del movimiento campesino en el ámbito rural y la agricultura; 3) la resistencia cotidiana de los pobres del campo que habían decidido no migrar de su ámbito rural y buscar cómo pueden sobrevivir en los intersticios del sistema capitalista; 4) la resistencia en forma de dejar atrás o ir más allá del mercado y el Estado en la construcción de una economía social y solidaria; y 5) la resistencia de las comunidades en la frontera extractiva en una forma de enfrentar directamente los impactos negativos y destructivos de los proyectos y las operaciones del capital extractivo, y en la formación de un movimiento ecoterritorial.

			En efecto, se llega a la conclusión de que la resistencia más trascendente en el contexto actual ha tomado la forma no de una lucha de clase por la tierra y el trabajo como en el transcurso del siglo XX, sino una lucha ecoterritorial de los indígenas y campesinos, los pobres del campo que han optado por el camino de la resistencia en lugar de la emigración, en una fuerza de trabajo para el sistema capitalista. Esta lucha incluye relaciones conflictivas con empresas capitalistas y multinacionales del sector, protestas por los impactos socioambientales negativos y destructivos de las operaciones extractivas, y una demanda por obtener acceso al bien común y respeto de sus derechos territoriales. 

			En el intento de medir la fuerza de esta resistencia, se enfrentó la cuestión de si las comunidades en la frontera extractiva, como sostiene Barkin, constituyen un nuevo actor o sujeto colectivo revolucionario, es decir, una fuerza contrahegemónica con capacidad para liderar un proceso de cambio revolucionario o una transformación social. No se pudo afirmar la tesis de Barkin, propuesta en un debate no resuelto, lo que requiere más investigación y más estudios de caso. Pero lo que ha podido comprobarse es que la resistencia de las comunidades en la frontera extractiva constituye un rico repositorio de propuestas y experimentos en la construcción de otro mundo. Es demasiado temprano para poder evaluar el balance de las fuerzas de esta resistencia, pues requiere una mirada más cercana y una investigación más profunda.

			

			
				
					33	Sobre las dinámicas de esta resistencia, véase Vergara (2014). 

				

				
					34	Sobre la dinámica de este movimiento, véase en particular Martínez y Rosset (2008 y 2010).

				

				
					35	Sobre esto véase Boltvinic y Archer (2016), quienes ofrecen una síntesis de un debate no resuelto sobre la cuestión agraria en la actualidad.

				

			

		

	
		
			Reflexiones finales

			América Latina tiene una larga experiencia con el extractivismo como forma de acumulación de capital y en el desarrollo de las fuerzas de producción. El primer caso histórico en la época del colonialismo y el extractivismo europeo, tenía que ver con una política y práctica imperial; es decir, tomó la forma de imperialismo extractivista —el saqueo de la riqueza y los recursos naturales extraídos del territorio de los pueblos originarios e indígenas, que, con la apropiación de su riqueza natural, fue violentamente desposeído de la tierra y sus medios de producción, y sometido a condiciones de esclavitud y sobreexplotación. En la era poscolonial, con la dependencia lograda a principios del siglo XIX, encontramos otra forma de extractivismo —la apropiación de la tierra y la extracción de sus recursos naturales— dentro del sistema capitalista. En esta coyuntura histórica, los investigadores han observado el surgimiento de un proceso de desarrollo capitalista, con una dinámica asociada con el desarrollo capitalista de las fuerzas de producción, y el surgimiento de fuerzas de resistencia relacionadas con este progreso. El desarrollo capitalista de las fuerzas de producción en la región, como en otras partes del mundo, comenzó con la separación de los pequeños productores, la mayoría de los cuales producían y trabajaban en relaciones de producción precapitalistas en una economía campesina, de sus medios de producción y el bien común, lo que resultó en el empobrecimiento de los campesinos y forzosamente su emigración a centros urbanos en busca de otra forma de vida —el trabajo asalariado—, que resultó en la formación de un proletariado, o más bien en condiciones de expansión del capital en la década de 1980, un semiproletariado de trabajadores rurales sin tierra, que, junto con las comunidades indígenas en el caso de Ecuador, montaron poderosas fuerzas de resistencia en la década de 1990.

			La conclusión principal de mis investigaciones sobre la dinámica del desarrollo en América Latina a lo largo de tres décadas de la era neoliberal (la década de 1990 y lo que viene en el nuevo milenio), fue una correspondencia entre las fuerzas de desarrollo capitalistas y las fuerzas de resistencia a esta dinámica. La conclusión sirvió como una hipótesis para guiar la investigación de campo. La hipótesis era que cada avance de capital en el proceso de desarrollo despierta o genera nuevas fuerzas de resistencia. 

			En primera instancia, esta hipótesis se constató al descubrir y reconstruir las dinámicas de tres ciclos de resistencia al desarrollo capitalista en la era neoliberal. El primer ciclo se desplegó en la década de 1980, con la implementación de un modelo neoliberal en la política macroeconómica de varios gobiernos dentro los marcos del Consenso de Washington sobre las virtudes del capitalismo de libre mercado —un proceso que avanzó (en México, Brasil, Perú y Argentina) en forma radical en la próxima década.36 El desarrollo capitalista en este contexto incluyó 1) la destrucción de las fuerzas de producción en la agricultura, y en algunos casos en la industria (particularmente en México y Brasil); 2) la expansión de los flujos de capital en forma de inversiones de capital extranjero (el capital extractivo a un ritmo creciente); 3) la reprimarización de las exportaciones del producto social, fortaleciendo la estrategia extractivista en la política; y 4) la formación de un semiproletariado de trabajadores rurales sin tierra, que, junto con las comunidades indígenas en Ecuador (y México, en el caso del zapatismo), llegaron a liderar la resistencia contra el modelo neoliberal y la agenda política —un mecanismo para asegurar que el capitalismo no avanzara en la región.

			Al parecer, la resistencia en estas condiciones y la articulación tomó dos formas principales. Uno fue la formación de un movimiento campesino, con su expresión más significativa en el MST, cuya resistencia se manifiesta en la dinámica política de las ocupaciones de la tierra (véase Robles y Veltmeyer 2105), y en la construcción de un modelo alternativo de desarrollo en la agricultura basado en la revolución agroecológica y una política de soberanía alimentaria —una política acordada con el movimiento campesino global (Vía Campesina). Otra expresión de resistencia frente a los avances del capital en la década de 1990, fue el movimiento campesino e indígena contra la agenda neoliberal. Este movimiento fue lo suficientemente fuerte como para detenerla y generar una desincronización con el neoliberalismo, que creó condiciones que permitieron a la clase política de centroizquierda asumir el poder, resultando en la formación de un ciclo progresista en la política.

			En las dos décadas del nuevo milenio pudimos detectar otro ciclo de desarrollo y resistencia, que corresponde a los avances en el capital extractivo y el extractivismo en la agenda de los gobiernos progresistas y neoliberales. Esta dinámica tomó la forma de neoextractivismo, un modelo de dos patas: 1) el neodesarrollo en forma de una nueva política social orientada a la reducción de la pobreza (para lograr un desarrollo alternativo más inclusivo), y 2) el extractivismo en la forma de financiar una estrategia de reducción de la pobreza (por capturar la renta del suelo y de los recursos).

			En esta investigación se llegó a la conclusión acerca de la dinámica del desarrollo capitalista y de la resistencia en la frontera extractiva. En el capítulo 2 se reconstruyó la dinámica de la nueva geoeconomía capital en América Latina, mientras en el capítulo 3 se describió la dinámica correspondiente en la política, es decir, un ciclo progresista. Con esto se constata el papel preponderante del movimiento campesino en la resistencia —en detener la agenda neoliberal de muchos gobiernos y en ofrecer en la práctica un modelo alternativo de desarrollo de las fuerzas de producción en la agricultura (en forma de una economía de producción para alimentos orientada al mercado local). Se concluyó que el campesinado, en forma de trabajadores rurales sin tierra, constituye la principal barrera a los avances del capitalismo en la agricultura. Sin embargo, esta resistencia no pudo impedir ni la expansión del capital extractivo ni la agroextracción en forma de una economía de soja en el Cono Sur (Argentina, Bolivia, Paraguay, Uruguay y Brasil). Esta dinámica incluyó la conversión de la tierra para cultivar productos agroalimentarios en la producción de agrocombustibles. Esta expansión, facilitada por la interacción entre el capital agroindustrial y extractivo, y la alianza entre el capital y el Estado, ha dado lugar a una reducción del espacio para la producción campesina y un nuevo mercado del bien común. Esta dinámica ha permitido otro ciclo de acumulación por desposesión, y, en este contexto, la expulsión y la emigración de los pobres del campo los ha convertido en un ejército de reserva para los mercados laborales del sistema capitalista.

			El análisis en los capítulos 4 y 6 ha permitido reconstruir la dinámica asociada con la expansión de la frontera extractiva. En el capítulo 4 se analizó la dinámica asociada con la agroextracción y la expansión del capital extractivo en la agricultura. En el capítulo 5 se reconstruyó la dinámica de capital extractivo en el desarrollo de las fuerzas de producción en la minería, el sector de mayor importancia tanto para el extractivismo clásico como para la nueva geoeconomía del capital. Se discutió el caso de México, no tanto porque represente el ejemplo más importante o sobresaliente de un país minero, sino porque permite reconstruir la dinámica histórica de diversos ciclos en el extractivismo en la minería, desde la época colonial hasta la era neoliberal. En el capítulo 6 se describió la dinámica de las fuerzas de resistencia (en forma de conflictos entre las comunidades y las empresas multinacionales) que corresponden a este “desarrollo”.

			Los casos de Bolivia y Ecuador, en términos de la dinámica de desarrollo y la resistencia en la minería y en la extracción de hidrocarburos, han permitido presentar las conclusiones relevantes para entender tanto las oportunidades como los límites del extractivismo como modelo y estrategia de desarrollo nacional —un desarrollo alternativo que es inclusivo y sostenible, y que señala otro mundo de justicia social y ambiental. La relevancia de estos dos casos del extractivismo es que representan la forma más radical y progresiva de combinar el desarrollo con el neoextractivismo, lo que permite identificar y exponer las contradicciones fundamentales del sistema capitalista y de los extractivismos.

			La característica sobresaliente del extractivismo en Bolivia y Ecuador es que tiene su base en los movimientos —en las comunidades y el movimiento indígena. No sólo fue un factor detonante en la formación de un régimen progresista en la política, sino que resultó37 en la construcción de un país multiétnico e intercultural con un compromiso constitucional para proteger los derechos de la naturaleza, un elemento vital de la concepción indígena del buen vivir o vivir bien. En ambos casos, este compromiso constitucional dio lugar a una aguda contradicción entre esta concepción indígena de cómo vivir en condiciones de solidaridad y armonía con la naturaleza, y el modelo extractivista de desarrollo nacional. En ambos casos, bajo la presidencia de Evo Morales en un caso y la de Rafael Correa en el otro, el gobierno siguió un camino construido sobre la base de una alianza con capital global (inversionistas y empresas multinacionales) en el sector extractivo. Y ambos gobiernos, al final del camino, perdieron su base en las comunidades y movimientos indígenas al seguir una política extractivista que contradice su compromiso con el buen vivir y una forma alternativa de desarrollo o posdesarrollo.

			En el último capítulo del libro se abordó la cuestión de las alternativas que han emergido en el contexto de la resistencia a los avances de capital extractivo en el proceso de desarrollo. Estas alternativas, o formas de posdesarrollo, incluyen propuestas para un desarrollo más inclusivo en forma de una nueva política social centrada en la reducción de la pobreza; propuestas de una alternativa no sólo al neoliberalismo, sino también bajo formas antisistémicas (buen vivir, socialismo del siglo XXI, etc.). También esto incluye una referencia a diversas experiencias con la construcción de una economía social y solidaria (Coraggio 2011), y a propuestas de un desarrollo alternativo en la agricultura; proposiciones del movimiento campesino orientados hacia la producción sostenible de alimentos para los mercados locales en condiciones de armonía con la naturaleza, y en condiciones de soberanía alimentaria y biodiversidad.

			Se presentan estas resistencias y alternativas no como soluciones a la crisis sistémica en América Latina y otras partes del mundo, sino con la esperanza de abrir un debate sobre el tema. La posición de este libro, teniendo en cuenta el argumento que se ha construido capítulo por capítulo, es que la crisis sistémica del capitalismo, como cualquier otra, se presenta no sólo como un desafío intelectual y político, sino como claves de una solución, es decir, una salida de la situación en la que se encuentran las fuerzas del cambio movilizadas por la misma inestabilidad. 

			Sin duda, la crisis del covid-19 se resolverá tarde o temprano a través de la gestión colectiva de la comunidad de naciones, de gobiernos informados y apoyados por comunidades de científicos de epidemiología. Pero la dificultad sistémica del capitalismo es otra cuestión. Por un lado, el propio sistema genera fuerzas de resistencia con la capacidad de hacer frente a la crisis, si no para derrocar el sistema, el sueño perenne de la izquierda. Hasta ahora, al menos en el contexto actual del proceso de desarrollo capitalista en la periferia latinoamericana, estas fuerzas no son lo suficientemente poderosas como para constituir una fuerza revolucionaria e inducir una transformación del sistema. Desafortunadamente, es una de las conclusiones de esta investigación.

			Pero cuando pensamos en el neoliberalismo, es decir, el capitalismo de libre mercado, la realidad es más alentadora. En primer lugar, nunca existió como tal; es decir, el neoliberalismo en el contexto actual sólo funciona como una ideología, no como una práctica o modelo económico viable. A finales de la década de 1980, sólo seis años después del Consenso de Washington y su fe en las virtudes del capitalismo de libre mercado, los guardianes del nuevo orden mundial reconocieron que el neoliberalismo no funcionaba y defendieron la necesidad de buscar un mejor equilibrio entre el mercado y el Estado. Varios gobiernos de la región (particularmente Argentina, Brasil, México y Perú) insistieron en avanzar en la agenda neoliberal en su política, pero este progreso se detuvo a través del activismo de los movimientos campesinos, que tuvieron la fuerza para detener el avance, aunque no para poner fin al neoliberalismo. 

			Sin embargo, ni el capitalismo ni el extractivismo parecen estar a punto de desaparecer. El extractivismo como modelo y estrategia de desarrollo nacional está presente en la práctica tanto de los gobiernos de México como otros gobiernos progresistas, por ejemplo, Bolivia y Ecuador. Se analizó en particular las ideas de García Linera, vicepresidente de Bolivia y el principal ideólogo del régimen, en relación con el extractivismo; un modelo y práctica que contradice fuertemente el concepto indígena del buen vivir propuesto por el gobierno (véase la discusión en la introducción y el capítulo 3). Con esto observamos cómo García Linera, a pesar de su adhesión ideológica al buen vivir, insistió en que era posible y necesario combinar el extractivismo con un mínimo capitalismo y el socialismo comunitario. A pesar de los logros del régimen a nivel de neodesarrollo (crecimiento económico y reducción de la pobreza), en trece años de gobierno no ha sido posible superar o resolver las contradicciones del capitalismo en forma de extractivismo. Al final de su mandato (ocasionado por un golpe de Estado orquestado por la derecha parlamentaria), en noviembre de 2019, Evo Morales perdió el apoyo de su base en los movimientos y comunidades indígenas debido a su política extractivista. Se concluye que el extractivismo, de una forma u otra, incluido el neoextractivismo progresivo, no es factible sin la participación de las comunidades afectadas. Una contradicción fundamental del extractivismo, experimentado incluso por los gobiernos más progresistas, como Bolivia y Ecuador, es que se basa en una alianza con el capital global más que con las comunidades. En este caso, una política extractivista no es compatible con el desarrollo inclusivo, igualitario y sostenible en términos de medioambiente, diversidad natural y social, y la buena vida.

			Otra conclusión a la que se ha llegado (véase el capítulo 6), es que el capitalismo en su forma actual, es decir, en forma de una interacción entre el capital industrial, financiero y monopolístico, y el capital extractivo, con el predominio de este último en el contexto regional, está en crisis y ya no es viable. El capitalismo está sujeto a fuerzas generadas por las contradicciones del sistema que conducirán a la transformación productiva y social. Está claro que, debido al peso de varias contradicciones superpuestas, el proyecto de reforma del capitalismo, o sea, buscar un camino de capitalismo más humano y sostenible, ha llegado a sus límites, un punto de inflexión entre la distopía y la utopía. Las fuerzas de resistencia están claramente dirigidas a transformar el sistema, una de las varias formas posibles de posdesarrollo o una nueva forma de socialismo.

			En cuanto al extractivismo, se identificaron tres enfoques y posturas básicas. Uno está representado por las organizaciones internacionales de los guardianes del sistema capitalista. Incluyen no sólo organizaciones financieras internacionales, como el Banco Mundial, sino también asociaciones y coaliciones de gobiernos y organizaciones del sector privado para el “crecimiento económico inclusivo” y el desarrollo sostenible de los recursos naturales. En este enfoque, el extractivismo, es decir, la explotación de la riqueza de los recursos naturales representa una oportunidad económica que ningún gobierno puede y no debe descartar. Se supone que los costes y riesgos socioambientales son aceptables en el contexto de los altos beneficios. En resumen, es una bendición para el país en desarrollo. Los riesgos e impactos negativos del extractivismo pueden mitigarse y resolverse con una buena gestión, y la autorregulación y responsabilidad social de las corporaciones del sector. 

			Otro enfoque, compartido por las comunidades negativamente afectadas por el extractivismo, los activistas del movimiento para promover el desarrollo sostenible y proteger la biodiversidad del planeta y la intelectualidad anticapitalista o progresista del planeta, es que el extractivismo no es canjeable. No puede formar parte de un proceso de desarrollo sostenible, inclusivo, equitativo, participativo y democrático. Este enfoque crítico obviamente domina los debates políticos sobre el tema.

			El tercer enfoque del extractivismo está claramente representado, aunque con mucha controversia, por el exviceministro de Bolivia, el sociólogo posmarxista Alvaro García. Sostiene —y no se tiene la base teórica o empírica para un contraacuerdo (y por lo tanto se deja a debate)— que el extractivismo tal como lo entendemos (es decir, con la participación del capital extranjero) es para Bolivia (y por lo tanto para otros países de la región) una parte esencial de una estrategia de desarrollo sostenible en la dirección del socialismo, y es compatible con el proyecto de construir el socialismo en el siglo XXI. Debemos entender, argumenta García (2013), que “existe una dimensión natural en cualquier actividad social productiva y una dimensión social en cualquier actividad natural creativa”. En otras palabras, la dimensión social es un componente del metabolismo natural. En este sentido, la forma en que los seres humanos se relacionan con la naturaleza es parte de las características de un modo específico de producción social. En cualquier caso, “la actividad humana sólo es posible mediante la transformación de la naturaleza, ya sea en forma de choza o ciudad, campos o aceras, presas o turbinas, hachas o camiones de volteo; todo, absolutamente todo, ya que la vida ha existido en este planeta” (García 2013). La vida natural y social “necesita procesar la naturaleza para extraer componentes biológicos de su reproducción y componentes materiales de sus herramientas”. En resumen, los seres humanos por naturaleza transforman y afectan a la naturaleza circundante. La solución, sostiene el autor, no es política (extractivismo o no) sino técnica (el uso de la tecnología verde) y regulación por parte del Estado sobe el capital y sus operaciones extractivas, respetando los derechos territoriales de los pueblos y comunidades indígenas, y su participación (García 2012).38

			Al final de este viaje a través de la historia y la dinámica del extractivismo, el objetivo central de este ensayo, no se puede ir más allá de la conclusión incierta sobre el papel del extractivismo en la coyuntura actual que se tiene por delante. Tal vez, como piensa y sostiene García, el extractivismo necesariamente tiene que ser parte de la solución (la salida a la crisis del sistema capitalista). La pregunta, la cuestión del desarrollo de las fuerzas productivas aquí y en el futuro en América Latina, es ¿cómo y en qué condiciones? Este problema no tiene una solución puramente teórica, depende de la capacidad y el activismo de las fuerzas de resistencia para promover y llevar a cabo una transformación del sistema capitalista y lograr otro mundo, una mancomunidad que incluye a todos y permite a todos participar en la riqueza común. Y esto depende de saber solucionar lo que es un impasse teórico: combinar una conciencia de las contradicciones del sistema capitalista (lo que nos proporcione el marxismo) con la conciencia del poder de conocimiento —el saber de cada uno sobre su poder potencial (lo que proporcione el posdesarrollo).

			

			
				
					36	Acerca de esta dinámica, véase Petras y Veltmeyer (2001 y 2005).

				

				
					37	Con el fin del auge de los productos básicos, los gobiernos progresistas, con excepción de Bolivia, perdieron su dinámica de crecimiento económico y fueron subyugados a la reacción de la derecha, lo que puso fin a los progresismos. Entre 2012 y 2015 vimos un giro brusco hacia la derecha en la política electoral de los gobiernos progresistas, otra vez con excepción de Bolivia, que mantuvo su dinamismo hasta noviembre de 2019 cuando Morales fue sujeto a un golpe de Estado. Sin duda la capacidad del gobierno de Bolivia para resistir las fuerzas que tumbaron a los otros progresismos tiene que ver con su base en los movimientos, lo que no tenían los otros gobiernos.

				

				
					38	Hay abundante literatura sobre la contradicción entre esta concepción de una estrategia práctica de gobierno progresista dirigida por Evo morales y García Linera. Un ejemplo de esta contradicción es la política del gobierno hacia el Tipnis. En cuanto a la CIDOB, una organización de pueblos indígenas y campesinos, junto con Conamaq, organizó dos marchas en 2011 y 2012 contra una carretera amazónica propuesta a través del Tipnis. Los intentos del gobierno culminaron en una violenta represión policial, y momentáneamente convirtieron la opinión popular contra Morales y su agenda de extraer recursos estatales en territorio indígena. Sin embargo, según el análisis de García (2012), esta dramatización “histérica” de la marcha del Tipnis es en realidad una estrategia de dominación colonial (ambientalismo extraterritorial), que aprovecha la contradicción interna dentro del bloque popular revolucionario que llevó a Morales al poder. 
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